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PROYECTO DE LEY 

Orgánica del Poder Judicial. 

PRESIDENCIA DEL CONGRESO 
DE LOS DIPUTADOS 

De acuerdo con lo dispuesto en el vi- 
gente Reglamento provisional de la Cáma- 
ra se ordena la remisión a la Comisión 
de Justicia y la publicación en el BOLETÍN 
OFICIAL DE LAS CORTES GENERALES del pro- 
yecto de Ley Orgánica de! Poder Judicial. 

Los señores Diputados y los Grupos Par- 
lamentarios disponen de un plazo que ex- 
pira el 31 de mayo para presentar enmien- 
das al citado proyecto de ley, cuyo texto se 
inserta a continuación. 

Palacio del Congreso de los Diputados, 
20 de marzo de 1980.-El Presidente del 
Congreso de los Diputados, Landelino La- 
villa 'Aleina. 

PROYECTO DE LEY ORGANICA DEL 
PODER JUDICIAL 

La Constitución española de 1978 ha con- 
figurado un Estado social y democrático 
de Derecfio. Uno de sus pilares fundamen- 
tales es el Poder Judicial. El ntulo VI de 
la norma constitucional contiene los prin- 
cipios inspiradores y los criterios organi- 
zativos esenciales del mismo, y, en su ar- 
tfculo 122, define como misión en el Or- 

denamiento Jurídico de la Ley Orgánica 
del Poder Judical la determinación de la 
constitución, funcionamiento y gobierno 
de los Juzgados y Tribunales y del esta- 
tuto jurídico de los Jueces y Magistrados 
y del personal al servicio de la Adminis- 
tración de Justicia. La función que en ese 
Estado se atribuye al Poder Judicial ex- 
cede de la tradicionalmente desempeñada 
por los órganos jurisdiccionales, limitada 
a ser medio de solución de conflictos inter- 
subjetivos. La configuración de los Jueces 
y Tribunales como integrantes de un au- 
téntico Poder del Estado ha extendido sus 
funciones en un doble campo: por una par- 
te, y tal como dispone el artículo 53 ¿le la 
Constitución, se constituyen en garantes y 
tutores de los derechos fundamentales y 
libertades públicas, consagrados en el ar- 
tículo 14 y en la Sección Primera del Ca- 
pítulo 11, Título 1, de aquélla, que integran 
la carta magna del &atus. de ciudadano; 
por otra, los Tribunales asumen el control 
del Poder Ejecutivo, al corresponderles, 
por disposición del artículo 106 de la Cons- 
titución, el del ejercicio de la potestad re- 
glamentaria y de la legalidad, y adecua- 
ción a los fines que la justifican, de la ac- 
tuación administrativa. A esta nueva y 
trascendental misión no puede atender 
adecuadamente la organización y el régi- 
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men de gobierno de los Tribunales vigen- 
tes en la actualidad, que arrancan y tienen 
aún su norma fundamental en la Ley pro- 
visional sobre Organización del Poder Ju- 
dicial de 1870, venerable por muchas ra- 
zones, pero concebida para una sociedad 
y un ámbito de las funciones judiciales 
muy distintos de los del momento presen- 
te. A la creación de las condiciones nece- 
sarias para el adecuado desempeño de 
esas misiones, en desarrollo del mandato 
constitucional, se dirige la presente ley. 

En el campo de los principios definido- 
res, la ley proclama, en primer lugar, la 
sumisión de los Jueces y Tribunales a la 
Constitución y al resto del ordenamiento 
jurídico, con referencia a las técnicas a se- 
guir para su aplicación. Así se sanciona la 
no aplicación de los Reglamentos contra- 
rios a la ley o al principio de jerarquía nor- 
mativa y la adaptación interpretativa de 
las normas legales a la Constitución, pre- 
viamente al posible planteamiento del in- 
cidente de constitucionalidad. Se concre- 
ta la potestad jurisdiccional al poder de 
juzgar y hacer ejecutar lo juzgado en todo 
tipo de procesos, deslindándola de la fun- 
ción ejecutiva que corresponde al Gobier- 
no. Para el ejercicio de la potestad juris- 
diccional se consagra la plena unidad de 
jurisdicciones, procediendo a la total inte- 
gración como Tribunales ordinarios de los 
órdenes contencioso-administrativo y so- 
cial, hasta ahora especializados, y a la su- 
presión progresiva de las jurisdicciones es- 
peciales dispersas que pudieran subsistir, 
cuyas funciones y competencias se reasu- 
men por la Jurisdicción ordinaria. Junto a 
ello se consagra igualmente el principio de 
exclusividad de la Jurisdicción en sus dos 
facetas de reserva a los Tribunales de la 
potestar del juzgar y hacer ejecutar lo juz- 
gado, y de no desempeño por éstos de otras 
funciones que las estrictamente jurisdic- 
cionales y las que por ley se les atribuyan 
en garantía de algún derecho. 

De acuerdo con estos prjnicipios se con- 
figura una Planta de Tribunales homog6- 
nea para todos los órdenes jurisdicciona- 
les, en cabezada por el Tribunal Supremo. 
Se mantiene la Audiencia Nacional, exten- 
diendo sus competencias a todos los órde- 

nes judiciales, para el conocimiento de los 
asuntos que excedan del ámbito territo- 
rial de los demás Tribunales. Los Tribuna- 
les Superiores de Justicia se regulan como 
culminación de la organización judicial en 
el territorio de las Comunidades Autóno- 
mas en que se establezcan. Integrarán a la 
Audiencia Territorial y contarán con una 
Sala de Recursos. Se prevén otros modelos 
posibles por los que puedan optar los co- 
rrespondientes Estatutos. El resto de los 
órganos son las Audiencias Territoriales y 
Provinciales y los Juzgados de Partido y 
de Distrito, o, en su caso, de Paz. Los Juz- 
gados de Partido se conciben con un nú- 
cleo ordinario o común de competencias 
en los órdenes civil y penal, y con espe- 
cialización en los restantes órdenes o fun- 
ciones para determinados ámbitos territo- 
riales que lo exijan. 

En los aspectos relativos al funciona- 
miento de los órganos judiciales, se con- 
sagran y desarrollan los principios cons- 
titucionales de publicidad, oralidad y gra- 
tuidad de las actuaciones, al tiempo que se 
prevén las novedades técnicas necesarias 
para una mayor agilización de la Justicia, 
esencialmente referidas a las funciones de 
los Magistrados Ponentes y los Secretarios 
Judiciales, que se ven sensiblemente po- 
tenciadas, sin merma de la función propia 
del Juez o del Tribunal. 

Se consagra plenamente la independen- 
cia del Poder Judicial respecto del gobier- 
no y la Administración, encomendando to- 
das las funciones gubernativas en este ám- 
bito a los propios órganos judiciales o al 
Consejo General del Poder Judicial, regu- 
lado y estructurado en Ley Orgánica an- 
terior, que deberá incorporarse al texto 
de la presente; correspondiendo a este ú1- 
temo la capital misión de realizar el des- 
arrollo reglamentario de le ley en lo afec- 
tante al estatuto juridico de Jueces y Ma- 
gistrados. Se recogen como órganos de go- 
bierno interno de los Tribunales, los Pre- 
sidentes y Salas de Gobierno, así como los 
Plenos y los Jueces Decanos, en los que se 
introduce un principio electivo. Todos ellos 
hacen uso de sus funciones dentro del ab- 
soluto respeto a la independencia de cada 
Juez o Tribunal, 
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La realización de esta independencia es 
el eje y fundamento del estatuto jurídico 
de Jueces y Magistrados que la ley esta- 
blece. En torno a la misma se desarrollan 
la inamovilidad judicial más plena y las 
incompatibildades y prohibiciones que de- 
ben afectar al ejercicio de la función ju- 
dicial, como garantía de imparcialidad y 
objetividad. La responsabilidad, civil, pe- 
nal y disciplinaria, con las debidas garan- 
tías en la exigencia de la misma, se esta- 
blece, a su vez, como complemento indis- 
pensable de la independencia judicial. En 
aras también de esta independencia, se 
reducen al mínimo las potestades discre- 
cionales del Consejo General sobre la si- 
tuación profesional de los miembros del 
Poder Judicial, consagrándose un autén- 
tico gobierno de los Jueces por la ley. La 
Carrera Judicial se organiza sobre la idea 
de Cuerpo único, y en la promoción y as- 
censo dentro de la misma se combinan los 
criterios de antigüedad y de superación de 
pruebas selectivas, garantizando un míni- 
mo de promoción profesional a todos los 
miembros de aquélla y abriendo al mismo 
tiempo la posibilidad de una carrera más 
rápida para quienes intensifiquen su pre- 
paparación para la función. La provisión 
de destinos judiciales combina a su vez los 
criterios de antigüedad y de especializa- 
ción estos últimos sólo a partir de los ór- 
ganos con competencias específicas de de- 
terminado orden jurisdiccional. 

Principios de eficacia y de racionaliza- 
ción de la estructura de los Cuerpos se 
acogen también en lo relativo al personal 
al servicio de la Administración de Justi- 
cia, integrado por los Secretarios Judicia- 
les, que pasan a constituir un único Cuer- 
po, por los Cuerpos Generales de Oficiales, 
Auxiliares y Agentes de la Administración 
de Justicia y por los Médicos Forenses. Su 
estatuto jurídico se inspira, en lo nece- 
sario, en el de los Jueces y Magistrados, 
y recoge, en todo caso, las especialidades 
exigidas por la peculiaridad de su función. 

La ley regula también, como valiosos 
institutos de colaboración al buen funcio- 
namiento del Poder Judicial, los necesa- 
nos aspectos del Ministerio Fiscal, cuyo 
papel debe potenciarse, dentro de la mi- 

sión que constitucionalmente se le atri- 
buye; de la Policía Judicial, que debe ins- 
titucionalizarse cada vez más, al menos 
funcionalmente; de los Abogados y Procu- 
radores; de la Abogacía del Estado y ael 
Cuerpo de Letrados de Justicia; así como, 
por último, del Centro de Estudios Judi- 
ciales, que sustituye a la Escuela Judicial 
y al que corresponde una trascendental 
misión en la selección y formación del 
personal judicial y fiscal y en el asesora- 
miento al Consejo General del Poder Ju- 
dicial. 

En su virtud, el Consejo de Ministros, a 
propuesta del Ministro de Justicia, some- 
te a la deliberación de las Cortes Genera- 
les el siguiente 

PROYECTO DE LEY 

TITULO PRELIMINAR 

Del Poder Judicial y del ejercicio de la 
potestad jurisdiccional 

Artículo 1 . O  

La Justicia emana del pueblo y se admi- 
nistra en nombre del Rey por Jueces y Ma- 
gistrados integrantes del Poder Judicial, 
independientes, inamovibles y responsa- 
bles sometidos únicamente al imperio de 
la ley. 

El Poder Judicial está sujeto a la Consti- 
iución y al resto del ordenamiento jurí- 
lico. 

Artículo 2." 

El ejercicio de la potestad jurisdiccional 
3n todo tipo de procesos, juzgando y ha- 
:iendo ejecutar lo juzgado, corresponde 
3xclusivamente a los Jueces y Tribunales 
leterminados en esta ley, y deja a salvo la 
'unción ejecutiva atribuida al Gobierno y 
a potestad de dictar normas de carácter 
:eneral. 

Los Jueces y TribunaJes no ejercerán 
nás funciones que la señaladas en el pá- 
-rafe anterior, la de administración elec- 
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torai y demás que expresamente les sean 
atribuidas por ley en garantía de cualquier 
derecho. 

-Artículo 3 . O  

La jurisdicción es única y se ejerce por 
los Jueces y Tribunales de los órdenes ci- 
vil, penal, administrativo y social, a salvo 
la competencia del Tribunal de Cuentas y 
las atribuciones de la jurisdicción militar 
en el ámbito estrictamente castrense y en 
los supuestos de estado de sitio, de acuer- 
do con los principios de la Constitución. 

m c u l o  4 . O  

La jurisdicción se extiende a todas las 
personas, a todas las materias civiles, pe- 
nales, administrativas y sociales y a todo 
el territorio español, sin otras excepciones 
que las previstas en la Constitución y en 
la presente ley. 

Artículo 5 . O  

Los Jueces y Tribunales aplicarán las le- 
yes según los preceptos y principios cons- 
titucionales. 

Cuando un órgano judicial considere, en 
algún proceso, que una norma vigente con 
rango de ley, aplicable al caso, de cuya 
validez dependa el fallo, pueda ser con- 
traria a la Constitución, planteará la cues- 
tión ante el Tribunal Constitucional, con 
arreglo a lo que establece su Ley Orgá- 
nica. 

Sólo procederá el planteamiento de la 
cuestión de constitucionalidad cuando por 
vfa interpretativa no sea posible la aco- 
modación de la norma al ordenamiento 
constitucional. 

Articulo 6.0 

Los Jueces y Tribunales no aplicarán los 
Reglamentos contrarios a la ley o al prin- 
cipio de jerarquía normativa. 

Artículo 7 . O  

Los derechos fundamentales y las iiber- 
tades públicas están bajo la salvaguarda y 
tutela de los Jueces y Tribunales. 

Estos protegerán los derechos e intereses 
legítimos, sin que en ningún caso pueda 
producirse indefensión. 

Artículo 8." 

Los Tribunales controlan el ejercicio de 
la potestad reglamentaria y la legalidad de 
la actuación administrativa, así como el 
sometimiento de ésta a los Anes que la 
j ustif ican. 

Ningún acto, resolución o acuerdo ad- 
ministrativos y ninguna disposición de 
carácter reglamentario, cualquiera que sea 
la Administración Pública, territorial, ins- 
titucional o corporativa de que proceda, 
queda excluido del control jurisdiccional. 

Artículo 9." 

Los Jueces y Tribunales ejercerán su ju- 
risdicción exclusivamente en aquellos ca- 
sos en que les venga atribuida competen- 
cia por ésta u otra ley. 

Los del orden civil conocerán, además 
de las materias que le son propias, de to- 
das aquellas que no estén atribuidas a 
otro orden jurisdiccional. No obstante, los 
del orden adminisrtativo conocerán de las 
pretensiones dirigidas frente a la Admi- 
nistración Pública, no expresamente atri- 
buidas a otros Jueces y Tribunales. 

Artículo 10 

Los Jueces y Tribunales conocerán de las 
cuestiones prejudiciales, excepto las pena- 
les y aquellas otras que puedan estable- 
cer las leyes, sin que su decisión produzca 
efectos fuera del proceso en que se sus- 
ziten. 

Artículo 11 

En el ejercicio de la potestad jurisdiccio- 
nal, los Jueces y Magistrados son indepen- 
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dientes respecto a todos los órganos judi- 
ciales y de gobierno del Poder Judicial. 

No podrán los Jueces y Magistrados 
aprobar, censurar o corregir la plicación 
o interpretación del ordenamiento jurídico 
hecha por sus inferiores en el orden judi- 
cial, sino cuando administren justicia en 
virtud de las apelaciones o de otros recur- 
sos que las leyes establezcan. 

Artículo 12 

Los poderes públicos, partidos políticos, 
sindicatos, asociaciones, entidades públi- 
cas y privadas y los particulares respeta- 
rán la independencia de los Jueces y Ma- 
gistrados. 

Artículo 13 

Los Jueces y Magistrados que se consi- 
deren inquietados o perturbados en su in- 
dependencia lo pondrán en conocimiento 
del Consejo General del Poder Judicial, 
quien adoptará las medidas que procedan. 

El Ministerio Fiscal, por sí o a petición 
de aquéllos, promoverán las acciones per- 
tinentes en defensa de la independencia 
judicial. 

Artículo 14 

Los Jueces y Magistrados no podrán ser 
separados, trasladados, suspendidos o ju- 
bilados sino en los casos y con las garan- 
tías establecidas en esta ley. 

Artículo 15 

Los Jueces y Magistrados responderán 
penal, civil y disciplinariamente en los ca- 
sos y en la forma que las leyes establecen. 

Artículo 16 

Todos están obligados a prestar la cola- 
boración requerida por los Jueces y Tribu- 
nales en el curso del proceso y en la eje- 
cución de lo resuelto. 

Las Administraciones Públicas, las auto- 
ridades y funcionarios, las Corporaciones 
y todas las entidades públicas y privadas, 
y los particulares, cumplirán las senten- 
cias y las demás resoluciones judiciales 
que hayan ganado firmeza. 

Artículo 17 

Las sentencias sólo podrán dejarse sin 
efecto en virtud de los recursos o en los 
casos establecidos en la ley. 

Lo dispuesto en este artículo se ntien'de 
sin perjuicio del derecho de gracia que, se- 
gún la Constitución, corresponde al  Rey. 

El Miniterio Fiscal velará porque se cum- 
plan las sentencias que afecten a los inte- 
reses generales. 

Artículo 18 

Los ciudadanos podrán ejercer la acción 
popular y participar en la Administración 
de Justicia mediante la institución del Ju- 
rado, en la forma y con respecto a aque- 
llos procesos penales que la ley detemi- 
ne, así como en los Tribunales consuetudi- 
narios y tradicionales. 

Tiene el carácter de Tribunal consuetu- 
dinario y tradicional el Tribunal de 'Aguas 
de Valencia. 

LIBRO PRIMERO 

De la organización de los ITuzgados 
y Tribunales 

TITULO PRIMERO 

De la planta y jurisdicción de los 
Juzgados y Tribunales 

CAPITULO PRIMERO 

De los Juzgados y Tribundes 

Artículo 19 

El ejercicio de la potestad jurisdiccional 
corresponde a los siguientes Juzgados y 
Tribunales: 
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- Tribunal Supremo. 
- Audiencia Nacional. 
- Tribunales Superiores de Justicia y 

Audiencias Territoriales. 
- Audiencias Provinciales. 
- Juzgados de Partido. 
- Juzgados de Distrito y de Paz. 

Artículo 20 

La creación o supresión de Tribunales, 
o de Salas o Secciones de los mismos, se 
hará por ley. La de los Juzgados podrá 
llevarse a cabo por Real Decreto, a pro- 
puesta del Ministro de Justicia, previo in- 
forme favorable del Consejo General del 
Poder Judicial, siempre que no afecte a la 
división territorial. 

Artículo 21 

En las Audiencias donde existan dos o 
más Salas o Secciones del mismo orden 
jurisdiccional se designarán por numera- 
ción ordinal. 

En las poblaciones en que existan dos o 
más Juzgados del mismo grado y orden 
jurisdiccional se designarán por numera- 
ción sucesiva. 

Artículo 22 

La planta de los Juzgados y Tribunales 
se establecerá por ley. Será revisada, al 
menos, cada cinco años, para adaptarla a 
las nuevas necesidades. 

CAPITULO SEGUNDO 

De la división territorid en lo judicial 

Artfculo 23 

El Estado se organiza territorialmente, 
a efectos judiciales, en distritos, partidos, 
provincias y territorios. 

'Artículo 24 

El Distrito comprenderá uno o más ter- 
minos municipales pertenecientes a un 
mismo partido. 

La creación, modificación o supresión de 
distritos se realizará en función del núme- 
ro de asuntos. También se atenderá a los 
medios de comunicación y relación, así co- 
mo a las características rústica, urbana, 
turística o industrial de los municipios 
agrupados. 

Artículo 25 

El partido es la unidad territorial inte- 
grada por uno o más distritos, pertenecien- 
tes a una misma provincia. 

La creación, modificación o supresión de 
partidos se realizará en función del núme- 
ro de asuntos y de las características de la 
población y medios de comunicación y re- 
lación. 

El partido podrá, en su caso, coincidir 
con la demarcación provincial. 

Artículo 26 

L a  provincia se ajustará a los límites te- 
rritoriales de la demarcación administra- 
tiva del mismo nombre. 

Artículo 27 

El territorio comprenderá una o más pro- 
vincias. 

Articulo 28 

La creación, modificación o supresión de 
territorios, así como el cambio de su capi- 
talidad, sólo podrá efectuarse por ley. 

La creación o supresión de partidos o 
distritos exigirá también ley, pero su mo- 
dificación o cambio de capitalidad podrá 
realizarse, cuando lo aconsejen las necesi- 
dades del servicio, por Real Decreto, a pro- 
puesta del Ministro de Justicia, previo in- 
forme del Consejo General del Poder Ju- 
dicial. En el expediente que se instruya se 
dará  audiencia a las entidades locales in- 
teresadas y se recabará, en su caso, infor- 
me de la Comunidad Autónoma. 
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CAPITULO TERCERO 

De la extensión y Iímites de la jurisdicción 

Artículo 20 

Los Tribunales españoles conocerán de 
los juicios que se susciten en territorio es- 
pañol con arreglo a lo establecido en los 
artículos siguien tes. 

Serán de aplicación preferente las dis- 
posiciones de los Tratados Internacionales. 

Artículo 30 

En el orden civil, los Jueces y Tribuna- 
les españoles conocerán de las cuestiones 
entre españoles, entre etranjeros y entre 
españoles y extranjeros. Los extranjeros 
podrán ser demandados en los casos si- 
guientes: 

1." Cuando se hayan sometido expresa 
o tácitamente o tengan su domicilio en Es- 
paña, salvo que la acción ejercitada se re- 
fiera a bienes inmuebles situados en el ex- 
tranj ero. 

2." Cuando se ejerciten acciones sobre 
bienes que se hallen en territorio español. 

3." Cuando la acción se funde en obli- 
gaciones que hayan nacido o deban cum- 
plirse en territorio español. 

4." Cuando la acción se refiera a dere- 
chos en la sucesión de causante español, o 
de un extranjero que hubiere tenido su ú1- 
timo domicilio o dejado bienes en España. 
5." Cuando la demanda sea conexa con 

otra pendiente ante los Tribunales espa- 
ñoles. 

6." Cuando se pretenda la adopción de 
medidas urgentes de aseguramiento que 
deban cumplirse en España. 
7." Cuando los Tribunales del Estado ex- 

tranjero del que sea nacional el demanda- 
do conozcan, en casos análogos, de deman- 
das formuladas contra españoles. 

En todo caso, serán competentes los Tri- 
bunales españoles cuando se trate de evi- 
tar el fraude de leyes españolas de carác- 
ter imperativo, 

Artículo 31 

En este orden, corresponderá a la juris- 

1 . O  La prevención de los juicios de tes- 
tamentaría y de abintestato de los miem- 
bros de las Fuerzas Armadas muertos en 
campaña o navegación, limitada a la prác- 
tica de las diligencias necesarias para dis- 
poner el sepelio, formación de inventario, 
seguridad de los bienes y entrega de éstos 
a quienes aparezcan como herederos, sin 
hacer declaración de derechos. 

2." La ejecución de los pronunciamien- 
tos sobre responsabilidad civil declarada 
en sentencia dictada en las causas cuyo co- 
nocimiento le atribuye la ley, mientras el 
procedimiento se limite a la vía de apre- 
mio contra los bienes del condenado. Se 
exceptúan cuantas cuestiones exijan decla- 
ración de derechos, cuya resolución corres- 
ponderá siempre a la jurisdicción ordina- 
ria. 

dicción militar: 

Artículo 32 

En el orden penal se estará a lo dispues- 
to en el Código Penal. 

Artículo 33 

En el orden administrativo será compe- 
tente, en todo caso, la jurisdicción españo- 
la cuando la pretensión que se deduzca se 
refiera a actos emanados de la Adminis- 
tración Pública española. 

Artículo 34 

En el orden social la jurisdicción espa- 
ñola será competente cuando sea España 
el lugar de celebración o ejecución del con- 
trato de trabajo: cuando el trabajador sea 
español, cualquiera que sea el lugar del 
contrato, si el empresario es español o tie- 
ne domicilio, agencia o sucursal en Espa- 
ña y cuando se trate de pretensiones de 
seguridad social frente a entidades espa- 
ñolas o que tengan domicilio, agencia, de- 
legación o cualquier clase de representa- 
ción en España. 
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CAPITULO CUARTO 

De loe conNctOs de jurisdicción 

Articulo 35 

Los conflictos entre los Tribunales y la 
Administración serán resueltos por un Tri- 
bunal constituido por el Presidente del 
Tribunal Supremo, que lo presidirá, y cua- 
tro Vocales, de los que dos serán Magistra- 
dos de aquel Tribunal, designados por su 
Sala de Gobierno, y los otros dos Conse- 
jeros permanentes de Estado, designados 
por el Pleno del Consejo de Estado. 

Los conflictos entre los Tribunales y la 
jurisdicción militar serán resueltos por una 
Sala compuesta por el Presidente y un Ma- 
gistrado de la Sala de lo Penal del Tribu- 
nal Supremo, designado este último por el 
Pleno de la Sala y por un Consejero To- 
gado del Consejo Supremo de Justicia Mi- 
litar, designado por dicho Consejo. 

Articulo 37 

Las designaciones para integrar el Tri- 
bunal y la Sala previstos en los artículos 
anteriores se renovarán anualmente. 

Articulo 38 

El planteamiento, tramitación y decisión 
de los conflictos se ajustará a lo dispuesto 
en la Iey. 

CAPITULO QUINTO 

De 10s conflictos y cuaoncw de 
competencia 

‘Articulo 39 

Los conflictos de competencia que pue- 
dan producirse entre Jueces o Tribunales 

de distinto orden jurisdiccional, integrados 
en el Poder Judicial, se resolverán por una 
Sala especial del Tribunal Supremo, pre- 
sidida por su Presidente y compuesta por 
dos Magistrados, uno por caüa orden ju- 
risdiccional en conflicto, que serán desig- 
nados anualmente por la Sala de Gobier- 
no. 

Artículo 40 

Los conflictos de competencia, tanto po- 
sitivos como negativos, podrán ser promo- 
vidos de oficio o a instancia de parte o del 
Ministerio Fiscal, mientras el proceso no 
haya concluido por sentencia firme, salvo 
que el conflicto se refiera a la ejecución 
del fallo. 

Artículo 4 1  

El orden jurisdicci0na.l penal es siempre 
preferente. Ningún Juez o Tribunal podrá 
plantear conflicto de competencia a los 6r- 
ganos de dicho orden jurisdiccional. 

Artículo 42 

Promovida la, competencia en escrito ra- 
zonado, al que se acompañará la justifica- 
zión necesaria expresiva de los preceptos 
legales que atribuyan la competencia, el 
Juez o Tribunal, oídas las partes y el Mi- 
nisterio Fiscal por plazo común de diez 
jías, decidirá por medio de auto si pro- 
zede declinar el conocimiento del asunto 
3 requerir al órgano jurisdiccional que es- 
té conociendo para que deje de hacerlo. 

Articulo 43 

El requerimiento se efectuará remitien- 
io al otro Juez o Tribunal testimonio del 
iuto dictado y de los escritos de las partes 

del Ministerio Fiscal. El requerido, con 
wdiencia del Ministerio Fiscal y las partes 
3or plazo común de diez días, dictará auto 
*esolviendo sobre su competencia. 
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Artículo 44 

Si no se accediere al requerimiento, se 
comunicará así al requirente y se elevarán 
por ambos las actuaciones a la Sala de 
Conflictos, 

La Sala, oído el Ministerio Fiscal por pla- 
zo no superior a diez días, dictará auto en 
los diez siguientes, sin que contra él que- 
pa recurso alguno. El auto que se dicte re- 
solverá definitivamente el conflicto de com- 
petencia. 

Artfculo 45 

Las resoluciones recaídas en la tramita- 
ción de los conflictos de competencia no 
serán susceptibles de recurso alguno, or- 
dinario o extraordinario. 

Artículo 46 

Desde que se dicte el auto declinando la 
competencia o acordando el requerimien- 
to y desde que se reciba éste por el Juez 
o Tribunal requerido, se suspenderá el pro- 
cedimiento en el asunto a que se refiere 
aquélla. 

No obstante, la suspensión no alcanzará 
a las actuaciones preventivas o preparato- 
rias ni a las cautelares, cualesquiera que 
sean los órdenes jurisdiccionales en even- 
tual conflicto, que tengan un carácter ur- 
gente o necesario, o que, de no adoptarse, 
pudieran producir un quebranto irrepara- 
be1 o de difícil reparación. En su caso, los 
Jueces o Tribunales adoptarán las garan- 
tías procedentes para asegurar los dere- 
chos o intereses de las partes o de terce- 
ros o el interés público. 

Artículo 47 

Si Jueces o Tribunales de distintos órde- 
nes jurisdiccionales hubiesen dictado reso- 
luciones contrarias entre sí, que por su na- 
turaleza fueren firmes, respecto a los mis- 
mos litigantes, donde en méritos a hechos 
o pretensiones sustancialmente iguales se 
llegue a pronunciamientos distintos, podrá 

interponerse recurso de revisión por exce- 
so o por defecto de jurisdicción, del que 
conocerá la Sala de Conflictos completada 
con un Magistrado nias por cada uno de 
los órdenes jurisdiccionales afectados. 

Artículo 48 

Las cuestiones de competencia entre Jue- 
ces y Tribunales de un mismo orden juris- 
diccional se resolverán por el órgano in- 
mediato superior común, conforme a las 
normas establecidas en las Leyes Proce- 
sales. 

Artículo 49 

No podrán suscitarse cuestiones de com- 
petencia entre Jueces y Tribunales subor- 
dinados entre sí. El Juez o Tribunal supe- 
rior fijará, en todo caso, y sin ulterior re- 
curso, su propia competencia, ofdos las par- 
tes y el Ministerio Fiscal por plazo común 
de diez días. Acordado lo procedente, reca- 
bará las actuaciones del Juez o Tribunal 
inferior o le remitirá las que se hdlare co- 
nociendo. 

CAPITULO SEXTO 

De las Secreta.rías de los Juzgados 
y Tribunales 

Artículo 50 

En cada Sala o Sección de los Tribunales 
y en los Juzgados habrá una o más Secre- 
tarías, compuestas por un Secretario y los 
Oficiales, Auxiliares y Agentes que fije la 
plantilla. 

Artículo 51 

En las Secretarías de las Salas de lo Ci- 
vil y de lo Penal de la Audiencia Nacional 
y de los Juzgados Centrales prestará, ade- 
más, servicio el personal técnico necesario, 
designado por los Ministerios de Hacienda 
y de Comercio, 
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En las Secretarías de los Juzgados de Me- 
nores lo hará el personal técnico especiali- 
zado que se fije por la ley. 

TITULO SEGUNDO 

De los órganos jurisdicciopales 

CAPITULO PRIMERO 

Del Tribunal Supremo 

Artículo 52 

El Tribunal Supremo, con sede en la Vi- 
lla de Madrid, es el órgano jurisdiccional 
superior en todos los órdenes, salvo lo dis- 
puesto en materia de garantías constitu- 
cionales. Tendrá jurisdicción en toda Es- 
paña. Ningún otro Tribunal podrá tener el 
título de Supremo. 

Artículo 53 

El Tribunal Supremo se compondrá de 
su Presidente, los Presidentes de Sala y el 
número de Magistrados que determine la 
ley para cada una de sus Salas. 

Artículo 54 

El Tribunal Supremo estará integrado 

- Sala Primera, de lo Civil. 
- Sala Segunda, de lo Penal, 
- Salas Tercera y Cuarta, de lo Con- 

tencioso-Adminis trativo. 
- Sala Quinta, de lo Social. 

por las siguientes Salas: 

Artículo 55 

La Sala de lo Civil del Tribunal Supre- 
mo conocerá: 

1. De los recursos de casación, revisión 
y otros extraordinarios en materia civil, 
que establezca la ley. 

2. De las demandas de responsbilidad 
civil por hechos realizados en el ejercicio 

de su cargo, dirigidas contra el Presiden- 
te y miembros del Gobierno, Diputados y 
Senadores, Presidente y Magistrados del 
Tribunal Constitucional, Presidente, Presi- 
dentes de Sala y Magistrados del Tribunal 
Supremo, Fiscal General del Estado, Fisca- 
les de Sala del Tribunal Supremo, miem- 
bros del Consejo General del Poder Judi- 
cial, Presidente y Magistrados del Tribu- 
nal de Cuentas y Presidente y Consejeros 
del Consejo de Estado. 
3. De las demandas de responsabilidad 

civil dirigidas contra todos o la mayor par- 
te de los Magistrados de una Audiencia o 
de cualquiera de sus Salas, por actos judi- 
ciales en que hayan tenido participación. 

Artículo 56 

L a  Sala de lo Penal del Tribunal Supre- 
mo conocerá: 

1. De los recursos de casación, revisión 
y otros extraordinarios en materia penal, 
que establezca la ley. 

2. De la instrucción y enjuiciamiento 
de las causas contra el Presidente y miem- 
bros del Gobierno, Diputados y Senadores, 
Presidente y Magistrados del Tribunal 
Constitucional, Presidente, Presidentes de 
Sala y Magistrados del Tribunal Supremo, 
Fiscal General del Estado, Fiscales de Sala 
del Tribunal Supremo, miembros del Con- 
sejo General del Poder Judicial, Presiden- 
te y Magistrados del Tribunal de Cuentas 
y Presidente y Consejeros del Consejo de 
Estado. 
3. De la instrucción y enjuiciamiento 

de las causas contra todos o la mayor par- 
te de los Magistrados de una Audiencia o 
cualquiera de sus Salas por delitos o faltas 
cometidos en el ejercicio de su cargo. 

La Sala de lo Penal del Tribunal Supre- 
mo actuará en pleno para la instrucción y 
enjuiciamiento de las causas que le están 
atribuidas. 

Artículo 57 

Las Salas de lo Contencioso-Administra- 
tivo del Tribunal Supremo conocerán: 
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1. De los recursos de esta naturaleza 
contra disposiciones y actos emanados del 
Consejo de Ministros o de sus Comisiones. 

2. De los recursos contra las disposicio- 
nes y actos emanados del Consejo Gene- 
ral del Poder Judicial. 
3. De los recursos de apelación y revi- 

sión contra las resoluciones de las Salas' 
de lo Contencioso-Administrativo de las 
Audiencias, y de otros extraordinarios en 
los casos establecidos en la ley. 

Artículo 58 

La Sala de lo Social del Tribunal Supre- 
mo conocerá de los recursos de casación, 
revisión y otros extraordinarios en mate- 
ria laboral y de Seguridad Social que es- 
tablezca la ley. 

Artículo 59 

Conocerá además cada una de las Salas 
del Tribunal Supremo de las recusaciones 
que. se interpusieren contra los Magistra- 
dos que las compongan, cuando la compe- 
tencia no corresponda al Pleno, y de las 
cuestiones de competencia entre Jueces o 
Tribunales del propio orden jurisdiccional 
que no tengan otro superior común. 

También conocerán de la queja por inad- 
misión de recursos en los casos estableci- 
dos en las leyes procesales. 

ArtícuIo 60 

Conocerá el Tribunal Supremo en Pleno, 
constituido en Sala de Justicia: 

1. De los incidentes de recusación del 
Presidente del Tribunal Supremo, o de los 
Presidentes de Sala, o de más de dos Ma- 
gistrados de una Sala. 

2. De las demandas de responsabilidad 
civil que se dirijan contra todos o la mayor 
parte de los Magistrados de la Sala de lo 
Civil de dicho Tribunal por hechos realiza- 
dos en el ejercicio de su cargo. 
3. De la instrucción y enjuiciamiento 

de las causas contra los Magistrados de la 
Sala de lo Penal, cuando sean juzgados to- 

dos o la mayor parte de los que constitu- 
yen la Sala. 

Artículo 61 

Una Sala formada por el Presidente del 
Tribunal Supremo, los Presidentes de las 
Salas de lo Contencioso-Administrativo y 
el Magistrado más antiguo y el más mo- 
derno de cada una de ellas conocerá, en los 
casos establecidos por la ley, de los recur- 
sos de revisión contra las sentencias dic- 
tadas en instancia por dichas Salas. 

CAPITULO SEGUNDO 

De la Audiencia Nacional 

Artículo 62 

La Audiencia Nacional, con jurisdicción 
en toda España, tiene su sede en la villa 
de Madrid. 

Artículo 63 

La Audiencia Nacional se compondrá de 
su Presidente, los Presidentes de Sala y el 
número de Magistrados que determine la 
ley para cada una de sus Salas. 

Artículo 64 

La Audiencia Nacional estará integrada 
por las siguientes Salas: 

1. Sala de lo Civil. 
2. Sala de lo Penal. 
3. Sala de lo Contencíoso-Administra- 

4. Sala de lo Social. 
En el caso de que el número de asuntos 

lo aconseje, podrán crearse dos o más Sa- 
las del mismo orden jurisdiccional. 

La Sala de lo Penal podrá estar integra- 
da  por dos o más Secciones en la forma 
establecida por las Audiencias Provin- 
ciales. 

tivo. 
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Artículo 65 

La Sala de lo Civil conccerá: 

1. De los asuntos que le atribuya la ley 
en materia de defensa de la competencia; 
derechos de los consumidores; juicios con- 
cursales; seguros, u otras que la propia 
ley establezca, siempre que el asunto afec- 
te al territorio de más de una provincia. 

2. De los recursos de apelación contra 
las resoluciones de los Jueces Centrales, 
en materia civil, y de la queja por inad- 
misión de aquéllos, en los casos que esta- 
blezca la ley. 

3. De las peticiones de ejecución de sen- 
tencias dictadas por Tribunales extranje- 
ros, a no ser que. con arreglo a lo acor- 
dado en los Tratados, corresponda su co- 
nocimiento a otro Juez o Tribunal. 

Artículo 66 

La Sala de lo Penal conocerá: 

1. En única instancia, del enjuiciamien- 
to de las causas por los delitos que señale 
la ley, siempre que en los mismos con- 
curra alguna de las circunstancias siguien- 
tes: a)  que produzcan efectos en el terri- 
torio de más de una provincia; bl que sean 
cometidos por personas ictegradas en or- 
ganizaciones o grupos cuya finalidad sea 
la de atentar contra la seguridad del Es- 
tado, la integridad de su territorio o el 
orden constitucional, o que tiendan a fa- 
vorecer a dichos grupos o a hacer apolo- 
gía de los mismos; c) que afecten a los 
intereses generales del Estado o de la eco- 
nomía nacional o atenten contra las ins- 
tituciones constitucionales o las autorida- 
des del Estado. 

2. De los recursos de apelación y queja 
contra las resoluciones de los Jueces Cen- 
trales, en materia penal, en los casos que 
establezca la ley. 

3. En única instancia, del enjuiciamien- 
to de las causas por delitos cometidos fue- 
ra del territorio nacional cuyo conocimien- 
to corresponda a los Tribunales españoles. 

4. De los procedimientos judiciales de 
extradición pasiva. 

Artículo 67 

La Sala de lo Contencioso-xdministra- 
ti ,-a conocerá de los recursos contra dispo- 
siciones y actos emanados de los órganos 
de la Administración Pública que extien- 
dan su competencia a todo el territorio na- 
cional, a excepción de los procedentes del 
Consejo de Ministros o de sus Comisiones, 
cuya conocimiento no venga atribuido por 
la ley a las Audiencias Territoriales. 

Artículo 68 

La Sala de lo Social conocer¿: 

1. De los recursos de suplicación en 
materia social. 

2. De los demás recursos en materia 
social que le atribuya la ley. 

3. De las cuestiones de competencia 
que se susciten entre los Juzgados de lo 
Social. 

Artículo 69 

Conocerá además cada una 'de las Salas 
de la Audiencia Nacional de las recusa- 
ciones que se interpusieren contra los Ma- 
gistrados que las compongan cuando la 
competencia no corresponda al Pleno. 

Artículo 70 

La Audiencia Nacional en Pleno, cons- 
tituida en Sala de Justicia, conocerá de 
los incidentes de recusación que versen 
sobre la del Presidente de la kudiencia, de 
los Presidentes de Sala o de m&s ¿le 'dos 
Magistrados de una Sala 

CAPITULO TERCERO 

De los Tribunales Superiores de Justicia 

Artículo 71 

Si los Estatutos de Áutonomía a que se 
refiere el articulo 152 de la Constitución 
dispusieren el funcionamiento de un Tri- 
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bunal Superior de Justicia de la Comuni- 
dad Autónoma, éste culminará la organi- 
zación judicial en el ámbito territorial de 
aquélla, sin perjuicio de la jurisdicción que 
corresponde al Tribunal Supremo. 

'Articulo 72 

El Tribunal Superior de Justicia tomará 
el nombre de la Comunidad Autónoma, ex- 
tenderá su jurisdicción al ámbito territo- 
rial de ésta y en él quedará integrada la 
'Audiencia Territorial radicada en su terri- 
torio. 

Podrán disponer los Estatutos de Auto- 
nomía la integración de las Audiencias Te- 
rritoriales en una sola, cuando existieren 
varias en el territorio de la Comunidad. 

También podrán mantener las existen- 
tes, distribuyendo las competencias entre 
ellas. Esta distribución se hará respetando 
las circunscripciones provinciales, el prin- 
cipio de territorialidad y las normas de 
competencia objetiva y funcional que 
marque la ley. 

'Articulo 73 

El Tribunal Superior de Justicia esta- 
rá compuesto por las Salas de que conste 
la Audiencia Territorial integrada en él 
y, además, por una Sala da Recursos pre- 
sidida por el Presidente del Tribunal y 
compuesta por el número de Magistrados 
que fije la ley de planta. Estos serán nom- 
brados por el Consejo General del Poder 
Judicial por concurso de méritos entre 
Magistrados con especial preparación en 
derechos público y, en su caso, en dere. 
cho foral o especial, propio del territoric 
de la Comunidad Autónoma. 

Articulo 74 

La Sala ¿ie Recursos del Tribunal Supe 
rior de Justicia conocerá: 

1. De los recursos de apelación y dt 
revisión contra las sentencias dictadas poi 
las Salas de lo Contencioso-Administrati 
vo, que resuelvan recursos de esta natu 

-aleza contra dispasiciones o actos de la 
hdministración de la Comunidad Autóno- 
ma ,  siempre que se refieran a materias 
:uya legislación corresponda exclusiva- 
mente a la Comunidad. 

2. De los recursos previstos por la ley 
:ontra las resoluciones dictadas por las 
>alas de lo Civil en materia de derecho 
rivil, foral o especial. 

Articulo 75 

El Tribunal Superior de Justicia, en Ple- 
no o a través de sus Salas, conocerá de las 
cuestiones de competencia que se susciten 
entre Jueces o entre Tribunales del te- 
rritorio autónomo sin otro superior co- 
mún, en la forma prevista en la ley. 

Artículo 76 

Contra las resoluciones de la Sala de 
Recursos del Tribunal Superior de Justi- 
cia no cabrán otros recursos que los si- 
guientes: 

1. El de súplica ante la propia Sala, 
cuando proceda. 

2. El de revisión ante la propia Sala 
en los casos previstos en la ley. 
3. El excepcional ante la Sala del Tri- 

bunal Supremo que corresponda, contra 
las sentencias dictadas en materia propia 
de la competencia de aquélla, en los si- 
guientes casos: a) cuandG se hubiere in- 
currido en exceso de jurisdjcción: b) cuan- 
do se hubiere dictado sentencia contra- 
dictoria con otra u otras del Tribunal Su- 
premo en que, en mérito a hechos, funda- 
mentos y pretensiones sustancialmente 
iguales, se llegase a pronunciamientos dis- 
tintos. Su tramitación se ajustará a la 
del recurso de revisión. 

Artículo 77 

No obstante, lo establecido en los artícu- 
los anteriores, los Estatutos de Autonomía 
a que se refiere el articulo 152 de la Cons- 
titución podrán atribuir el carácter de Tri- 
bunal Superior de Justicia a la Audiencia 
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Territorial radicada en el territorio autó, 
IIOMO que, en este caso, no sufrirá modi. 
ficación alguna en cuanto a su composi. 
ción y competencias. 

Podrán disponer también que la Sala 
de Recursos se integre por el Presidente 
de la Audiencia, que la presidirá, y por 
dos Magistrados de la misma, quienes con- 
tinuarán prestando servicios en la Sala 
de procedencia. 

Artículo 78 

Cuando los Estatutos de Autonomía 
atribuyan a los Organos jurisdiccionales 
radicados en la Comunidad Autónoma el 
conocimiento de los recursos sobre califi- 
cación de títulos referentes al derecho fo- 
ral o especial privativo, sujetos a inscrip- 
ción en el Registro de la Propiedad, la 
competencia corresponderá al Presidente 
del Tribunal Superior de Justicia, quien 
resolverá en vía gubernativa sin ulterior 
recurso, salvo el derecho de los intere- 
sados de acudir a los Tribunales de Jus- 
ticia para ventilar y contender entre sí 
acerca de la validez o nulidad de los tí- 
tulos. 

Artículo 79 

En todo lo no previsto en este Capítu- 
lo se estará, en cuanto fuere aplicable, 
a lo dispuesto en esta ley para las Au- 
diencias Territoriales, su Presidente, Ma- 
gistrados, Secretarios y personal auxiliar. 

CAPITULO CUARTO 

De las Audiencias Territoriales 

Artículo 80 

Las Audiencias Territoriales tomarán el 
nombre de la capital del territorio donde 
tengan su sede y extenderán su jurisdic- 
ción al ámbito de aquél. 

Los Estatutos de Autonomía podrán, sin 
embargo, atribuir a la Audiencia Territo- 

rial radicada en la Comunidad Autónoma 
la denominación de ésta. 

Artículo 81 

La constitución de una Comunidad Au- 
tónoma con un ámbito distinto al de un 
territorio no implicará la modificación de 
éste. Promulgado el Estatuto de Autono- 
mía, el Estado, mediante ley, podrá modi- 
ficar la demarcación judicial para adaptar 
el territorio o territorios al ámbito de la 
Comunidad Autónoma. 

En las Comunidades Autónomas donde 
no exista Audiencia Territorial, el Estado, 
mediante ley, podrá disponer la creación 
de aquélla, estableciendo su sede y com- 
posición. 

Artículo 82 

Las Audiencias Territoriales se compon- 
drán de su Presidente, los Presidentes de 
Sala y el número de Magistrados que de- 
termine la ley para cada una de sus Salas. 

Artículo 83 

Las Audiencias Territoriales estarán in- 
Legradas por las siguientes Salas: 

1. Sala de lo Civil. 
2. Sala de lo Contencioso-Administra- 

;ivo. 
En la Audiencia Territorial quedará, 

ntegrada, como Sala de lo Penal, la Au- 
liencia Provincial con sede en la capital 
iel territorio. 

En el caso de que el número de asuntos 
o aconseje podrán crearse dos o más Sa- 
as del mismo orden jurisdiccional. 

Irtículo 84 

En aquellas Audiencias Territoriales en 
lue el escaso número de asuntos lo jus- 
ifique, podrá reducirse el número de Ma- 
;istrados, quedando compuestas las dis- 
intas Salas por su respectivo Presiden- 
e y los Magistrados de otros órdenes ju- 
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risdiccionales que designe la Sala de Go- 
bierno. 

Artículo 85 

Cuando el número de asuntos proceden- 
tes de determinadas provincias, u otras 
circunstancias, lo requieran; podrán crear- 
se, con carácter excepcional, Salas de lo 
Civil o de lo Contencioso- Administrativo 
de la Audiencia Territorial con jurisdic- 
ción limitada a una o varias provincias, 
que estarán integradas en una Audiencia 
Provincial. 

Dichas Salas estarán formadas, cuando 
menos, por un Magistrado y se completa- 
rán, en su caso, con Magistrados de la 
Audiencia Provincial. 

Artículo 86 

Las Salas de lo Civil do las Audiencias 
Territoriales conocerán: 

1. De los recursos de apelación contra 
resoluciones dictadas en primera instan- 
cia, en materia civil, por los Jueces de 
Partido. 

2. De los recursos de apelación, contra 
resoluciones dictadas en primera instan- 
cia por los Jueces de Distrito, en mate- 
ria civil, en los casos previstos por la 
ley. 
3. De los recursos de queja por inadmi- 

sión de los anteriores, cuando procedan. 
4. De las cuestiones de competencia 

que se susciten en materia civil entre Juz- 
gados del territorio sin otro superior co- 
mún. 
5. De las demandas de responsabilidad 

civil contra Jueces y Magistrados y miem- 
bros del Ministerio Fiscal, por hechos rea- 
lizados en el ejercicio de su cargo, cuando 
la competencia no corresponda al Pleno o 
a la Sala de lo Civil del Tribunal Su- 
premo. 

‘Artículo 87 

Las Salas de lo Contencioso-Administra- 
tivo de las Audiencias Territoriales cono- 

cerán de los recursos de esta naturaleza 
contra disposiciones y actos emanados de 
los órganos de la Administración Pública 
que no extiendan su competencia a todo 
el territorio nacional y de aquellos otros 
que establezca la ley. 

Artículo 88 

Las Salas de las Audiencias Territoria- 
les conocerán de las recusaciones que se 
formularen contra sus Magistrados, cuan- 
do la competencia no corresponda al Pleno. 

Artículo 89 

La Audiencia Territorial en Pleno, cons- 
tituida en Sala de Justicia, conocerá de 
las recusaciones formuladas contra su Pre- 
sidente, los Presidentes dc Sala o de Au- 
diencia Provincial del territorio o más de 
dos Magistrados de una Sala o Audiencia 
Provincial. 

Artículo 90 

Corresponderá también el Pleno el co- 
nocimiento de las cuestiones de competen- 
cia que se susciten entre Audiencias Pro- 
vinciales del territorio o, en materia penal, 
entre Juzgados del territorio, que no ten- 
gan otro superior común. 

CAPITULO QUINTO 

De las Audiencias Provinciales 

Artículo 91 

Las Audiencias Provinciales, que ten- 
drán su sede en la capital de la provincia, 
de la que tomarán su nombre, extende- 
rán su jurisdicción a toda ella. 

Artículo 92 

Las Audiencias Provinciales se compon- 
drán de un *esidente y dos Magistrados. 
También podrán estar integradas por dos 
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o más Secciones de la misma composición, 
en cuyo caso el Presidente de la Audien- 
cia presidirá la Sección primera. 

Cuando el escaso número de causas de 
que conozca una Audiencia Provincial lo 
aconseje, podrá constar su plantilla de uno 
o dos Magistrados, incluido el Presidente. 
En este caso, la Audiencia se completará, 
para el enjuiciamiento y fallo de las cau- 
sas señaladas y cuando la naturaleza de la 
resolución a dictar lo exija, con el núme- 
ro de Magistrados que se precise de la Au- 
diencia Territorial. A estos efectos, la Sala 
de Gobierno establecerá un turno para 
cada año judicial. 

Artículo 93 

En las Audiencias Provinciales que se 
determinen podrán establecerse Secciones 
con competencia exclusiva para el cono- 
cimiento de las causas por delitos de con- 
trabando, que extenderán su jurisdicción 
a una o varias provincias, aunque per- 
tenezcan a distintos territorios. 

Dichas Secciones tendrán su sede en la 
capital de la provincia o en otra probla- 
ción de ésta. 

Artículo 94 

Las ‘Audiencias Provinciales conocerán: 

1. En juicio oral y público y en única 
instancia, de las causas por delito, a ex- 
cepción de las que la ley atribuya al co- 
nocimiento de los Juzgados de Partido o 
de otros Tribunales. 
2. De los recursos de apelación y de 

queja, en materia penal, contra las re- 
soluciones dictadas por los Juzgados de 
Partido, en los casos previstos en la ley. 
3. De las cuestiones de competencia, en 

materia penal, que se susciten entre Juz- 
gados de la Provincia que no tengan otro 
superior común. 

4. De las recusaciones de sus Magis- 
trados cuando la competencia no esté atri- 
buida al Pleno de la Audiencia Territorial 

Articulo 95 

Las Salas de lo Penal de las Audiencias 
Territoriales conocerán, además, de la ins- 
trucción y fallo de las causas seguidas con- 
tra Jueces y Magistrados y miembros del 
Ministerio Fiscal por delitos o faltas co- 
metidos en el ejercicio de su cargo, cuan- 
do la competencia no corresponda al Ple- 
no o a la Sala de lo Penal del Tribunal 
Supremo. 

CAPITULO SEXTO 

De los Juzgados de Partido 

Artículo 96 

En cada partido habrá uno o más Juz- 
gados con sede en la capital de aquél y 
jurisdicción en todo su ámbito. Tomarán 
su denominación del municipio de su sede. 

Artículo 97 

Los Jueces de Partido conocerán, en el 
orden civil: 

1. En primera instancia, de los juicios 
que no vengan atribuidos por esta ley a 
otros Juzgados o Tribunales. 

2. De los recursos de apelación contra 
las resoluciones de los Jueces de Distrito 
o de Paz y del de queja poi inadmisión de 
la apelación, salvo cuando corresponda co- 
nocer de los mismos a la Sala de lo Ci- 
vil de la Audiencia Territorial. 

3. De las cuestiones de competencia en- 
tre Jueces de Distrito y de Paz del partido. 

4. De los actos de jurisdicción volunta- 
ria que les vengan atribuidos por la ley. 

Articulo 98 

Los Jueces de Partido conocerán, en el 
x-den penal: 

1. De la instrucción de las causas cuyo 
mjuiciamiento corresponda a las Audien- 
:ias Provinciales. 
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2. De la instrucción y fallo de las cau- 
sas por delito en que así sc establezca por 
la ley. 

3. De los recursos de apelación inter- 
puestos contra las sentencias dictadas en 
juicio de faltas por los Jueces de Distrito 
y de Paz y de los de queja por inadmisión 
de la apelación. 

4. De las cuestiones de competencia en- 
tre Jueces de Distrito y de Paz del par- 
tido. 

Artículo 99 

En aquellos partidos en que el número 
de asuntos lo justifique, y en que haya 
más de cinco Juzgados, se podrá estable- 
cer, mediante ley, la especialización de los 
mismos por órdenes jurisdiccionales. 

Los del orden civil se denominarán Juz- 
gados de Partido de lo Civil y los del orden 
penal, Juzgados de Partido de lo Penal. 

Artículo 100 

En los partidos judiciales en que se hu- 
biere establecido la especialización por ór- 
denes jurisdiccionales, el Consejo General 
del Poder Judicial podrá acordar, a pro- 
puesta de la Junta de Jueces, o con au- 
diencia de ésta, y previo informe de la 
Sala de Gobierno de la Audiencia Terri- 
torial, que uno o varios Juzgados asuman, 
con carácter exclusivo, competencia para 
el conocimiento de los asuntos en mate- 
ria de Derecho de Familia o en otras, ci- 
viles, penales o mercantiles que se deter- 
minen. 

Esta atribución producirá efectos desde 
el inicio del año siguiente a. aquél en que 
se acuerde, durante un período de tres 
años. 

Artículo 101 

Corresponderá exclusivamente a los 
Jueces de Partido, y en casos de urgencia 
a los de Distrito, autorizar en resolución 
motivada la entrada en los domicilios y 
en los restantes edificios o lugares de ac- 

ceso dependiente del consentimiento de su 
titular, cuando ello proceda para la eje- 
cución forzosa de los actos de la Adminis- 
tración. 

Artículo 102 

En cada provincia, con jurisdicción en 
toda ella y sede en su capital, habrá uno 
o más Juzgados de lo Social. También po- 
drán establecerse en poblaciones distin- 
tas de la capital de provincia, extendien- 
do su jurisdicción a uno o más partidos de 
la misma. Igualmente podrán extender su 
jurisdicción a dos o más provincias. En 
todo caso tomarán la denominación del 
municipio de su sede. 

Artículo 103 

Los Jueces de lo Social, únicos compe- 
tentes en las cuestiones que surjan en el 
orden social, conocerán en única instan- 
cia de los procesos en materia laboral y de 
Seguridad Social que les atribuya la ley. 

Artículo 104 

En las poblaciones que se determine ha- 
brá uno o varios Jueces de Vigilancia Pe- 
nitenciaria que tendrán las funciones ju- 
risdiccionales, y las demás previstas en la 
Ley General Penitenciaria, en materia de 
ejecución de penas privativas de libertad 
y medidas de rehabilitación social; control 
jurisdiccional de la potestad disciplina- 
ria de las autoridades penitenciarias; am- 
paro de los derechos y beceficios de los in- 
ternos en los establecimientos penitencia- 
rios y demás que señale la ley. 

Artículo 105 

El número de Juzgados de Vigilancia 
Penitenciaria, y su sede, se determinará 
en la ley, atendiendo, principalmente, a 
la ubicación de los establecimientos pe- 
nitenciarios, y a la clase de éstos. 

El Consejo General del Poder Judicial, 
oídos los Jueces de Vigilancia Penitencia- 
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ria afectados, y con informe de la Admi- 
nistración Pública competente en materi& 
penitenciaria y de la Sala de Gobierno de 
la Audiencia Territorial que corresponda 
podrá cambiar la sede de estos Juzgados 
distribuir las áreas de competencia entre 
los mismos y modificar dicha distribución 

'Artículo 106 

Las peticiones, reclamaciones, quejas y 
recursos que los internos formulen no es- 
tarán sujetos a requisitos de forma y po- 
drán hacerse por escrito u oralmente, en 
cuyo caso se documentarán en lo necesa- 
rio por medio de acta. 

Cuando la ley no disponga otra cosa, 
el procedimiento se limitará a la audien- 
cia del interno, informe de la autoridad 
penitenciaria, aportación de pruebas, si 
fueren necesarias, y resolución del Juez. 

Artículo 107 

Las decisiones del Juez de Vigilancia 
Penitenciaria, en materia de ejecución de 
penas, serán recurribles en los casos y en 
la forma que establezca la ley ante el 
Tribunal sentenciador. 

Artículo 108 

En cada provincia, con jurisdicción en 
toda ella y sede en su capital, habrá uno 
o más Juzgados de Menores. También po- 
drán establecerse Juzgados de Menores 
cuya jurisdicción se extienda a dos o más 
provincias. Tomarán su nombre del mu- 
nicipio de su sede. 

Artículo 109 

Corresponde a los Jueces de Menores ei 
ejercicio de las potestales reformadoras y 
de protcción de los menores que defina la 
ley. 

Artículo 110 

Los recursos contra las resoluciones dic- 
tadas por los Jueces de Menores, en los 

casos establecidos por la ley, serán resuel- 
tos por una Sala de la Audiencia Territo- 
rial compuesta por el Presidente y dos Ma- 
gistrados designados por el Consejo Ge- 
neral del Poder Judicial a propuesta de 
la Sala de Gobierno, quienes simultanea- 
rán estas funciones con las propias de la 
Sala a que pertenezcan. 

Artículo 111 

Los Juzgados Centrales, con jurisdicción 
en toda España y sede en la villa de Ma- 
drid, conocerán: 

1. En el orden penal, de la instrucción 
de las causas cuyo conocimiento corres- 
ponda a la Audiencia Na.ciona1 y de la 
instrucción y fallo de las causas que la 
ley establezca. 

2. En el orden civil, de los asuntos que 
la ley les atribuya en materia de defensa 
de la competencia derechos de los consu- 
midores; juicios concursales; seguros, u 
otras que la propia ley establezca, siempre 
que afecten al territorio de más de una 
provincia. 

Podrá establecerse su especialización 
por órdenes jurisdiccionales, en cuyo caso, 
ce denominarán, respectivamente, Juzga- 
dos Centrales de lo Civil y de lo Penal. Les 
será de aplicación, en lo que proceda, lo 
5ispuesto en el artículo 100. 

Artículo 112 

Lo dispuesto en este Capítulo se en- 
;enderá sin perjuicio de las funciones de 
nvestigación correspondientes al Ministe- 
-io Fiscal en el proceso penal. 

CAPITULO SEPTIMO 

De los Juzgados de Distrito y de Paz 

Irtículo 113 

En cada distrito habrá. uno o más Juz- 
Fados, con sede en la capitai de aquél y 
urisdicción en todo su ámbito. Tomarán 
u denominación del municipio de su sede. 
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Artículo 114 

Los Jueces de Distrito conocerán, en el 
orden civil: 

En primera instancia, de los juicios 
ordinarios hasta la cuantía que señale la 
ley y de los especiales cuyo conocimiento 
les atribuya ésta. 

De los actos de jurisdicción volun- 
taria cuyo conocimiento no corresponda a 
los Juzgados de Partido. 

3. De los actos de conciliación, que, en 
todo caso, tendrán carácter facultativo. 

1. 

2. 

Artículo 115 

Los Jueces de Distrito conocerán, en el 
orden penal: 

1. De los juicios de faltas. 
2. De las actuaciones a prevención, por 

delegación, conciliatorias, voluntarias o 
cualesquiera otras que les atribuya la ley. 

Artículo 116 

El Registro del estado civil estará a car- 
go de los Jueces de Distrito y de Paz, de 
conformidad con lo que establezca la Ley 
de Registro Civil, y sin perjuicio de lo que 
se disponga en ella para los Registros Con- 
sulares. 

Artículo 117 

En las poblaciones donde el Registro 
Civil se atribuya en exclusiva a uno o más 
Jueces, competerán a los mismos las ac- 
tuaciones judiciales de carácter no con- 
tencioso que afecten al estado civil de las 
personas. 

Artículo 118 

En los municipios o agrupaciones de mu- 
nicipos donde no se establezca Juzgado de 
Distrito, actuará un Juez de Paz. 

Los Jueces de Paz conocerán de los jui- 
cios de faltas, y de los asuntos civiles que 
les atribuya la ley. 

También ejercerán funciones conciliado- 

ras de carácter voluntario y auxilio ju- 
dicial. 

Artículo 119 

Los Jueces de Paz se designarán para 
un período de cinco años por la Sala de 
Gobierno de la Audiencia Territorial, a 
propuesta en terna del Juez del partido. 
Prestarán juramento ante éste y tomarán 
posesión ante quien se hallare ejerciendo 
la jurisdicción. 

El cargo de Juez de Paz tiene carácter 
obligatorio. Sólo ca.brá la excusa del mis- 
mo cuando concurra justa causa. 

Artículo 120 

Podrán ser nombrados Jueces de Paz, 
quienes reúnan los requisitos establecidos 
en esta ley para el ingreso en la Carrera 
Judicial, salvo la licenciatura en Derecho, 
y no estén incursos en ninguna de las cau- 
sas de incapacidad o de incapacidad ab- 
soluta previstas para el ejercicio de fun- 
ciones judiciales, excepto el ejercicio de 
actividades profesionales o mercantiles. 

Los Jueces de Paz cesarán por las mis- 
mas causas previstas para los Jueces de 
provisión temporal en cuanto les fueren 
aplicables. 

Artículo 121 

Lo dispuesto en los dos artículos ante- 
riores será de aplicación a los sustitutos 
de los Jueces de Paz y a los Jueces de Dis- 
trito sustitutos. 

TITULO TERCERO 

Del Gobierno interno de los Juzgados 
y Tribunales 

CAPITULO PRIMERO 

Del Presidente del Tribunal Supremo 

Artículo 122 

El Presidente del Tribunal Supremo es 
la primera autoridad del poder judicial y 
ostenta su representación. 
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Articulo 123 

El Presidente del Tribunal Supremo ejer 
cerá con relación a todos los Juzgados J 
Tribunales de la nación, en cuanto le sear 
aplicables, y plenamente respecto al "ri 
bunal Supremo, las facultades de gobiernc 
establecidas para los Presidentes de Au. 
diencia Territorial 

Artículo 124 

El Presidente del Tribunal Supremo pre- 
side el Pleno y cuando lo estime proce- 
dente, l a s  Salas. También presidirá la Sala 
de Revisión y el Tribunal de Conflictos. 

CAPITULO SEGUNDO 

De los Presidentes de las Audiencias 
y Tribunales 

Artículo 125 

Los Presidentes de las Audiencias Te- 
rritoriales convocan y presiden el Pleno 
y las Salas, éstas cuando vacare su pre- 
sidencia y lo estimaren procedente o hu- 
biere disidencia dentro de ellas y en los 
restantes casos que establezca la ley. Tam- 
bién presidirán las Salas Reunidas. 

Artículo 126 

Los Presidentes de las Audiencias Terri- 
toriales y el de la Audiencia Nacional os- 
tentan la representación de las mismas; 
convocan y presiden el Pleno y la Sala de 
Gobierno; preparan el orden del día y 
dirigen las deliberaciones de estos órga- 
nos colegiados; presiden diariamente la 
reunión de los Presidentes de Sala y Ma- 
gistrados y cuidan de la composición de 
las Salas y Secciones; adoptan las medidas 
necesarias cuando surjan situaciones que 
no puedan ser atendidas aplicando los 
turnos, dando cuenta en la primera re- 
unión a la Sala de Gobierno; ejercen todos 
los poderes dirigidos al buen orden de la 

beres por todo el personal judicial, advir- 
tiendo privadamente, sin carácter discipli- 
nario, a los que se muestren poco diligen- 
tes en el cumplimiento de los mismos; 
informan las solicitudes, peticiones o que- 
j a s  que los Jueces o Tribunales, o los 
miembros de éstos, dirijan al Consejo Ge- 
neral o a su Presidente; despachan los in- 
formes que les pidan éstos; instan la con- 
vocatoria de oposiciones o concursos para 
cubrir las plazas de personal auxiliar del 
territorio; piden al Ministerio Fiscd los 
informes que procedan y llaman al Fiscal 
para hacerle, en el ámbito propio de su 
función, las indicaciones que estimen opor- 
tunas para la mejor administración de 
justicia; comunican al Consejo General 
las vacantes judiciales; ejercen la inspec- 
ción de los Juzgados y Tribunales del te- 
rritorio y los poderes disciplinarios que les 
atribuye la ley; proponen a la Sala de Go- 
bierno, al Presidente del Tribunal Supre- 
mo y al Consejo General, las medidas con- 
venientes para la buena administración de 
ksticia; oyen las quejas que les hagan los 
nteresados en causas o pleitos; adoptando 
as prevenciones necesarias, y ejercen to- 
ias las demás funciones de gobierno que 
es atribuya la ley. 

Irtículo 127 

Las exposiciones y peticiones que dirijan 
DS Jueces y Tribunales al Consejo Gene- 
'al del Poder Judicial, se enviarán por 
:onducto del Presidente de la Audiencia 
Jacional, o de la Audiencia Territorial, en 
u caso, que las remitirán con su informe 
I con la Sala de Gobierno. 

Lrtículo 128 

Los Presidentes de las Audiencias Terri- 
Driales y el de la Audiencia Nacional, ele- 
arán, dentro de los primeros cuatro me- 
es de cada año, al Consejo General del 
'oder Judicial una memoria expositiva de 
L situación de la administración de Jus- 
cia en su territorio, con expresión de- 
dlada del número y clase de asuntos 

Audiencia y al cumplimiento de sus de- 1 iniciados y terminados por cada Órgano ju- 
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risdiccional, así como de los que se ha- 
llaren pendientes, precisando el año de su 
iniciación, todo ello referido al 31 de di- 
ciembre. Asimismo remitirán un informe 
sobre la conducta y competencia de los 
Jueces y Magistrados y del personal al 
servicio de la Administración de Justicia. 

Podrán optar por sí, o proponer su adop- 
ción por las Salas de Gobierno, las medi- 
das necesarias para corregir los defectos 
que resultaren, si estuvieren dentro de sus 
atribuciones, proponiendo en otro caso al 
Consejo General lo que consideren conve- 
niente. 

Artículo 129 

Los Presidentes de las Audiencias Pro- 
vinciales presiden las mismas; adoptan las 
medidas precisas para su funcionamiento, 
y ejercen los poderes de gobierno sobre 
el personal y demás que les atribuye la 
ley sin perjuicio, en nigún caso, de las 
facultades de los órganos de gobierno de 
la Audiencia Territorial. 

CAPITULO TECERO 

De la inspección de los Juzgados 
y Tribunales 

Artículo 130 

El Presidente del Tribunal Supremo ejer- 
ce la inspección y vigilancia sobre todos 
los Juzgados y Tribunales. Podrá ence  
mendar la realización de visitas de ins- 
pección o de información al Presidente de 
la Audiencia Nacional, a los Presidentes 
de las Audiencias Territoriales o a Jue- 
ces y Magistrados de cualquier Juzgado o 
Tribunal. 

Artículo 131 

Los Presidentes de las Audiencias Terri- 
toriales ejercen la inspección y vigilancia 
sobre los Juzgados y Tribunales de su te- 
rritorio. Podrán ordenar que uno o más 
Jueces o Magistrados realicen actos de 

inspección o recaben información acerca 
del funcionamiento de los Juzgados y Tri- 
bunales y sobre el cumplimiento de los 
deberes del personal judicial. 

El Presidente de la Audiencia Nacional 
tiene las facultades del párrafo anterior, 
respecto a las Salas de la misma y los 
Juzgados Centrales. 

Artículo 132 

La inspección de Salas del Tribunal Su- 
premo, o las informaciones referidas a 
Magistrados de este Tribunal, sólo podrán 
realizarse por el Presidente o un Presi- 
dente de Sala del Tribunal Supremo. 

La inspección de las Salas de la Au- 
diencia Nacional se realizará por su Pre- 
sidente o por Magistrados con categoría 
de Magistrado del Tribunal Supremo. 

Artículo 133 

Encomendarán los Presidentes la inspec- 
ción de los Juzgados de Distrito a un Juez 
de Partido; la de los Juzgados de Partido, 
~t un Magistrado de Audiencia; la de las 
Salas y Audiencias Provinciales, a un Ma- 
gistrado del Tribunal Supremo, o un Pre- 
sidente de Sala de Audiencia Territorial. 

Articulo 134 

El Consejo General del Poder Judicial, o 
;u Presidente cuando lo considere nece- 
;ario, podrán ordenar que el Servicio de 
nspección dependiente de aquél realice vi- 
jitas a Juzgados o Tribunales, o recabe in- 
'ormación sobre su funcionamiento y el 
xmplimento de los deberes del personal 
udicial. 

lrtícuio 135 

Los  Jueces y las Salas ejercerán su ins- 
lección en los negocios de que conozcan. 

Cuando a su juicio conviniere, para evi- 
ar abusos, adoptar alguna medida que no 
'ea de su competencia o despachar visitas 
t algún Juzgado o Tribunal, lo manifes- 
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tarán a.1 Presidente de la Audiencia Terri- 
torial o Nacional para que éste proceda 
a lo que corresponda. 

Artículo 136 

En los actos de inspección, el que los 
realice ostenta funciones gubernativas de- 
legadas de la Autoridad que lo haya desig- 
nado, y, en este ámbito, los Jueces y Ma- 
gistrados deben prestarle la colaboración 
necesaria. 

Las facultades del que inspeccione se 
ejercerán sin merma de la autoridad del 
Juez, Magistrado y Presidente. 

Artículo 137 

La inspección comprenderá el examen 
de cuanto resulte necesario para conocer 
el funcionamiento del Juzgado o Tribunal 
y el cumplimiento de los deberes del per- 
sonal judicial, atendiendo especialmente 
a las exigencias de la pronta administra- 
ción de Justicia. 

La interpretación y aplicación de las le- 
yes hechas por los Jueces y Tribunales, 
cuando administran justicia, no podrá ser 
objeto de aprobación, censura o correc- 
ción, con ocasión, o a consecuencia, de ac- 
tos de inspección. 

Articulo 138 

El Juez o Magistrado que realice la ins- 
pección redactará un informe que pasará 
a quien hubiere decretado la visita. 

El Presidente a la Sala de Gobierno, a 
la que, en su caso, se dará cuenta, adop- 
tará, a la vista del informe, y previo dic- 
tamen del Ministerio Fiscal, cuando pro- 
ceda, las medidas que quepan dentro de 
sus atribuciones, y, cuando no alcanzaren, 
propondrán al Consejo General del Poder 
Judicial lo que estimen conveniente. La 
comunicación al Consejo General será por 
conducto de su Presidente. El Consejo Ge- 
neral adoptará por sí mismo las medidas 
que procedan, cuando hubiere ordenado 
la inspección. 

De las visitas de inspección se levantará 
acta, en que se detallará el resultado de 
aquélla, y de la que se entregará copia al 
Juez o Presidente del órgano jurisdiccional 
inspeccionado. 

CAPITULO CUARTO 

De las Salas de Gobierno y de los Plenos 
de los Tribunales 

Artículo 139 

En el Tribunal Supremo, en la Audiencia 
Nacional y en las Audiencias Territoria- 
les habrá una Sala de Gobierno compuesta 
por el Presidente y por los Presidentes de 
Sala. 

A sus reuniones podrá asistir, con voz y 
sin voto, el Fiscal. 

Artículo 140 

Las Salas de Gobierno se reunirán, al 
menos, dos veces por mes, convocadas por 
su Presidente, a no ser que no hubiere 
asuntos pendientes, y requerirán para su 
válida constitución la presencia de todos 
sus miembros o de quienes deban susti- 
tuirlos. 

Artículo 141 

Las Salas de Gobierno desempeñan todas 
las funciones de gobierno de los Juzgados 
y Tribunales no atribuidas a otros órga- 
nos; aprueban las normas de reparto de 
asuntos entre las distintas Salas o Sec- 
ciones; establecen anualmente los turnos 
precisos para el funcionamiento de las Sa- 
las y de las Audiencias Provinciales; adop- 
tan las medidas necesarias en los casos 
de disidencia entre Magistrados que pue- 
dan influir en el buen orden de los Tri- 
bunales o en la Administración de Jus- 
ticia; modifican la composición de las Sa- 
les o alteran los turnos en los casos en que 
por circunstancias sobrevenidas fuere ne- 
cesario; proponen los Magistrados suplen- 
tes, nombran los Jueces de Paz y los Jueces 
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de Distrito sustitutos; confieren las pró- 
rrogas de jurisdicción, promueven los ex- 
pedientes de jubilación por causa de inca- 
pacidad o informan los mismos; proponen 
los traslados forzosos de los Jueces y Ma- 
gistrados en los casos establecidos en esta 
ley; ejercen la potestad disciplinda sobre 
el personal judicial del territorio; elaboran 
los informes que solicite el Consejo Ge- 
neral del Poder Judicial o su Presidente, 
y ejercen las demás funciones de gobierno 
que les atribuye la ley. 

Artículo 142 

Los Plenos de las Audiencias Territoria- 
les y de la Nación y el del Tribunal Su- 
premo se reunirán, a convocatoria del 
Presidente, en los casos en que deban 
tratar asuntos de interés para la Justicia 
que les someta el Consejo General del 
Poder Judicial y cuando deban dar pose- 
sión o recibir juramento a algún Magis- 
trado. 

Artículo 143 

Para la válida constitución del Pleno, 
bastará la asistencia de las dos terceras 
partes de sus miembros. 

Esta regla será aplicable también cuan- 
do actúe como Sala de Justicia. 

CAPITULO QUINTO 

De las reuniones del Tribunal Pleno y de 
las Salas de Gobierno 

Artículo 144 

Para las reuniones de los Tribunales en 
Pleno serán convocados, por orden del Pre- 
sidente, todos los Magistrados, con antela- 
ción bastante para que puedan concurrir 
y expresión de los asuntos a tratar, salvo 
que por la índole de los mismos no resulte 
aconsejable. 

La categoría y antigüedad de cada Ma- 
gistrado señalarán su preferencia en el 
asiento. 

Artículo 145 

No podrán estar presentes en las dis- 
cusiones y votaciones los que tuvieren in- 
terés directo o indirecto en el negocio de 
que se trate. 

Cuando el Pleno actúe en funciones ju- 
risdiccionales será de aplicación lo dis- 
puesto en esta ley para la abstención y 
recusación. 

Articulo 146 

Previamente a la celebración del Pleno, 
el Presidente designará un Ponente por 
cada asunto a tratar, que informará al 
Pleno y presentará, en su caso, la pro- 
puesta de acuerdo o resolución. 

Exceptúanse los negocios que por su 
urgencia no lo permitan o por su facilidad 
o sencillez no lo requieran, a juicio del 
Presiden te. 

Artículo 147 

El Presidente pasará a dictamen del Mi- 
nisterio Fiscal aquellos asuntos en los que 
deba intervenir o en que la índole de los 
mismos lo haga conveniente. El Ponente, 
a la vista del dictamen Fiscal, del que se 
dará cuenta al Pleno, formulará la corres- 
pondiente propuesta. 

Artículo 148 

Sobre cada uno de los asuntus que se 
presenten al Tribunal en Pleno se abrirá 
discusión, en la que podrán intervenir to- 
dos los miembros del Tribunal, y se cerrará 
cuando no haya quien use de la palabra o 
cuando el Presidente dé el punto por su- 
ficientemente debatido. 

Artículo 149 

La discusión versará sobre el informe o 
propuesta del Ponente, cuando la hubiere. 

Se turnará en el uso de la palabra por 
el orden que se hubiere pedido, alternando 
los que hablen contra la propuesta puesta 
a discusión con sus sostenedores. 

El Ponente no estará sujeto a turno. 
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Artículo 150 

Cuando algún Magistrado pidiere que se 
suspenda la discusión para mayor estudio 
de la cusetión que se ventile, y el Presi- 
dente o un tercio al menos de los presen- 
tes lo entiendan justificado, se aplazará 
para otra sesión, siempre que la urgencia 
del negocio lo permitiere. 

Artículo 151 

Concluida la discusión de cada asunto, 
se procederá a la  votación, que comenzará 
por el Magistrado más moderno y seguirá 
por orden de menor antigüedad hasta el 
que presidiere. 

El Ma.gistrado que disintiere de la ma- 
yoría podrá pedir que conste su voto en el 
acta. Si lo desea podrá formular voto par- 
ticular, escrito y fundado, que se insertará 
en el acta, siempre que lo presente dentro 
del día siguiente a aquél en que se tomó 
el acuerdo. 

El Presidente tendrá voto de calidad, sal- 
vo que el Pleno actúe constituido en Sala 
de Justicia. 

Artículo 152 

Cuando el asunto lo requiera, el Presi- 
dente podrá encomendar al Ponente o a 
otro Magistrado, o a una comisión com- 
puesta de dos o tres Magistrados, que for- 
mulen un proyecto de acuerdo conforme 
con el sentido de la votación, del que se 
dará cuenta en otra sesión para su apro- 
bación. 

h%Culo 153 

Cuando e1 Triburlal Pleno actúe en fun- 
ciones jurisdiccionales, el Secretario de go- 
bierno ejercerá las funciones de Secretario 
de Sala de Justicia. 

Articulo 154 

El Secretario de gobierno dará cuenta 
de los negocios que se lleven al Tribunal 
en pleno; estará presente en su discusión 
y votación; redactará las actas en que se 
hará mención de todos los acuerdos, refi- 
riéndose a los expedientes en que se in- 

sertaren; anotará al margen los apellidos 
de los que estén presentes en la sesión; 
custodiará el libro de actas, y dará en su 
caso las certificaciones correspondientes. 

Cuando lo exija la índole del asunto, el 
Presidente podrá disponer que el Secreta- 
rio se retire. En este caso, el Magistrado 
más moderno desempeñará las funciones 
de Secretario y extenderá y autorizará las 
actas. 

Artículo 155 

Habrá dos libros de actas. Uno, que se 
denominará libro general de actas, y que 
estará a cargo del Secretario de gobierno, 
en el cual se inscribirán los acuerdos que 
no tengan el carácter de reservados; y 
otro, que se denominará libro reservado 
de actas, en que se inscribirán los que 
tengan este carácter, el cual estará bajo 
la custodia del Presidente. 

Cuando en una misma sesión se tratare 
de asuntos de ambas clases, cada acuerdo 
se pondrá en su libro. 

Los votos patriculares de los Magistra- 
dos se inscribirán en el libro en que esté el 
acuerdo a que se refieran. 

Artículo 156 

Las reuniones de las Salas de gobierno 
se celebrarán con arreglo a las normas 
establecidas para los Plenos, en cuanto 
sean de aplicación. 

CAPITULO SEXTO 

De los Jueces Decanos y de las Juntas 
de Jueces 

Artículo 157 

En las poblaciones donde haya cinco o 
más Juzgados de Partido sus titulares ele- 
girán por mayoría de dos tercios a uno 
de ellos como Decano. La elección deberá 
renovarse cada cuatro años o cuando el 
elegido cesare por cualquier causa. De no 
alcanzarse la referida mayoría será de- 
signado por el Consejo General. 
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Lo mismo se hará con respecto a los 
Juzgados de Distrito. 

Donde haya menos de cinco ejercerá las 
funciones de Decano el titular del Juzgado 
de Partido y del de Distrito, número uno. 

Artículo 158 

Donde hubiere dos o más Juzgados del 
mismo grado y orden jurisdiccional, los 
asuntos se ditsribuirán entre ellos confor- 
me a normas de reparto prefijadas. Las 
normas de reparto se aprobarán por la 
Sala de gobierno de la Audiencia Terri- 
torial, a propuesta de la Junta de Jueces. 
La misma podrá liberar, en todo o en 
parte, a un Juez de reparto de asuntos o de 
los asuntos de una determinada clase, por 
tiempo limitado, cuando la buena adminis- 
tración de justicia lo haga necesario. El 
acuerdo se comunicará a la Sala de gobier- 
no, para su aprobación. 

El reparto se realizará, personalmente, 
por un Secretario, bajo la dirección y res- 
ponsabilidad del Decano, al que corres- 
ponderá resolver, con carácter gubernativo 
interno, las cuestiones que se planteen y 
corregir las irregularidades que puedan 
producirse, adoptando las medidas nece- 
sarias y promoviendo, en su caso, la exi- 
gencia de las responsabilidades que pro- 
cedan. 

Artículo 159 

Los Decanos fijarán los puestos de tra- 
bajo del personal auxiliar, y ejercerán res- 
pecto del mismo las demás facultades que 
establezca la ley; velarán por la buena 
utilización de los locales judiciales y de los 
medios materiales comunes; tendrán a su 
cargo la gestión de los servicios comunes; 
cuidarán de que el servicio de guardia se 
preste continuamente; adoptarán las me- 
didas urgentes en los asuntos no reparti- 
dos, cuando de no hacerlo pudiera que- 
brantarse algún derecho o producirse un 
perjuicio grave o irreparable, y ejercerán 
las restantes funciones que les atribuya la 
ley. 

Artículo 160 

Donde hubiere uno o más Juzgados de 
lo Social se nombrará, en la misma forma 
que al Decano, un Vicedecano para los 
Juzgados de lo Social, que ejercerá res- 
pecto a dicho orden, las funciones atri- 
buidas a aquél. 

Artículo 161 

Los Jueces de Partido, o los de un mismo 
orden jurisdiccional, o los de Distrito, po- 
drán reunirse en Junta, bajo la presiden- 
cia del Decano o Vicedecano, para fijar 
las normas de reparto entre los mismos, 
unificar criterios y prácticas, y para tratar 
de asuntos comunes que les sometieren 
aquéllos o sobre los que solicitare informe 
el Consejo General del Poder Judicial. 

CAPITULO SEPTIMO 

De las Secretarías de gobierno 

Artículo 162 

En el Tribunal Supremo y en las Au- 
diencias Territoriales y en la Nacional 
existirá una Secretaría de gobierno, com- 
puesta por un Secretario y por los Oificia- 
les, Auxiliares y Agentes que fije la plan- 
tilla. En el Tribunal Supremo habrá, ade- 
más, un Vicesecretario de gobierno. 

LIBRO SEGUNDO 

Del régimen de los .Juzgados y Tribunales 

TITULO PRIMERO 

Del tiempo de las actuaciones judiciales 

CAPITULO PRIMERO 

Del período ordinario de sesiones 
de los Tribunales 

Artículo 163 

El período ordinario de sesiones de los 
Tribunales se iniciará el día primero de 
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septiembre o, si éste fuera inhábil, el si- 
guiente y finalizará el 31. de julio hasta 
cuya fecha se mantendrán los señalamien- 
tos y la actividad normal de aquéllos. 

Artículo 164 

Durante el período en que los Tribuna- 
les interrumpen sus sesiones ordinarias, 
se formará, en el Tribunal Supremo, en 
las Audiencias Territoriales y en la Nacio- 
nal, una Sala compuesta por un Presiden- 
te de Sala y el número de Magistrados 
que, para cada Tribunal, determine el Con- 
sejo General del Poder Judicial, que asu- 
mirá las atribuciones del Tribunal Pleno, 
de la Sala de gobierno y de las de Justicia. 
Para su composición se fijará un turno por 
la Sala de gobierno, procurando que haya 
Magistrados de las diversas Salas. 

Los Magistrados que no formen parte de 
esta Sala podrán ausentarse a partir del 
fin del período ordinario de sesiones, una 
vez ultimados los asuntos señalados. 

Artículo 167 

El día del inicio del periodo ordinario de 
sesiones se verificará un acto solemne en 
el Tribunal Supremo, al que concurrirán 
los que en él desempeñen cargos judicia- 
les, las Salas de gobierno de la Audiencia 
Nacional y Territorial de Madrid, los De 
canos de los Jueces de esta capital, el Se- 
cretario y Vicesecretario de gobierno y Se- 
cretarios de Sala del Tribunal Supremo y 
la Junta de gobierno de los Colegios de 
Abogados y Procuradores de los Tribuna- 
les, también de Madrid. 

Artículo 166 

Presidirá el acto el Presidente del Con- 
sejo General del Poder Judicial, si no asis- 
tiere el Rey, y asistirán también los miem- 
bros de dicho Consejo. 

Artículo 167 

Asistirán al acto el Fiscal General del 
Estado y los miembros de la Fiscalía del 
Tribunal Supremo. 

Artículo 168 

El Ministro de Justicia ocupará lugar 
des tacado. 

Artículo 169 

El Presidente del Consejo General pre- 
sentará la Memoria Anual sobre el Estado 
de la Administración de Justicia. La  Me- 
moria expondrá el número y clase de los 
asuntos empezados y terminados por los 
diversos Juzgados y Tribunales y conten- 
drá los estudios y consideraciones nece- 
sarios para la subsanación de los posibles 
defectos apreciados y la mejora, en gene- 
ral, de la Administración de Justicia. Será 
remitida al Gobierno y a las Cortes Gene- 
rales. 

Acto seguido leerá el discurso inaugural 
y declarará abierto el período ordinario 
de sesiones do los Tribunales. 

Artículo 170 

En el día siguiente reanudarán su ac- 
tividad ordinaria los Tribunales. 

CAPITULO SEGUNDO 

Del tiempo hábil para las actuaciones 
judiciales 

Artículo 171 

Son inhábiles los domingos, el día del 
Rey, los días de fiesta nacional y aquellos 
otros que se declaren fiestas enteras a 
todos los efectos. 

Son horas hábiles desde las ocho de la 
mañana a las ocho de la tarde. 

Artículo 172 

Sin perjuicio de lo dispuesto en el articu- 
lo anterior, los días en él señalados y todas 
las horas serán hábiles para la instrucción 
de las causas criminales, sin necesidad de 
habilitación especial. 
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Los días y horas inhábiles podrán habi- 
litarse por el Juez o Tribunal para cuales- 
quiera otra actuaciones urgentes en toda 
clase de procedimientos y órdenes juris- 
diccionales. 

Artículo 173 

También serán inhábiles los días del 
mes de agosto. 

No obstante, estos días serán hábiles, sin 
necesidad de habilitación especial, para las 
diligencias penales anteriores al juicio 
oral, las medidas cautelares en toda clase 
de procesos y los juicios cobre despido de 
trabajadores y reclamación de salarios. 

Artículo 174 

Los Jueces y Tribunales podrán, a ins- 
tancia de parte o del Ministerio Fiscal, 
habilitar, dentro del mes de agosto, los 
días que fueren necesarios para las actua- 
ciones judiciales cuya dilación pueda cau- 
sar perjuicio a las partes o a la buena 
administración de justicia, al prudente 
arbitrio del Juez o Tribunal. 

Contra la resolución de habilitación de 
días y horas no cabrá recurso alguno. 

Artículo 175 

Durante el mes de agosto quedarán sus- 
pendidos los plazos para la interposición 
de toda clase de recursos. 

Sin embargo, correrán los plazos para 
interponer el extraordinario de revisión en 
toda clase de procesos y se admitirán los 
escritos, cuando de no recibirse pudiera 
resultar perjudicado algún derecho o ac- 
ción. 

También correrá el plazo para interno- 
ner el recurso contencioso-administrativo. 

CAPITULO TERCERO 

De los términos y plazos judiciales 

Artículo 178 

Las actuaciones judiciales se verificarán 
en el término o dentro del plazo señalado. 

Cuando éste no se determine, se entenderá 
que han de redizarse sin dilación. 

Artículo 177 

El cómputo de los plazos se ajustará a lo 
dispuesto en el Código Civil. 

En el cómputo de los plazos señalados 
por días quedan excluidos los inhábiles. 

Cuando el plazo venciere en inhábil, se 
entenderá prorrogado al primer día hábil 
siguiente. 

TITULO SEGUNDO 

Del modo de constituirse los Juzgados 
y Tribunales 

CAPITULO PRIMERO 

De la audiencia pública 

Artículo 178 

Tendrán los Juzgados y Tribunales todos 
los días hábiles audiencia pública en el 
edificio destinado al efecto por el tiempo 
que se estime necesario para la práctica 
de pruebas las vistas de los pleitos y cau- 
sas, la publicación de las sentencias dic- 
tadas y demás actos que señale la ley. 

Artículo 179 

En la audiencia pública, reuniones del 
Tribunal y actos solemnes judiciales, los 
Jueces y Magistrados de Carrera usarán 
toga, placa y medalla, de acuerdo con su 
rango. 

Artículo 180 

Los Jueces y los Presidentes de las Au- 
diencias y del Tribunal Supremo, seña- 
larán las horas de audiencia pública que 
nunca serán inferiores a tres diarias y que 
se darán a conocer a través de un edicto 
fijado en la parte exterior de laa Salas de 
los Juzgados y Tribunales. 
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Sin justa causa no podrá ningún Juez 
ni Magistrado dejar de- asistir a la au- 
diencia. 

Artículo 181 

El horario en las Secretarías de los Tri- 
bunales y Juzgados será fijado por el Con- 
sejo General del Poder Judicial, sin que 
pueda ser inferior al establecido para la 
Administración Pública. 

Por excepción, cuando las necesidades 
del servicio o las peculiaridades de deter- 
minada región o localidad así lo aconse- 
jen, los Presidentes de los Tribundes o 
Jueces respectivos podrán modificar dicho 
horario que, en todo caso, quedará ex- 
puesto al público y no será inferior al 
señalado para la Administración Pública. 

Artículo 182 

Los concurrentes a los estrados de los 
Juzgados y Tribunales estarán descubier- 
tos, guardarán silencio y compostura y 
observarán las disposiciones que para 
mantener el orden dictare el que presida. 

Con igual respeto serán acatados los 
Jueces y Magistrados en cualquier acto o 
lugar en que ejerzan sus funciones. 

Artículo 183 

Los que interrumpieren la vista de algún 
proceso, causa u otro acto solemne judi- 
cial, dando señales ostensibles de aproba- 
ción o desaprobación( faltando al respecto 
y consideraciones debidas a los Jueces y 
Tribunales o perturbando de cualquier mo- 
do el orden, pero sin que el hecho llegue 
a constituir delito, serán amonestados en 
el acto por el Juez o Presidente y expul- 
sados del Tribunal. si no obedecieren a la 
primera intimación. 

Artículo 184 

Los que se resistieran a cumplir la or- 
den de expulsión serhn sancionados, sin 

ulterior recurso, con una multa de hasta 
50.000 pesetas. 

Artículo 185 

Con multa de hasta 50.000 pesetas serán 
corregidos los testigos, peritos o cuales- 
quiera otros que, como partes, dirigiéndo- 
las o representándolas, faltaren en las vis- 
tas y actos solemnes judiciales de palabra, 
obra o por escrito a la consideración, res- 
peto y obediencia debidos a los Tribu- 
nales, cuando sus actos no constituyan 
delito. 

Artículo 186 

En el acta del juicio o vista se hará 
constar sucintamente el hecho que motiva 
la sanción, la explicación que dé el sancio- 
nado y el acuerdo que se adopte por el Juez 
o Residente. 

Contra el acuerdo de imposición de san- 
ción podrá interponerse en el plazo de tres 
días recurso de audiencia en justicia ante 
el propio Juez o Presidente, que lo resol- 
verá en el siguiente día. 

Cuando la sanción impuesta sea supe- 
rior a 5.000 pesetas, cabrá recurso de al- 
zada, en el plazo de cinco días, ante la Sala 
de gobierno, que lo resolverá, previo in- 
forme del Juez o Presidente, en la primera 
reunión que celebre. 

Artículo 187 

Cuando los hechos de que tratan los ar- 
tículos que anteceden llegaren a consti- 
tuir delito o falta, sus autores serán dete- 
nidos en el acto y puestos a disposición 
del Juez que deba instruir la causa. 

CAPITULO SEGUNDO 

De la formación de las Salas y de los 
Magistrados suplentes 

Artículo 188 

En los casos en que la ley no dispusiere 
otra cosa, bastarán para formar Sala tres 
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Magistrados en las Audiencias y cinco en 
el Tribunal Supremo. 

Artículo 189 

La Sala podrá constituirse con todos los 
que la componen, aunque la ley no lo exi- 
ja, cuando el Presidente, por sí o a petición 
mayoritaria de aquéllos, lo estime necesa- 
rio para la Administración de Justicia. 

Artículo 190 

Lo composición de las Secciones corres- 
ponderá al Presidente de la Sala, según los 
criterios aprobados para cada año judicial 
por la Sala de gobierno, a propuesta de 
aquél. 

Serán presididas por el Presidente de la 
Sala o por el Magistrado más antiguo de 
los que las integren. 

Artículo 191 

Cuando no asistieren Magistrados en nú- 
mero suficiente para constituir Sala, con- 
currirán para completarla otros Magistra- 
dos que designe el Presidente del Tribunal 
respectivo, con arreglo a un turno en el 
que serán preferidos, entre los que se ha- 
llaren libres de señalamiento, los del mis- 
mo orden jurisdiccional y, entre éstos, el 
más moderno. 

Artículo 192 

Podrá haber en las Audiencias Magis- 
trados suplentes, que serán llamados a for- 
mar las Salas en los casos en que por cir- 
cunstancias excepcionales no puedan cons- 
tituirse aquéllas. Nunca podrá concurrir a 
formar Sala más de un Mngistrado su- 
plen te, 

Los Magistrados suplentes serán nom- 
bradss por el Consejo General del Poder 
Judicial, a propuesta de la Sala de go- 
bierno de la Audiencia Territorial, para 
cada año judicial. 

Artículo 193 

El cargo de Magistrado suplente será ho- 
norífico, sin perjuicio del derecho a perci- 
bir dietas por asistencias en la cuantía que 
establezca la ley. 

Sólo podrá recaer en quienes reúnan las 
condiciones necesarias para el ingreso en 
la Carrera Judicial. 

Artículo 194 

Los nombramientos de los designados 
para asistir a una Sala o a una Sección 
de la Audiencia Provincial que no sean de 
su dotación, SB harán saber inmediatamen- 
te a los mismos y a las partes, a efectos 
de su posible abstención o recusación. 

CAPITULO TERCERO 

Del Magistrado Ponente 

Artículo 195 

En cada pleito o causa que penda ante 
una Audiencia o ante el Tribunal Supre- 
mo se designará por ei Presidente de la 
Sala, o de la Sección en las Audiencias 
Provinciales, un Magistrado Ponente. 

L2 designación del Ponente se hará en 
la primera providencia que se dicte en el 
pleito o causa de que se trate. La Sala o 
la Sección, en su caso, podrá acordar que 
para la vista y fallo se haga nueva desig- 
nación de Ponente. 

Artículo 196 

En la designación de Ponente turnarán 
todos los Magistrados de la Sala o Sección. 
En las Audiexisis entrarán en turno con 
los demás Magistrados los Presidentes de 
Sala y de Secciiii, salvo cuando éstas es- 
tuvieren dotadas de cinco o más Magistra- 
dos, incluido el Presidente. En estos casos 
el Presidente deberá llevar, al menos, una 
ponencia por cada dos que correspondan 
a cada uno de aquéllos. 
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Cuando el número de Magistrados de la 
Sala excediere de nueve, el Presidente de- 
berá llevar, al menos, una ponencia por ca- 
da tres que correspondan a cada Magis- 
trado. 

Artículo 197 

Corresponderá al Ponente, en los pleitos 
o causas que le hayan correspondido por 
turno: 

1. El despacho ordinario y la responsa- 
bilidad de su correcta tramitación. 
2. Examinar los interrogatorios, pliegos 

de posiciones y proposición de pruebas pre- 
sentadas por las partes y decidir sobre su 
pertinencia. 
3. Presidir la práctica de las pruebas 

declaradas pertinentes. 
4. Informar los recursos interpuestos 

contra sus decisiones o las de la Sala o 
Sección. 

Proponer los autos decisorios de in- 
cidentes, las sentencias y las demás reso- 
luciones que hayan de someterse a discu- 
sión de la Sala o Sección, y redactarlos de- 
finitivamente, conformándose con lo acor- 
dado. 

6. Pronunciar en audiencia pública las 
sentencias. 

5. 

Artículo 198 

Las resoluciones del Ponente serán recu- 
rribles en súplica. ante la Sala o Sección. 

Artículo 199 

Cuando el Ponente no se conformare 
con el voto de la mayoría, podrá declinar 
la redacción de la sentencia, en cuyo caso 
el Presidente la encomendará a otro Ma- 
gistrado y dispondrá la rectificación nece- 
saria en el turno de ponencias para resta- 
blecer la igualdad en el mismo. 

CAPITULO CUARTO 

De las sustituciones 

Artículo 200 

Procederá la sustitución de los Jueces y 
Magistrados en los casos de vacante, li- 

cencia, excedencia especial u otras causas 
que lo justifiquen. Las sustituciones se ha- 
rán en la forma establecida en el presente 
capítulo, sin perjuicio de lo dispuesto para 
la composición de las Salas y Secciones de 
los Tribunales. 

Artículo 201 

El Presidente de la Audiencia Nacional 
y los Presidentes de las Audiencias Terri- 
toriales serán sustituidos por el Presidente 
de Sala más antiguo en el cargo. 

Los Presidentes de las Audiencias Pro- 
vinciales serán sustituidos por el Presiden- 
te de Sección más antiguo o, si no las hu- 
biere, por el Magistrado con mejor puesto 
en e! escalafón. En la Presidencia de la 
Sección, en su caso, les sustituirá el Magis- 
trado de la misma con mejor puesto en el 
escalafón. 

Cuando la plantilla de la Audiencia no 
comprenda otra plaza que la de su Presi- 
dente, le sustituirá el Magistrado que se 
hallare en turno para acudir a completar 
la Audiencia. 

Artículo 202 

Los Presidentes de las Salas, y de las 
Secciones de las Audiencias Provinciales, 
serán sustituidos por el Magistrado con el 
mejor puesto en el escalafón de la Sala de 
que se trate. 

En caso de vacante, asumirá la Presiden- 
cia de la Sala el Presidente de la Audien- 
cia o Tribunal, si lo estimare procedente. 

Artículo 203 

Los Jueces de Partido y los Jueces de Dis- 
trito se sustituirán entre sí, en las pobla- 
ciones donde existan varios del mismo gra- 
30 y orden jurisdiccional, en la forma que 
acuerde la Sala de gobierno de la Audien- 
zia, a propuesta de la Junta de Jueces. 

Si fuere el Decano e! que deba ser sus- 
tituido, sus funciones se ejercerán por el 
Juez que le sustituya en el Juzgado del 
que aquél sea titular, conforme a lo dis- 
puesto en el párrafo anterior. 
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Artículo 204 

Cuando en una población no existiere 
más que un solo Juez de Partido de deter- 
minado orden jurisdiccional, le sustituirán 
los de los restantes y, en su defecto, el 
Juez de Distrito, con sede en la misma. 

También sustituirán los de distinto or- 
den jurisdiccional, aun existiendo varios 
Jueces pertenecientes al mismo, cuando se 
agotaren las posibilidades de sustitución 
entre ellos. 

Corresponderá a los Jueces de ParLido 
de lo civil y lo penal la sustitución de los 
demás ordenes jurisdiccionales. La de 
aquéllos corresponderá a los Jueces de Par- 
tido de lo Social. 

Artículo 205 

Cuando en una población no hubiere 
más que un solo Juez de Distrito será sus- 
tituido en prórroga de jurisdicción por el 
que designe la Sala de gobierno de la Au- 
diencia Territorial y, cuando ello no fuere 
aconsejable, por el Juez de Distrito sus- 
tituto. 

Los Jueces de Paz serán sustituidos por 
sus respectivos sustitutos. 

Artículo 200 

Los Jueces de Partido desempeñarán 
conjuntamente las funciones inherentes a 
su Juzgado y al cargo que sustituyan. 

La misma regla se aplicará a los Jueces 
de Distrito, salvo que desempeñen cargo 
superior. 

Artículo 207 

Cuando no pudiere aplicarse lo estable- 
cido en los artículos anteriores, o resultare 
aconsejable, la Sala de Gobierno de la Au- 
diencia Territorial prorrogará la jurisdic- 
ción del titular de un Juzgado del mismo 
grado que el que deba ser sustituido, que 
desempeñará conjuntamente ambos car- 
gos. 

Artículo 208 

Las prórrogas de jurisdicción se comuni- 
carán al Consejo General del Poder Jccii- 
cial para su aprobación, sin perjuicio de 
empezar a desempeñarlas, si así lo acorda- 
se la Sala de gobierno. 

Artículo 209 

No podrán conferirse comisiones de ser- 
vicio pare, Juzgados o Tribunales si no es 
por tiempo determinado, concurriendo cir- 
cunstancias de especial necesidad y con 
conformidad del interesado. 

Las comisiones se otorgarán por el Con- 
sejo General del Poder Judicial, oídas las 
Salas de Gobierno correspondientes. 

Salvo en los casos en que esta ley dis- 
ponga otra cosa, no se darán comisiones 
para el Tribunal Supremo ni para los car- 
gos de Presidente y Presidentes de Sala de 
la Audiencia Nacional y Audiencias Te- 
rritoriales o Presidente de Audiencias Pro- 
vinciales. 

CAPITULO QUINTO 

De la abstención y recusación 

Artículo 210 

Los Jueces y Magistrados deberán abs- 
tenerse y, en su defecto, podrán ser recu- 
sados, cuando concurran causa legítima. 

Artículo 211 

Podrán únicamente recusar: 

1 .  En los asuntos civiles, sociales y con- 
tencioso-administrativos, las partes y el re- 
presentante del Ministerio Fiscal. 

En los asuntos penales, el represen- 
tante del Ministerio Fiscal, el acusador 
particular o privado, el actor civil, el pro- 
cesado o inculpado, el querellado o denun- 
ciado y el tercero responsable civil. 

2. 

Artículo 212 

San causas legítimas de abstención y, en 
su caso, de recusación: 
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1. El vínculo matrimonial y el parentes- 
co por consanguinidad o afinidad dentro 
del cuarto grado con cualquiera de los ex- 
presados en el artículo anterior. 
2. El vínculo matrimonial y el mismo 

parentesco, dentro del segundo grado, con 
el Letrado de cualquiera de las partes que 
intervenga en el pleito o causa. 

Ser a haber sido defensor judicial o 
integrante de los organismos tutelares de 
cualquiera de las partes, o haber estado ba- 
jo el cuidado o tutela de alguna de éstas. 

4. Estar o haber sido denunciado o 
acusadc por alguna de las partes como res- 
pansable de un delito o falta. 
5. Haber sido defensor o representante 

de alguna de las partes, emitido dictamen 
sobre el pleito o causa como Letrado, o 
inivrvenido en él como Fiscal, perito o tes- 
tigo. 
6. Ser o haber sido denunciante o acu- 

sador de cualquiera de las partes. 
7. Tener pleito pendiente con alguna de 

éstas. 
8. Amistad íntima o enemistad mani- 

fiesta con culquiera de los expresados en 
el artículo anterior. 

9. Tener interés directo o indirecto en 
el pleito o causa. 

10. Haber sido Instructor de la causa 
cuando el conocimiento del juicio esté atri- 
buido a otro Tribunal o haber fallado el 
pleito o causa en anterior instancia. 

3. 

Artículo 213 

Será también causa legítima de absten- 
ción y, en su caso, de recusación en los 
procesos en que sea parte acbora o deman- 
dada la Administración míblica, encontrar- 
se el Juez o Magistrado con la autoridad 
o funcionario que hubiese dictado el acto 
o informado respecto del mirmo, o realiza- 
do el hecho, por razón de los cuales se si- 
gue el proceso, en alguna de las circuns- 
tancias mencionadas en los números 1 al 8 
del artículo anterior. 

Artículo 214 

El Juez o Magistrado en quien concurra 
alguna de las causas expresadas en los ar- 

tículos anteriores se abstendrá del conoci- 
miento del negocio sin esperar a que se le 
recuse. 

La  abstención será motivada y se comu- 
nicará a la Sala de gobierno del Tribunal 
respectivo. Cuando el recusado forme par- 
te de una Sala o Sección, la comunicación 
tendrá lugar por conducto de su Presi- 
dente. 

Si la Sala de Gobierno no estimase jus- 
tificada la abstención, ordenará al Juez o 
Magistrado que continúe en el conocimien- 
to del asunto, sin perjuicio del derecho de 
las partes a hacer valer la recusación. 

Artículo 215 

Cumplido lo dispuesto en el artículo an- 
terior, si el Juez o Magistrado no recibiere 
en el plazo de cinco días la orden de que 
continúe en el conocimiento del asunto, se 
apartará definitivamente de éste y remiti- 
rá, en su caso, las actuaciones al que deba 
sustituirle. 

La abstención será notificada a las par- 
tes. 

Artículo 216 

La recusación deberá proponerse tan 
luego como se tenga conocimiento de la 
causa en que se funde. Si la causa fuere 
anterior al pleito se propondrá al inicio del 
mismo. 

La recusación se pl.opondrá por escrito 
rirmado por el recusante, quien deberá ra- 
tificarse a presencia judicial o por compa- 
recencia ante el órgano judicial. Cuando 
el escrito lo firme su Procurador, deberá 
icompañar poder especial para la recusa- 
5ón de que :e trate. El escrito en que se 
proponga la recusación deberá ir firmado 
por Letrado, cuando su intervención fuere 
necesaria en el negocio. 

Artículo 217 

Al proponerse la recusación se expresa- 
rá la causa en que se apoye y se oxpon- 
jrán los hechos que le sirvan de fundn- 
mento. 

- 910 - 



También se relacionarán, en su caso, los 
puntos de hecho sobre los que haya de ver- 
sar la prueba y los medios probatorios de 
que intente valerse el recusante. 

No se admitirá otra prueba que la docu- 
mental y la testifical. 

Artículo 218 

Propuesta la recusación, salvo que se 
formule en juicio verbal o de faltas, se 
mandará formar pieza separada para sus- 
tanciar el incidente, en cuyo caso no se 
detendrá el curso del proceso, el cual se- 
guirá sustanciándose hasta que quede con- 
cluso para sentencia o proceda la apertura 
de las sesiones del juicio oral, en cuyo es- 
tado se suspenderá hasta que se decida el 
incidente de recusación. 

Durante la sustanciación de la recusa- 
ción no podrá intervenir el recusado en el 
proceso ni en el incidente de recusación y 
será sustituido por aquel a quien corres- 
ponda con arreglo a esta ley. 

Artículo 219 

Instruirán los incidentes de recusación: 

Cuando el recusado sea el Presidente 
o un Presidente de Sala de una Audiencia 
o del Tribunal Supremo, el Presidente de 
Sala más antiguo, y si aquél fuera el más 
antiguo, el que le siga en antigüedad. 

Cuando el recusado sea un Magistrado 
de una Audiencia o del Tribunal Supremo, 
el Magistrado más antiguo de su Sala; y, 
si el recusado fuere el más antiguo, el que 
le siga en antigüedad. 

Cuando el recusado sea un Juez, el que 
legalmente le sustituya. 

Artículo 220 

Formulada la recusación, pasará el plei- 
to o causa al conocimiento del sustituto y 
se remitirá, en su caso, el escrito y los do- 
cumentos de la recusación a aquel a quien 
corresponda instruir el incidente. 

Este entregará copia del escrito y docu- 
mentos al recusado, recabándole que en el 

plazo de tres dís informe sobre la recusa- 
ción. 

Si el recusado aceptare como cierta la 
causa de recusación, se resolverá el inci- 
dente sin más trámites. 

En otro caso, ordenará el Instructor la 
práctica de la prueba, si se hubiere propues- 
to en forma y fuere pertinente, en el plazo 
improrrogable de cinco días y, acto segui- 
do, remitirá lo actuado a la autoridad com- 
petente para decidir, que lo hará por medio 
de auto. Cuando el recusado fuere un Juez, 
la resolución corresponderá al propio Ins- 
tructor. 

Artículo 221 

En los juicios verbales, cualquiera que 
sea el orden jurisdiccional, y en los de fal- 
tas, si el Juez recusado no aceptare en el 
acto como cierta la causa de recusación, 
pasarán las actuaciones al que correspon- 
da instruir el incidente, quedando entre 
tanto en suspenso el asunto principal. Este 
acordará que comparezcan las parte a su 
presencia en el día y hora que fije, dentro 
de los cinco siguientes y, oídas las partes y 
practicada la prueba declarada pertinen- 
te, resolverá sobre si ha o no lugar a la 
recusación, en el mismo acto. 

Artículo 222 

La resolución que desestime la recusa- 
:ión acordará devolver el conocimiento 
jel pleito o causa al recusado, en el esta- 
jo en que se hallare. Esta resolución lleva- 
rá consigo la condena en costas del recu- 
jante. Cuando la resolución que decida el 
ncidente declare expresamente la existen- 
:ia de mala fe en el recusante, se impon- 
Irá a éste una multa de 5.000 a 50.000 pe- 
jetas. 

La resolución estimatoria de la recusa- 
:ión apartará definitivamente al Juez o 
VIagistrado del conocimiento del pleito o 
:ama. Continuará conociendo de él, hasta 
;u terminación, aquel a quien correspon- 
la su sustitución. 
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Artículo 223 

Contra la decisión de la recusación no se 
dará recurso alguno, sin perjuicio de que 
se pueda hacer valer, al recurrir contra la 
resolución que decida el pleito o causa, la 
posible nulidad de ésta por haber concu- 
rrido a dictarla uno o más Jueces o Ma- 
gistrados cuya recusación, fundada en cau- 
sa legal y propuesta en tiempo y forma, 
hubiese sido denegada siendo procedente. 

Artículo 224 

No obstante lo dispuesto en este capítu- 
lo, cuando la recusación fuere manifiesta- 
mente infundada, el que instruya el inci- 
dente la rechazará de plano, si tuviere 
competencia para su decisión. En otro ca- 
so, elevará propuesta al Tribunal Pleno o 
a la Sala, según corresponda. 

Artículo 225 

Cuando se rechaze de plano la recusa- 
ción, se estará a lo dispuesto en el artícu- 
lo 222, y contra la resolución que lo acuer- 
de no cabrá recurso alguno, sin perjuicio 
de lo establecido en el artículo 223. 

TITULO TERCERO 

De las actuaciones judiciales 

CAPITULO PRIMERO 

De la oralidad, publicidad y lengua oficial 

Artículo 226 

Las actuaciones judiciales serán predo- 
minantemente orales, especialmente en 
materia criminal, sin perjuicio de su docu- 
mentación. 

Artículo 227 

Podrán utilizarse en el proceso medios 
técnicos de constatación y reproducción, 

siempre que ofrecieren las debidas garan- 
tías de autenticidad. 

Artículo 228 

En las actuaciones judiciales se usará el 
castellano, lengua oficial del Estado. 

Podrán formularse escritos en las res- 
tantes lenguas españolas, en las Comuni- 
dades Autónomas en que fueren oficiales, 
pero deberá acompañarse traducción cas- 
tellana de los mismos. 

Artículo 229 

Las actuaciones judiciales serán públi- 
cas, con las excepciones que prevea la ley 
por razones de seguridad nacional, mo- 
ralidad, orden público, protección de los 
derechos o interés de la Justicia. Por las 
mismas razones, podrá el Tribunal, por sí 
o a instancia del Ministerio Fiscal o de las 
partes, negar o limitar el acceso de los me- 
dios de comunicación al proceso. 

En ningún caso podrán tomarse ni pu- 
blicarse grabaciones, imágenes o transcrip- 
ciones literales de las actuciones judiciales 
celebradas en audiencia pública. 

Artículo 230 

Las deliberaciones de los Tribunales son 
secretas. También lo será el resultado de 
las votaciones, sin perjuicio de lo que dis- 
ponga la ley sobre la publicación de los 
votos particulares. 

Artículo 231 

Los Secretarios y demás personal com- 
petente de los Juzgados y Tribunales pres- 
tarán a los directamente interesados cuan- 
ta información soliciten sobre el estado de 
las actuaciones judiciales, que podrán co- 
nocer y examinar salvo que hubieren sido 
declaradas secretas conforme a la ley. En 
los mismos casos, se expedirán los testimo- 
nios que se soliciten, con el visto bueno del 
Juez o Tribunal y con expresión de su des- 
tino, salvo los casos en que la ley dispon- 
g a  otra cosa. 
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Artículo 232 sanación, declarar, previa audiencia de las 
partes, la nulidad de actuaciones o de al- 
guna providencia. Los ciudadanos interesados tendrán ac- 

ceso a los libros, archivos y registros ju- 
diciales que no tengan carácter reservado, 
mediante las formas de exhibición, testi- 
monio o certificación que establezca la ley, 
con permiso del Juez o Tribunal. 

Artículo 236 

CAPITULO SEGUNDO 

Las actuaciones judiciales realizadas fue- 
ra del tiempo establecido sólo podrán anu- 
larse si lo impmiere la naturaleza del tér- 
mino o plazo. 

De la nulidad de los actos judiciales 

Artículo 233 

Son nulos de pleno derecho los actos ju- 
diciales que se produzcan con manifiesta 
falta de jurisdicción; bajo la influencia de 
intimidación o fuerza; prescindiendo to- 
talmente del procedimiento establecido por 
la ley o con infracción del principio de au- 
diencia, cuando se haya producido efecti- 
va indefensión. 

Artículo 234 

Los Jueces o Tribunales que hubieser 
cedido a la intimidación o fuerza, tan lue 
60 como se vean libres de ella, declararár 
nulo todo lo practicado y promoverán 1i 
formación de causa contra los culpables 

Artículo 235 

La nulidad de pleno derecho, en todi 
caso, y los defectos de forma de los acto 
procesales que impliquen ausencia de lo 
requisitos indispensables para alcanzar s' 
fin o determinen efectiva indefensión, pc 
drán hacerse valer por medio de los rc 
cursos establecidos en la ley contra la re 
solución de que se trate, o al recurrir cor 
tra la sentencia gue pusiera fin al proces 
en que se hubiere cometido. 

Sin perjuicio de ello, el Juez o Tribunc 
podrá, de oficio o a instancia de parte, a1 
tes de que hubiere recaído sentencia def 
nitiva, y siempre que no proceda la su1 

Lrtículo 237 

Una vez recaída sentencia firme, la nu- 
idad de pleno derecho podrá hacerse va- 
er por los interesados interponiendo re- 
:urso de nulidad, que se resolverá por el 
rgano competente para conocer del re- 
xrso extraordinario de revisión, con su- 
eción a los plazos y trámites establecidos 
>ara éste. 

!Irtículo 238 

No podrán declararse la nulidad de ac- 
tuaciones fuera de los casos y al margen 
de las vías previstas en los artículos ante- 
riores. 

Artículo 239 

La nulidad de un acto no implicará la 
de los sucesivos que fueren independien- 
tes de aquél. 

El Juez o Tribunal que pronunciare la 
nulidad de actuaciones dispondrá la con- 
servación de aquellos actos cuyo conteni- 
do hubiese permanecido el mismo de no 
haberse cometido la infracción origen de 
la nulidad. 

Artículo 240 

Cuando alguno de los actos de las par- 
tes careciese de los requisitos exigidos por 
la ley, siempre que la naturaleza de la 
norma infringida lo permitiese y no se ori- 
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ginase indefensión, el Juez o Tribunal con- 
cederá. un plazo de diez días para subsa- 
nar el defecto. En iguales casos, con noti- 
ficación a las partes, serán subsanables los 
defectos de los actos del órgano jurisdic- 
cional. 

CAPITULO TERCERO 

De las resoluciones judiciales 

Artículo 241 

Las resoluciones de los Tribunales en 
Pleno, cuando no estén constituidos en Sa- 
la de Justicia, las de las Salas de Gobierno, 
y las de los Jueces y Presidentes cuando 
tuvieren carácter gubernativo, se llamarán 
acuerdos. 

La misma denominación se dará a las 
advertencias y correcciones que se impon- 
gan en las sentencias o en otros actos ju- 
diciales. Cuando no se exprese en los au- 
tos la falta, corrección y nombre de la 
persona a que se refieran, se indicará en 
aquéllos con la frase "a lo acordado". 

Artículo 242 

Las resoluciones escritas de los Jueces 
y Tribunales que tengan carácter procesal 
se denominarán: 

Providencias, cuando sean de tramita- 
ción. 

Autos, cuando resuelvan recursos con- 
tra providencias, cuando decidan sobre 
cuestiones incidentales, sobre presupues- 
tos procesales o sobre la nulidad del pro- 
cedimiento, o cuando, a tenor de las leyes 
de enjuiciamiento, deban revestir esta 
forma. 

Sentencias, cuando decidan definitiva- 
mente la cuestión de fondo del pleito o cau- 
sa en cualquier instancia o recurso, o cuan- 
do, según las leyes procesales. deban re- 
vestir esta forma. 
LES sentencias podrán dictarse sin vo- 

ce- cuando lo autorice la ley. 
Son sentencias firmes aquellas contra 

las que no quepa recurso alguno, salvo los 
extraordinarios de revisión o de nulidad. 

Llamase ejecutoria el documento públi- 
co y solemne en que se consigna una sen- 
tencia firme. Las ejecutorias se encabeza- 
rán en nombre del Rey. 

Artículo 243 

En los casos en que la ley ordena al Se- 
cretario formular propuesta de resolución, 
el Juez podrá adoptar la modalidad de 
.conforme., haciendo suya aquélla total o 
porcialmente, o dictar nueva resolución. 

Artículo 244 

Las resoluciones judiciales que se dicten 
oralmente y deban ser documentadas en 
acta en los juicios verbales, vistas de los 
pleitos o causas y demás actos solemnes, 
se llamarán acuerdos e incluirán la funda- 
mentación sucinta que proceda. 

Artículo 245 

La fórmula de las providencias se limi- 
tará a la determinación de lo mandado y 
del Juez o Tribunal, sin más fundamento 
ni adiciones que la fecha en que se acuer- 
de, la firma o rúbrica del Juez o del Ma- 
gistrado Ponente y la firma del Secretario. 
No obstante, podrán ser sucintamente mo- 
tivadas, sin sujeción a requisito formal al- 
guno, cuando se estime conveniente. 

La fórmula de los autos será fundándo- 
los en resultandos y considerandos, concre- 
tos y limitados, unos y otros, a la cuestión 
que se decida. Serán firmados por el Juez, 
Magistrado Ponente o Magistrados que los 
dicten. 
Las sentencias escritas se formularán 

con arreglo a lo que establezca la ley, con 
encabezamiento, resultandos, en los que 
se expresarán con la posible concisión los 
hechos que estén enlazados con las cues- 
tiones que haya de resolver el Juez o Tri- 
bunal o los antecedentes procesales del ca- 
so, considerandos, en los que se expondrá 
la fundamentación jurídica, y fallo. 
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CAPITULO CUARTO 

De la vista, votación y fallo 

Artículo 246 

Las vistas de los asuntos se señalarán 
por el orden de su conclusión, salvo que 
en la ley se disponga otra cosa. 

Artículo 247 

Corresponderá a los Presidentes de Sala 
y a los de Sección, en las Audiencias Pro- 
vinciales, el señalamiento de las vistas o 
trámite equivalente y el del comienzo de 
las sesiones de juicio oral, a cuyo efecto 
les serán pasados los autos cuando alcan- 
cen dicho estado. 

Artículo 248 

El Juez o el Ponente verá por sí los au- 
tos para dictar sentencia o resolución de- 
cisoria de incidentes o de recursos. 

Artículo 249 

Concluida la vista de los actos, pleitos o 
causas, o desde el día señalado para la 
votación y fallo, podrá cualquiera de los 
Magistrados pedir los autos para recono- 
cerlos privadamente. 

Cuando los pidiaren varios, fijará el que 
presida el plazo que haya de tenerlos cada 
uno, de modo que puedan dictarse las sen- 
tencias dentro del tiempo señalado para 
ello. 

El Presidente podrá examinar los autos 
en cualquier tiempo. 

En los casos previstos en este artículo 
podrá prorrogarse el plazo para dictar 
sentencia por un tiempo que no exceda de 
su mitad. 

Artículo 250 

Los autos y sentencias se deliberarán y 
votarán inmediatamente después de las 
vistas y, cuando así no pudiere hacerse, 

señalará el Presidente el día en que deban 
votarse, dentro del plazo señalado para 
dictar la resolución. 

Artículo 251 

La discusión y votación de los autos y 
sentencias se verificará siempre en todos 
los Tribunales a puerta cerrada y antes 
o después de las horas señaladas para la 
audiencia. 

Artículo 252 

El Ponente, con la venia del que presida, 
someterá de palabra a la deliberación del 
Tribunal los puntos de hecho, los funda- 
mentos de derecho y la decisión que deba 
comprender la  resolución, sin llevar redac- 
tado el proyecto de la misma, y, previa la 
discusión necesaria, se votará sucesiva- 
mente. 

Artículo 253 

El que presida llevará la palabra sin que 
ningún otro, sin su permiso, pueda usar- 
la y dará el asunto, o cada una de las 
cuestiones, en caso de discutirse separa- 
damente, por suficientemente debatidas, 
ordenando pasar a la votación. Previa- 
mente a ésta, cuando la importancia de la 
discusión lo exigiere, podrá hacer un bre- 
ve resumen de su contenido. 

Cuando el Presidente estimare que el 
asunto necesita mayor estudio, suspende- 
rá la discusión, que será reanudada al si- 
guiente día. 

Artículo 254 

La votación, a juicio del Presidente, po- 
drá tener lugar separadamente sobre los 
distintos pronunciamientos de hecho o de 
derecho que hayan de hacerse, o parte de 
la decisión que haya de dictarse. 

Votará primero el Ponente y, después, 
los demás Magistrados por orden inverso 
al de su antigüedad. El que presida votará 
el último. 
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Empezada la votación, no podrá inte- 
rrumpirse, sino en caso de fuerza mayor. 

Artículo 255 

Los autos y sentencias se dictarán por 
mayoría absoluta de votos, salvo que ex- 
presamente la ley señale una mayor pro- 
porción. 

En ningún caso podrá exigirse un nú- 
mero determinado de votos conformes que 
altere la regla de la mayoría. 

Artículo 256 

Cuando fuere trasladado, separado o 
suspenso algún Magistrado, votará los plei- 
tos a cuya vista hubiere asistido y que 
aún no se hubieren fallado. 

Artículo 257 

Si después de la vista y antes de la vo- 
tación algún Magistrado su imposibilitare 
y no pudiere asistir al acto, dará un voto 
fundado y firmado y lo remitirá directa- 
mente al Presidente. 

Si no pudiere escribir ni firmar, se val- 
drá de un Secretario de la Sala. 

El voto así emitido se unirá a los de- 
más y se conservará rubricado por el 
que presida con el libro de sentencias. 

Cuando el impedido no pudiere votar ni 
aun de este modo, se votará el pleito o 
la causa por los no impedidos que hubie- 
ren asistido a la vista, y, si hubiere los ne- 
cesarios para formar mayoría, éstos dicta- 
rán sentencia. 

Artículo 258 

Cuando no hubiere votos bastantes para 
constituir mayoría, se verá de nuevo el 
asunto, sustituyéndose el impedido en la 
forma establecida en esta ley. 
Sin embargo, en las causas penales, 

cuando no pudiere resolverse por aplica- 
ción de las reglas del artículo anterior, se 
estará al criterio del voto más favorable 
al reo. Si quedare un sol9 Magistrado y 

10 votare la absolución se celebrará nuevo 
uicio. 

4rtículo 259 

Antes de dictar cualquier resolución o 
:oncluido un asunto o incidente, háyase o 
10 celebrado la vista o la deliberación, po- 
irán los Jueces y Tribunales, cuando fue- 
-e necesario, acordar la práctica de prue- 
Das u otros actos para mejor proveer, so- 
Dre cuyo resultado se oirá a las partes en 
la vista o conclusiones o, eii su defecto, por 
3scrito en el plazo que se señale, que no 
Dodrá exceder de diez días. 

Cuando proceda, si el Tribunal no esti- 
m a  necesario celebrar nueva vista, se ci- 
tará a las partes para Sentencia o se hará 
nuevo señalamiento para votación y fallo. 
Estos señalamientos se harán sin dilación 
ni sujeción a turno. 

En los asuntos penales se estará a lo que 
determine la ley. 

Artículo 260 

Las sentencias se firmarán por el Juez 
o por todos los Magistrados no impedidos 
dentro del día hábil siguiente a aquel en 
que se hayan acordado. 

Artículo 261 

Todo el que tome parte en la votación 
de una sentencia firmara lo acordado, 
aunque hubiese disentido de la mayoría; 
pero podrá, en este caso, anunciándolo en 
el momento de la votación o en el de la 
firma, formular voto particular, exten- 
diéndolo, fundándolo e insertándolo en 
forma de sentencia con su firma al pie, 
dentro de los dos días hábiles siguientes 
al de la firma, en el librc de votos par- 
ticulares. 

También podrá formularse voto particu- 
lar, con sujeción a lo dispuesto en el pá- 
rrafo anterior, en lo que resulte aplicable, 
respecto de los autos decisorios de inci- 
dentes. 

El libro de votos particulares estará bajo 
la custodia del Presidente de la Sala. 
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Artículo 262 

Cuando, después de fallado un pleito por 
un Tribunal, se imposibilitare algún Ma- 
gistrado de los que votaron y no pudiere 
firmar, el que hubiere presidido el Tribu- 
nal lo hará por él, expresando el nombre 
de aquel por quien firme, y después las pa- 
labras *votó en Sala y no pudo firmar.. 

Artículo 263 

Cuando en la votación de una sentencia 
o auto no resultare mayoria de votos sobre 
cualquiera de los pronunciamientos de he- 
cho o de derecho que deban hacerse, vol- 
verán a discutirse y a votarse los puntos 
en que hayan disentido los votantes. 

Si no se obtuviere acuerdo, se somete- 
rán a deliberación los dos votos más fa- 
vorables al inculpado o procesado si se tra- 
ta  de un asunto de índole penal. La de- 
terminación de cuáles son los pareceres 
más favorables al procesado o inculpado 
se hará por mayoría de votos. 

En los demás casos, la discordia se re- 
solverá mediante celebración de nueva 
vista o con nuevo señalamiento con asis- 
tencia de otros dos Magistrados, si la Sala 
es de tres, y de otros cuatro, si es de 
cinco o más. Concurrirá para ello, en pri- 
mer lugar, el Presidente de la Sala, si no 
hubiere ya asistido; en segundo lugar, los 
Magistrados de la misma Sala que no ha- 
yan visto el pleito; en tercer lugar, el Pre- 
sidente de la Audiencia, y, finalmente, los 
Magistrados de las demás Salas, con pre- 
ferencia los del mismo orden jurisdiccional. 

Artículo 264 

Cuando se produjere discordia en una 
Sala del Tribunal Supremo se someterá al 
pleno de la misma. 

Artículo 265 

El que deba presidir la Sala de discordia 
hará el señalamiento de las vistas en dis- 
cordia y las designaciones oportunas. 

Cuando en la votación de una sentencia 
o auto por la Sala de discordia o, en su 
caso, por el pleno de la Sala, no se reu- 
niere tampoco mayoría sobre los puntos 
discordados, se procederá a nueva vota- 
ción, sometiendo sólo a ésta los dos pare- 
ceres que hayan obtenido mayor número 
de votos en la precedente. 

Artículo 266 

Las Salas del mismo orden jurisdiccional 
de una Audiencia se reunirán bajo la pre- 
sidencia del Presidente de la Audiencia, a 
convocatoria de éste, acordada por sí o 
a instancia de los Presidentes de Sala, para 
la unificación de criterios en aquellos 
asuntos que no tengan acceso al Tribunal 
Supremo; para la coordinación de prácti- 
cas procesales; para la decisión de aque- 
llos asuntos en relación a los cuales se 
hayan dictado con anterioridad resolucio- 
nes dispares, y en los demás casos que 
establezca la ley. 

Se aplicarán a las Salas reunidas las 
normas establecidas en esta ley respecto 
de la deliberación y adopción de acuer- 
dos en cuanto fueren aplicables. 

Artículo 267 

En cada Juzgado o Tribunal se llevará, 
bajo la custodia del Juez o Presidente res- 
pectivo, un registro de sentencias, en el 
que se extenderán y firmarán todas las 
definitivas. 

Artículo 268 

Las sentencias, una vez extendidas y fir- 
madas por el Juez o por todos los Ma- 
gistrados que las hubieren dictado, serán 
pronunciadas en audiencia pública. Los 
Secretarios pondrán en los autos certifica- 
ción literal de la Sentencia y de la publi- 
cación de la misma. 

Artículo 269 

Los Jueces y Tribunales no podrán va- 
riar las sentencias que pronuncien des- 
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pués de firmadas, pero sí aclarar algún 
concepto oscuro o suplir cualquier omi- 
sión que contengan, dentro de los dos días 
hábiles siguientes al de la notificación. 

Estas aclaraciones podrán hacerse de 
oficio o a instancia de parte o del Minis- 
terio Fiscal, en su caso. 

CAPITULO QUINTO 

Del lugar en que deben practicarse 
las aatuaciones 

Artículo 270 

Las actuaciones judiciales deberán prac- 
ticarse en la sede del órgano jurisdiccio- 
nal. 

No obstante, lo dispuesto en el párrafo 
anterior, los Juzgados y Tribunales podrán 
constituirse en cualquier lugar del territo- 
rio de su jurisdicción para la práctica de 
aquéllas, cuando fuere necesario o con- 
veniente para la buena administración de 
justicia. 

&tículo 271 

Los Juzgados y Tribunales sólo podrán 
celebrar juicios o vistas de asuntos fuera 
de la población de su sede, cuando así 
lo autorice la ley. 

Sin embargo, el Consejo General del 
Poder Judicial podrá disponer que los Juz- 
gados y las Secciones o Salas de las ‘Au- 
diencias se constituyan periódicamente en 
población distinta de su sede para despa- 
char los asuntos correspondientes a un 
determinado ámbito territorial compren- 
dido en la circunscripción de aquéllos. 

CAPITULO SEXTO 

De las notificaciones 

Artículo 272 

Las providencias, autos y sentencias y 
las diligencias de ordenación se notifica- 

rán a todos los que sean parte en el plei- 
to o la causa, y también a quienes se re- 
fieran o puedan parar perjuicio, cuando 
así se disponga expresamente en aquéllos, 
de conformidad con la ley. 

Artículo 273 

Las notificaciones podrán practicarse 
por medio del correo, del telégrafo o de 
cualquier medio técnico que permita la 
constancia de su práctica y de las cir- 
cunstancias esenciales de la misma. 

Artículo 274 

En las poblaciones en que existieren va- 
rios Juzgados y el conjunto de la actividad 
judicial lo justifique, podrá establecerse 
un servicio común, dependiente del Deca- 
nato, para la práctica de las notificaciones 
que deban hacerse por aquéllos. 

También podrá establecerse un local de 
notificaciones común a varios órganos ju- 
risdiccionales de una misma población, 
aunque sean de distinto grado y orden ju- 
risdiccional. En este supuesto, el Colegio 
de Procuradores organizará un servicio 
para recibir las notificaciones que no ha- 
yan podido hacerse en el local común por 
incomparecencia del Procurador que deba 
ser notificado. La recepción de la notifi- 
cación en este servicio producirá plenos 
ef ectos. 

CAPITULO SEPTIMO 

Del auxilio jurisdiccional 

Artículo 275 

Los Jueces y Tribunales se auxiliarán 
en el ejercicio de la función jurisdiccional. 
Se procurará dirigir las peticiones de au- 
xilio a los órganos del mismo orden ju- 
risdiccional. 

Artículo 276 

Se recabará el auxilio judicial cuando 
debiere practicarse una diligencia fuera 
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de la circunscripción del Juez o Tribunal 
que la hubiere ordenado, o ésta fuere de 
la específica competencia de otro Juzgado 
o Tribunal. 

La práctica de las diligencias que deban 
llevarse a cabo fuera de la sede del Juz- 
gado o Tribunal podrá encomendarse a 
órganos subordinados cuando hubiere cau- 
sa que lo justifique. 

La petición de auxilio, cualquiera que 
sea el Juzgado o Tribunal a quien se 
dirija, se efectuará siempre directamente, 
sin dar lugar a traslados ni reproduccio- 
nes a través de órganos intermediarios. 

Artículo 277 

No obstante, podrán los Jueces realizar 
cualesquiera diligencias de instrucción pe- 
nal en lugar no comprendido en el terri- 
torio de su jurisdicción, cuando el mismo 
se hailare próximo y ello resultare con- 
veniente, dando inmediata noticia al Juez 
correspondiente. Lo mismo podrán hacer 
respecto a actuaciones de otros órdenes ju- 
risdiccionales cuando no se perjudique la 
competencia del Juez ccrrespondiente y 
venga justificado por razones de economía 
procesal. 

Artículo 278 

Los Tribunales españoles prestarán a 
las autoridades judiciales extranjeras el 
auxilio que les soliciten para el desempe- 
ño de su función jurisdiccional, conforme 
a lo establecido en los Tratados interna- 
cionales y, a falta de éstos, en la forma 
que establecen los artículos siguientes. 

Artículo 279 

Las peticiones de auxilio serán dirigi- 
das a través del Ministerio de Justicia, 
por conducto del Presidente del Tribunal 
Supremo o de la Audiencia Territorial, o 
bien directamente, conforme a los Trata- 
dos o normas internacionales. 

Artículo 280 

La prestación de auxilio será denegada 
por los Tribunales españoles: 

1. Cuando el proceso de que dimane 
el auxilio sea competencia de la jurisdic- 
ción española. 

2. Cuando el contenido de acto a rea- 
lizar no corresponda a las atribuciones 
propias de las autoridades requirente o 
requerida. 
3. Cuando la comunicación en que se 

solicite el auxilio no reúna los requisitos 
legalmente establecidos. 

4. Cuando el objeto del auxilio sea con- 
trario al orden público nacional. 

5. Cuando no hubiere reciprocidad en 
la prestación de auxilio, para casos seme- 
jantes, por parte de los Tribunales del país 
del que proceda la petición. 

TITULO CUARTO 

De las funciones de los Secretarios 

CAPITULO PRIMERO 

De los actos atribuidos a los Secretarios 

Artículo 281 

Los actos de los Secretarios en el curso 
de los procedimientos judiciales se deno- 
minarán actas, diligencias y notas. 

También podrán expedir copias certifi- 
cadas o testimonios de las actuaciones y 
resoluciones judiciales, con sujeción a lo 
establecido en las leyes. 

Artículo 282 

Las actas tienen por objeto acreditar la 
realidad o verdad del hecho o del acto 
que motiva su autorización. 

Las diligencias podrán ser de constata- 
ción o de ordenación del procedimiento. 

Las notas podrán ser de referencia, de 
resumen de los autos y de examen del trá- 
mite. 
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CAPITULO SEGUNDO 

De la fe pública judicial 

Artículo 283 

El Secretario es el único funcionario le- 
gitimado para dar fe de las actuaciones 
y resoluciones judiciales, con la sola ex- 
cepción, respecto de éstas, de las senten- 
cias. 

Ningún funcionario atentará la fe pú- 
blica judicial. 

Artículo 284 

No obstante, lo establecido en el artícu- 
lo anterior, la Sala o el Juez, a propuesta 
del Secretario, podrán habilitar e uno o 
más oficiales para que autoricen las actas 
a presencia judicial y las diligencias de 
constatación. 

Estas habilitaciones subsistirán mientras 
no sean revocadas; y la responsabilidad 
de la autenticidad de los hechos o actos 
acreditados recaerá sobre el Oficial auto- 
rizante. 

CAPITULO TERCERO 

De la dación de cuenta y de la conservación 
y custodia de los autos 

Artículo 285 

Los Secretarios pondrán diligencias para 
hacer constar el día y hora de presenta- 
ción de las demandas, de los escritos de 
iniciación del procedimiento y de cuales- 
quiera otros cuya presentación esté sujeta 
a un plazo perentorio. 

Siempre que la parte lo reclame, se le 
dará recibo de los escritos o documentos 
que presente. 

Artículo 286 

Los Secretarios darán cuenta a la Sala, 
al Ponente o al Juez, en cada caso, de los 
escritos y documentos presentados en el 

mismo día de su presentación o al siguien- 
te día hábil. 

Lo mismo harán respecto a las actas que 
se hubieren autorizado fuera de la presen- 
cia judicial. 

Artículo 287 

También darán cuenta del transcurso de 
los plazos procesales y de los autos que hu- 
bieren tomado estado para dictar cual- 
quier resolución, salvo cuando les corres- 
pondiere la ordenación de: trámite. 

Artículo 288 

La dación de cuenta se hará, oralmente, 
por el orden de presentación de los escri- 
tos o por el que tomaren estado los autos 
respectivos, sin otra anteposición que la 
de los que sean urgentes o tengan reco- 
nocida preferencia por la ley. 

Cuando proceda, se documentará me- 
diante diligencia y, en su caso, se acom- 
pañará de propuesta de resolución. 

Artículo 289 

Corresponderá a los Secretarios la Ile- 
vanza de los libros y el archivo y con- 
servación de las actuaciones, a salvo aque- 
llos que en esta u otra ley se encomienden 
a los Jueces o Presidentes. 

CAPITULO CUARTO 

De las diligencias de ordenación, de las 
propuestas de resolución y de las 
actuaciones judiciales delegadas 

Artículo 290 

En los Juzgados corresponderá a los Se- 
cretarios dictar las diligencias de ordena- 
ción, que tendrán por objeto ordenar e im- 
pulsar el procedimiento en sus distintos 
trámites y se limitarán a la expresión de 
lo que se disponga, con el nombre del Se- 
cretario que las dicte, la fecha y firma de 
aquél. 

- 920 - 



Artículo 291 

Las diligencias de ordenación serán re- 
visables por el Juez, a petición de parte, 
dentro del día siguiente al de su notifi- 
cación, previa dación de cuenta del Se- 
cretario que las hubiere dictado. 

La providencia del Juez confirmará, mo- 
dificará o sustituirá la diligencia objeto 
de la revisión judicial. 

Artículo 292 

Los Jueces podrán avocar en cualquier 
estado del procedimiento, ya con carácter 
general, ya para supuestcs determinados, 
las funciones de ordenación e impulso atri- 
buidas a los Secretarios. 

Artículo 293 

Corresponderá al Secretario proponer al 
Juez las resoluciones que, con arreglo a la 
ley, deban revestir la forma de providen- 
cia o auto, incluidos los autos definitivos 
en los asuntos de jurisdicción voluntaria, 
mientras no se suscite contienda. Se ex- 
ceptúan las providencias en que se acuer- 
de la delegación o se revisen diligencias de 
ordenación y los autos decisorios de cues- 
tiones incidentales o resolutorios de re- 
cursos. 

Artículo 294 

Las propuestas a que se refiere el ar- 
tículo anterior se sujetarán a los requi- 
sitos de forma prescritos en esta ley para 
la resolución judicial que deba dictarse, 
suscribiéndose por el Secretario propo- 
nente. 

Artículo 295 

Los Jueces podrán delegar en los Secre- 
tarios la realización de actos de instruc- 
ción procesal, incluida la práctica de prue- 
bas declaradas pertinentes. 

Esta delegación, que revestirá la forma 
de providencia, podrá acordarse al co- 

mienzo del procedimiento o en cualquier 
estado del mismo, ya con alcance general, 
ya para un acto o actos concretos, y será 
siempre revocable. 

Para la delegación se tendrá en cuenta 
la mayor o menor trascendencia de su ob- 
jeto. 

Artículo 296 

No podrá ser objeto de delegación la 
práctica de pruebas en los juicios verba- 
les, ni en los procesos penales, pero sí la 
recepción de declaraciones en la fase de 
instrucción. 

Tampoco serán delegables la práctica de 
pruebas para mejor proveer, de confesión 
judicial, de reconocimiento judicial y de 
inspección ocular, ni la calificación sobre 
la pertinencia de los interrogatorios de 
preguntas y repreguntas. 

TITULO QUINTO 

De la responsabilidad patrimonial del 
Estado por el funcionamiento de la 

Administración de Justicia 

Artículo 297 

Los particulares tendrán derecho a ser 
indemnizados por el Estado de toda le- 
sión que sufran en sus derechos o bie- 
nes cuando aquélla sea consecuencia de 
error judicial o del funcionamiento anor- 
mal de la 'Administración de Justicia. 

La reclamación de indemnización debe- 
rá ir precedida de decisión judicial que 
reconozca el error o el funcionamiento 
anormal de la Administración de Justicia. 

El derecho a reclamar prescribirá al año 
del día en que pudo ejercitarse. 

Artículo 298 

La reclamación deberá presentarse ante 
el Ministro de Justicia y se tramitará con 
sujeción a las normas que regulan la res- 
ponsabilidad patrimonial del Estado. En el 
procedimiento deberá oírse, en todo caso, 
al Ministerio Fiscal. 
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Artículo 299 

Cuando los daños sean producidos por 
dolo o culpa grave del Juez o Magistrado, 
o de funcionarios de la Administración de 
Justicia, la Administración del Estado po- 
drá repetir contra los mismos. 

Dicha responsabilidad se exigirá por la 
Administración, representada por el Abo- 
gado del Estado, ante el Tribunal compe- 
tente, por los cauces del proceso declara- 
tivo que corresponda. En este proceso será 
siempre parte el Ministerio Fiscal. 

Artículo 300 

Lo dispuesto en los artículos anteriores 
no obstará a la exigencia de responsabi- 
lidad civil a los Jueces y Magistrados, por 
los particulares, con arreglo a lo dispues- 
to en esta ley. 

LIBRO TERCERO 

De los Jueces y Magistrados 

TITULO PRIMERO 

De la C m r a  Judicial y de la provisión 
de destinos 

CAPITULO PRIMERO 

De la Carrera Judicial 

Artículo 301 

Sólo los Jueces y Magistrados que for- 
man la Carrera Judicial ejercerán las fun- 
ciones jurisdiccionales en los Juzgados y 
Tribunales de todo orden y grado que re- 
gula esta ley. 

También ejercen funciones jurisdiccio- 
nales, sin pertenecer a la Carrera Judicial, 
con sujeción al régimen establecido en esta 
ley, sin carácter de profesionalidad y con 
inamovilidad temporal, los Magistrados 
suplentes, los que sirven plazas de Jueces 
en régimen de provisión temporal, los Jue- 
ces de Paz y los de Distrito sustitutos. 

Artículo 302 

La Carrera Judicial consta de tres ca- 
tegorías: Magistrado del Tribunal Supre- 
mo, Magistrado y Juez. En la categoría de 
Juez habrá dos grados: Juez de ascenso y 
Juez de ingreso. 

Artículo 303 

El Consejo General del Poder Judicial 
aprobará cada cinco &os, como máximo, 
y. por períodos menores, cuando fuere ne- 
cesario, el escalafón de la Carrera Judi- 
cial, que será publicado en el BOLETÍN OFI- 
CIAL DEL ESTADO y comprenderá los datos 
personales y profesionales que se esta- 
blezcan reglamentariamen te. 

Los interesados podrán reclamar, en el 
plazo de un mes, las rectificaciones nece- 
sarias. 

CAPITULO SEGUNDO 

Del ingreso y ascenso en la 
Carrera Judicial 

Artículo 304 

El ingreso en la Carrera Judicial es por 
la categoría de Juez y en virtud de oposi- 
ción libre que se convocará, al menos, 
cada dos años, comprendiéndose en la con- 
vocatoria las plazas vacantes y un número 
adicional que permita atender a las nece- 
sidades hasta la oposición inmediata. 

Podrán, sin embargo, ingresar en la Ca- 
rrera Judicial por la categoría de Magis- 
trado del Tribunal Supremo, juristas de 
reconocida competencia en la forma y pro- 
porción establecidas en esta ley. 

Artículo 305 

Para ingresar en la Carrera Judicial se 
requiere: ser español y mayor de veintiun 
años; haber observado buena conducta 
ciudadana; ser licenciado en Derecho, y no 
estar incurso en ninguna de las causas de 
incapacidad o incompatibilidad absoluta 
que establece esta ley. 
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Artículo 306 

Están incapacitados para el ejercicio del 
cargo de Juez los impedidos física o in- 
telectualmente; los condenados por delito 
doloso mientras no hayan obtenido la re- 
habilitación; los procesados o inculpados 
por delito doloso en tanto no sean absuel- 
tos o se dicte auto de sobreseimiento; los 
sometidos a tutela los quebrados no reha- 
bilitados; los concursados mientras no 
sean declarados inculpables y los que hu- 
bieren ejecutado actos u omisiones que, 
aunque no punibles, les hagan desmere- 
cer el concepto público. 

Artículo 307 

El Tribunal censor de la5 oposiciones a 
ingreso en la Carrera Judicial se compon- 
drá de dos Magistrados del Tribunal Su- 
premo, uno de los cuales actuará como 
presidente, un Juez o Magistrado, un Fis- 
cal, un Catedrático de Universidad, de dis- 
ciplinas jurídicas, un Profesor del Centro 
de Estudios Judiciales y un Letrado de 
Justicia destinado en los órganos técnicos 
del Consejo General del Poder Judicial, que 
actuará como Secretario. 

Artículo 308 

Las normas por las que ha de regirse la 
oposición, los ejercicios y los programas, 
se aprobarán por el Consejo General del 
Poder Judicial, a propuesta del Centro de 
Estudios Judiciales. 

El nombramiento del Tribunal censor se 
hará por el Consejo General a propuesta 
de su Presidente, oído el Centro de Estu- 
dios Judiciales. 

Artículo 309 

El ingreso en la Carrera Judicial será 
por la categoría de Juez y grado de ingre- 
so. Sin embargo, podrá ingresarse por el 
grado de Juez de ascenso, con sujeción a lo 
que establecen los artículos siguientes. 

Artículo 310 

Para ingresar en la Carrera Judicial por 
el grado de Juez de Ascenso sera necesa- 
rio que el opositor alcance una puntuación 
por encima de la mínima que se fije re- 
glamentariamente y, además, que en el 
curso posterior del Centro de Estudios Ju- 
diciales obtenga la calificación de sufi- 
ciencia para este grado. En cada convoca- 
toria se fijará el número máximo de pla- 
zas destinadas al ingreso por el grado de 
ascenso. 

Quienes, superando la oposición, no al- 
cancen aquella puntuación, no obtengan 
la calificación de suficiencia para Juez de 
Ascenso o excedieren del número de pla- 
zas destinadas al ingreso por este grado, 
ingresarán por el de Juez de Ingreso, con 
sujeción a las normas generales. 

Podrán concurrir a la oposición los que 
ya pertenecieren a la Carrera Judicial con 
el grado de Juez de Ingreso, los cuales no 
tendrán que seguir curso alguno en el 
Centro de Estudios Judiciales. 

Artículo 311 

La mitad de las vacantes en el grado de 
Juez de Ascenso se cubrirán por antigüe- 
dad, ascendiendo los que tengan mejor 
puesto en el grado de ingreso; las restantes 
se reservarán para el ingreso o ascenso 
mediante oposición. 

Las plazas de Jueces de Ascenso reser- 
vadas al turno de oposición que quedaren 
sin proveer pasarán al turno de antigüe- 
dad. 

Artículo 312 

Los opositores aprobados seguirán un 
curso en el Centro de Estudios Judiciales y 
quienes lo superen serán nombrados Jue- 
ces de Ingreso o Ascenso, según proceda. 

Con el nombramiento, que se extenderá 
por el Consejo General del Poder Judicial, 
de Real Orden, y la toma de posesión, que- 
darán investidos de la condición de Jue- 
ces. 
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Artículo 313 

Los que no superen el curso podrán re- 
petirlo en el siguiente, al que se incorpo- 
rarán con la nueva promoción ocupandc 
los puestos inmediatamente anteriores al 
mejor situado como aspirante a Juez de 
Ingreso, sin perjuicio del que obtengan en 
el curso. 

Si tampoco superaren este curso, que- 
darán definitivamente excluidos y decaí- 
dos en la expectativa de ingreso en la Ca- 
rrera Judicial. 

Artícdo 314 

Las plazas que hubieren quedado va- 
cantes en los concursos serán ofrecidas a 
los aspirantes a Jueces, quienes elegirán 
con sujeción al orden que resultare tras de 
la superación del curso en el Centro de 
Estudios Judiciales. 

Artículo 315 

Los nombrados Jueces de Ingreso serán 
colocados en el escalafón por el orden de 
la propuesta hecha por el Centro de Es- 
tudios Judiciales, hasta donde hubiere 
puestos vacantes. 

Los que en oposición hubieren alcanza- 
do el grado de Juez de Ascenso serán co- 
locados en el Escalafón inmediatamente 
detrás del último Juez de este grado, con 
ocasión de vacante correspondiente a este 
turno. 

Los que no obtuvieren destino integra- 
rán el Cuerpo de Aspirantes y cubrirán, 
por su orden, las vacantes que se pro- 
duzcan. 

'Artículo 316 

Podrá el Consejo General del Poder Ju- 
dicial, dentro de las previsiones presupues- 
tarias y previa consulta con el Gobierno, 
nombrar Jueces adjuntos de un Juzgado 
a los miembros del Cuerpo de Aspiran- 
tes. Se aplicará a los Jueces adjuntos el 
estatuto jurídico de la Carrera Judicial, y 

el régimen económico de los Jueces de In- 
greso. Serán nombrados con preferencia 
los aspirantes al grado de ascenso. 

Los Jueces adjuntos desempañarán, con 
plenitud de responsabilidad, el despacho y 
decisión de los asuntos que les fueren atri- 
buidos por el Juez titular, con aprobación 
de la Sala de Gobierno de la Audiencia. 

Artículo 317 

La promoción de la categoría de Juez a 
la de Magistrado será por un doble tur- 
no: mejor puesto en el escalafón y prue- 
bas selectivas. De cada tres vacantes que 
se produzcan en la categoría de Magis- 
trado, dos se proveerán con los Jueces que 
ocuparen el primer lugar en el escalafón 
dentro de esta categoría y una por medio 
de puebas selectivas, entre Jueces que hu- 
bieren alcanzado el grado de ascenso, y 
hubieren prestado dos años de servicios en 
el mismo. 

Artículo 318 

Las pruebas selectivas, a que se refie- 
re el artículo anterior, tendrán lugar en el 
Centro de Estudios Judiciales y tenderán a 
apreciar las condiciones de madurez y pro- 
fundidad jurídicas de los aspirantes, así 
:omo sus conocimientos en las distintas 
ramas del Derecho. Podrán consistir en la 
realización de estudios; superación de cur- 
30s; elaboración de dictámenes o resolucio- 
nes y su defensa ante el Tribunal; expo- 
sición de temas y contestación a las obser- 
faciones que el Tribunal formule; o en 
itros ejercicios similares. Las normas por 
as que han de regirse estas pruebas, los 
2jercicios y, en su caso, los programas se 
3probarán por el Consejo General del Po- 
ier Judicial, ofdo el Centro de Estudios 
iudiciales. 

2rticulo 319 

El Tribunal censor de las pruebas selec- 
ivas será nombrado por al Consejo Gene- 
-al del Poder Judicial y se compondrá de 
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un Magistrado del Tribunal Supremo, que 
actuará como Presidente, dos Magistrados 
o Magistrados del Tribunal Supremo, el 
Director del Centro de Estudios Judiciales, 
dos Catedráticos de Universidad, de disci- 
plinas jurídicas, que ejerzan la Abogacía; 
un miembro de la Carrera Fiscal, un Le- 
trado del Consejo de Estado y el Secreta- 
rio del Centro de Estudios Judiciales, que 
actuará como Secretario del Tribunal. 

CAPITULO TERCERO 

Del nombramiento juramento y posesión 
de los Jueces y Magistrados 

Artículo 320 

Los Jueces y los Magistrados que sirvan 
Juzgados serán nombrados, de Real Or- 
den, por el Consejo General del Poder Ju- 
dicial. 

Los Magistrados y los Presidentes serán 
nombrados por Real Despacho, a pro- 
puesta de dicho Consejo. 

La presentación a Real Despacho se hará 
por el Ministro de Justicia, que refren- 
dará el nombramiento. 

Artículo 321 

Los nombramientos se remitirán al Pre- 
sidente del Tribunal Supremo o al Presi- 
dente de la Audiencia Nacional o Terri- 
torial a la que corresponda dar o mandar 
dar posesión a los nombrados. 

También se comunicarán a éstos y a los 
Presidentes del Tribunal o Audiencia de 
su destino anterior. 

Artículo 322 

Los Presidentes de las Audiencias y el 
del Tribunal Supremo, en sus casos res- 
pectivos, mandarán pasar al Ministerio 
Fiscal los nombramientos para que emita 
dictamen acerca de si han sido hechos con 
arreglo a la Constitución y a la ley. 

Una vez que el Ministeric Fiscal hubie- 
re informado, el Presidente dará cuenta 

sl Tribunal Pleno, el cual, si encontrare 
legal el nombramiento, acordará su cum- 
plimiento. 

Artículo 323 

Si considerase que el nombramiento no 
es conforme a la Constitución o a la ley, 
o que el nombrado está incurso en causa 
de incompatibilidad para ejercer en el Juz- 
gado o Tribunal al que h2 sido destinado, 
suspenderá su cumplimiento y, en el mis- 
mo día o al siguiente, expondrá al Conse- 
jo General del Poder Judicial los motivos 
que le hayan llevado a la suspensión. 

El Consejo General, en reunión del Ple- 
no, considerará la exposición del Tribunal 
y decidirá según proceda. Podrá el Con- 
sejo declarar nulo el nombramiento, u or- 
denar que se cumpla. 

El Tribunal cumplirá la decisión del 
Consejo General. 

Artículo 324 

El Tribunal Pleno, al tiempo de acor- 
dar que se cumpla el nombramiento, or- 
denará que preste el juramento, cuando 
proceda, y tome posesión de su cargo el 
nombrado. 

Artículo 325 

Los miembros de la Carrera Judicial 
prestarán, antes de posesionarse del pri- 
mes destino, el siguiente juramento: 

.Juro guardar y hacer guardar en todo 
tiempo la Constitución y las leyes, lealtad 
a la Corona, administrar recta e impar- 
cial justicia y cumplir mis deberes judi- 
ciales, frente a todos, con la ayuda de 
Dios.. 

El juramento podrá ser sustituido por 
promesa sin forma religiosa de asevera- 
ción solemne. 

Artículo 326 

Los Presidentes, Magistrados y Jueces 
se presentarán a tomar posesión de sus 
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respectivos cargos dentro de los veinti 
días naturales siguientes al de la fechi 
de publicación de sus nombramientos. Loi 
destinados en la misma población en quc 
hubieran servido el cargo anterior, lo ha 
rán dentro de los cinco días. Los Juece! 
que hayan de jurar el cargo tomarán PO 
sesión dentro de los tres días siguientes a 
del juramento y nunca fuera de los plazo: 
de veinte o cinco días establecidos en estc 
artículo. 

Podrá el Consejo General modificar es- 
tos plazos, mediando justa causa. 

Artículo 327 

La posesión del Presidente y de los Pre- 
sidentes de Sala y Magistrados del Tribu- 
nal Supremo y de las Audiencias se hará 
ante el Tribunal al que fueren destinados, 
constituido en pleno y en audiencia pú- 
blica, con asistencia del Ministerio Fiscal 
y representación de los Jueces de la po- 
blación y de las Juntas de Gobierno de los 
Colegios de Abogados y Procuradores y a 
presencia de los Secretarios y del perso- 
nal auxiliar. 

En el mismo acto prestarán el juramen- 
to los que fueren nombrados Magistrados 
del Tribunal Supremo sin haber pertene- 
cido con anterioridad a la Carrera Ju- 
dicial. 

Artículo 328 

Los Jueces prestarán el juramento, cuan- 
do proceda, ante la Sala de Gobierno de 
la Audiencia a que pertenezca el Juzgado 
para el que hayan sido nombrados. 

El acto será público y a él serán convo- 
cadas representaciones de los Jueces de la 
población, del Ministerio Fiscal, de los Se- 
cretarios, del personal auxiliar y de los 
Colegios de Abogados y de Procuradores. 

La posesión será en el Juzgado al que 
fueren destinados, en audiencia pública, y 
con asistencia del personal del Juzgado. 

Dará la posesión al Juez que estuviere 
ejerciendo la jurisdicción. 

Artículo 329 

El que dejare de presentarse a prestar 
juramento y tomar posesión se entenderá 
que renuncia al cargo, si es que fuere el 
primer destino en la Carrera. 

Del mismo modo se entenderá que re- 
nuncia al cargo y a la Carrera Judicial, el 
que dejare de presentarse, tratándose de 
destino ulterior, si la demora fuere por 
más de diez días, sin perjuicio de la res- 
ponsabilidad en que hubiere incurrido. 

El Presidente de la Audiencia o Tribunal 
dará cuenta al Consejo General del jura- 
mento y posesión o, en su caso, del trans- 
curso del tiempo sin hacerlo. 

Artículo 330 

Si concurriere justo impedimento en la 
lalta de presentación, podrá ser rehabili- 
;ado el renunciante. La  rehabilitación se 
wordará por el Consejo General, a solici- 
,ud del interesado y con audiencia del Mi- 
iisterio Fiscal. 

En tal caso, el rehabilitado deberá pre- 
ientarse a prestar juramento y posesio- 
larse de su cargo en el plazo que se le se- 
iale, que no podrá ser superior a la mi- 
ad del plazo normal. 

Si la plaza a la que fuere destinado hu- 
)iere sido cubierta, será destinado a la que 
!lija, de las correspondientes a su catego- 
ía y para la que reúna las condiciones le- 
;ales, que hubiere quedado desierta en 
oncurso. En otro caso, ser& destinado for- 
OSO. 

krtículo 331 

Los Jueces y Magistrados destinados a 
wvicios o departamentos del Consejo Ge- 
eral del Poder Judicial tomarán posesión 
n la forma, en el tiempo y ante la auto- 
idad que establezcan las normas por las 
ue se rige dicho Consejo. 
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CAPITULO CUARTO 

De la provisión de plazas en los Juzgados 
y en las Audiencias 

Artículo 332 

L a  provisión de destinos en la Carrera 
Judicial se hará por concurso, salvo los 
de Presidentes de las Audiencias Territo- 
riales, Presidente de la Audiencia Nacio- 
nal y Presidentes de Sala y Magistrados 
del Tribunal Supremo. 

Los concursos serán siempre objeto de 
convocatoria pública y se ajustarán a las 
condiciones y criterios selectivos que esta- 
blece esta ley. 

Artículo 333 

No podrán concursar los electos, los que 
llevasen menos de un año en destino al 
que hiibieren tenido acceso voluntaria- 
mente, los que se encontraren en una si- 
tuación de las previstas en esta ley que se 
lo impida y los Presidentes de las Audien- 
cias Territoriales, en tanto no fueren auto- 
rizados por el Consejo General. 

Artículo 334 

La ley que fije la planta de los Tribu- 
nales clasificará los Juzgados de Partido 
y de Distrito atendiendo principalmente 
al número de asuntos que tramiten y es- 
tablecerá el grado y, en su caso, categoría 
de los Jueces que deban servirlos. 

Artículo 335 

Los concursos para la provisión de Juz- 
gados de Partido y de Distrito se resolverán 
en favor de quienes, ostentando la cate- 
goría y grado necesarios, tengan mejor 
puesto en el escalafón. 

Los convocados para la provisión de 
Juzgados especializados en un orden ju- 
risdiccional, o con competencia exclusiva 
en materias de vigilancia penintenciaria 
o de menores, se resolverán en favor de 
quienes ostentando la categoría y grado 

necesarios, estén en posesión de diploma 
de especialización expedido por el Centro 
de Estudios Judiciales, o hayan prestado, 
al menos, cinco años de servicios en ór- 
ganos especializados en el orden j uris- 
diccional o en Juzgados con competencia 
exclusiva en dichas materias, con prefe- 
rencia entre unos y otros del que ocupe el 
mejor puesto escalafonal. A falta de quie- 
nes reúnan dichas condiciones, se aten- 
derá al mejor puesto en el escalafón. 

Artículo 336 

Las plazas de Magistrado de las Salas 
de las Audiencias Territoriales y las de 
Presidentes y Magistrados de las Secciones 
de las Audiencias Provinciales. se provee- 
rán entre Magistrados que estén en po- 
sesión de diploma de especialización ex- 
pedido por el Centro de Estudios Judiciales 
o hayan prestado, al menos, ocho años de 
servicios en órganos especializados en el 
orden jurisdiccional a que corresponda la 
vacante, con preferencia, entre unos y 
otros, del que ocupe el mejor puesto esca- 
lafonal. A falta de quienes reúnan dichas 
condiciones, se atenderá al mejor puesto 
en el escalafón. 

Cuando se trate de destinos en la Au- 
diencia Nacional, se requerirá, para la con- 
sideración de los diplomas de especializa- 
ción, que sus titulares hayan prestado 
cinco d o s  de servicio en la categoría de 
Magistrado. 

Artículo 337 

Los diplomas de especialización en los 
distintos órdenes jurisdiccionales o ma- 
terias de la competencia exclusiva de de- 
terminados Juzgados, se expedirán por el 
Centro de Estudios Judiciales a los Jueces 
y Magistrados que superen las pruebas 
convocadas al efecto. Las pruebas se ce- 
lebrarán anualmente y comprenderán la 
apreciación de los méritos alegados por los 
participantes y la superación de ejercicios 
prácticos y teóricos de las disciplinas pro- 
pias de la especialidad de que se trate. 

Las pruebas serán calificadas por un 
Tribunal presidido por el Director del Cen- 
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tro de Estudios Judiciales y compuesto por 
un Magistrado del Tribunal Supremo, de 
la Sala correspondiente a. la especialidad 
de que se trate, un Magistrado que posea 
diploma de especialización y haya prestado 
diez años de servicos en órganos espe- 
cializados en el orden jurisdiccional al 
que corresponda la especialidad, un profe- 
sor del Centro, dos Catedráticos de Univer- 
sidad de disciplinas propias de la especia- 
lidad de que se trate y un Letrado de Jus- 
ticia que actuará como Secretario. Los 
miembros del Tribunal serán designados 
por la Comisión Permanente del Consejo 
General del Poder Judicial. 

Artículo 338 

Cuando los diplomas de especialización 
en el orden jurisdiccional civil, otorgados 
por el Centro de Estudios Judiciales, acre- 
diten expresamente los especiales cono- 
cimientos de sus titulares en el derecho 
civil foral propio de una Comunidad Autó- 
noma, éstos tendrán preferencia en los 
concursos convocados para la provisión 
de las plazas de Magistrados de las Salas 
de lo Civil con sede en el territorio de la 
Comunidad de que se trate. 

Artículo 339 

Las plazas que quedaren vacantes por 
falta de solicitantes se proveerán por los 
que sean promovidos o asciendan a la ca- 
tegoría o grado necesarios, con arreglo al 
turno que corresponda. 

Articulo 340 

Las plazas de Presidentes de Sala de las 
Audiencias Territoriales y de Presidentes 
de Audiencias Provinciales se proveerán 
entre Magistrados que hubieren prestado 
ocho años de servicos en Salas o Secciones 
del orden jurisdiccional de que se trate 
y se hallen destinados en las mismas al 
tiempo de concursar. 
Los concursos se resolverán a favor de 

los que, reuniendo las condiciones ante- 
dichas, y no teniendo tacha de insuficien- 

cia para cargos presidenciales, ocuparen 
mejor puesto en el escalafón. 

Artículo 341 

El Consejo General del Poder Judicial, 
a propuesta de su Presidente y previo 
informe de la Sección de Calificación, PO 
drá declarar la insuficiencia de un Ma- 
gistrado para cargos presidenciales. 

La declaración será notificada al inte- 
resado y podrá revisarse de oficio o a so- 
licitud de aquél, cada tres &os. 

Los Presidentes de las Audiencias Te- 
ritoriales, y de los Tribunales Superiores 
de Justicia, se nombrarán entre Magistra- 
dos que reúnan la categoría y demás con- 
diciones que establezca la ley para cada 
uno de dichos cargos. 

El Consejo General elegirá discrecional- 
mente entre los que reúnan condiciones 
para el cargo. 

Artículo 343 

Los Presidentes de las Audiencias Terri- 
toriales y de los Tribunales Superiores de 
Justicia cesarán por alguna de las causas 
siguientes: 1.") por dimisión, aceptada por 
el Consejo General; 2.") por dejar de aten- 
der diligentemente los deberes del cargo; 
3.") por observar, dentro o fuera del ejer- 
cicio de las funciones judiciales, una con- 
ducta contraria al respeto o confianza que 
debe inspirar su cargo. 

Cesarán también por las causas aplica- 
bles a los demb Jueces y Magistrados. 

Artículo 344 

Los Presidentes de Audiencia Territorial 
que cesaren en su cargo, continuando en 
activo servicio, deberán participar en el 
primer concurso que se convoque para cu- 
brir plazas de su categoría. 

Si no obtuvieren destino, quedarán ads- 
critos a la Audiencia Territorial de Ma- 
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drid, o a la que, oído el interesado, decida 
el Consejo General, hasta que obtengan 
plaza en propiedad, a cuyo fin deberán 
participar en todos los concursos que se 
anuncien para cubrir plazas de su catego- 
ría. En otro caso, el Consejo podrá des- 
tinarlos con carácter forzoso. 

Artículo 345 

Las Presidencias de las Salas de la Au- 
diencia Nacional se cubrirán entre Ma- 
gistrados del Tribunal Supremo proceden- 
tes de las Salas del orden jurisdiccional en 
que se haya producido la vacante. 

El Consejo General del Poder Judicial 
elegirá discrecionalmente entre los que 
reúnan condiciones para el cargo. 

Si no hubiera candidatos para las pre- 
sidencias, o no reunieran éstos las cualida- 
des requeridas, se proveerán aquéllas en- 
tre Magistrados, en la forma y con sujeción 
a lo dispuesto para la promoción a. Ma- 
gistrado del Tribunal Supremo. 

Artículo 346 

La Presidencia de la Audiencia Nacional 
se proeverá entre Magistrados del Tribu- 
nal Supremo con tres años de servicios 
prestados en la categoría. 

El Consejo General elegirá discrecional- 
mente entre los que reúnan condicione: 
para el cargo. 

CAPITULO QUINTO 

De la provisión de plazas en el Tribuna 
Supremo 

Artículo 347 

Las Presidencias de las Salas del Tri 
bunal Supremo se proveerán por el Con 
sejo General del Poder Judicial entre Ma 
gistradoc de dicho Tribunal que cuente] 
con tres años de servicios en la catega 
ría y reúnan condiciones para el cargc 

irtículo 348 

De cada cinco plazas de Magistrados de 
:ada una de las Salas del Tribunal Su- 
remo, cuatro se proveerán entre miem- 
)ros de la Carera Judicial con diez años, 
11 menos, de servicios en la categoría de 
víagistrado y no menos de veinte en la 
Zarrera, que no hayan sido sancionados 
lisciplinariamente o que, de haberlo sido, 
,engan cancelada la correspondiente ano- 
,ación, y la quinta entre juristas de pres- 
;igio, con más de veinte años de ejercicio 
wof esional. 

Artículo 349 

De cada cuatro plazas reservadas a la 
Carrera Judicial corresponderán: 

a) Tres a Magistrados que hubieran 
prestado diez años de servicios en órganos 
especializados en el orden jurisdiccional 
propio de la Sala de que se trate. 

B) La cuarta a Magistrados que, ha- 
biendo prestado cinco años de servicios 
en dichos órganos, tengan diploma de es- 
pecialización expedido por el Centros de 
Estudios Judiciales. 

En la provisión se atenderá al grupo al 
que perteneciera el que hubiere causado 
la vacante. 

Artículo 350 

Podrán ser nombrados Magistrados del 
Tribunal Supremo los juristas de prestigio 
que cumplan también alguna de las con- 
diciones siguientes: 

1) Para la Sala de lo Civil: ser Cate- 
drático de Universidad de disciplinas ju- 
rídicas; haber ejercido la abogacía asi- 
duamente ante las Salas de lo Civil de las 
Audiencias o del Tribunal Supremo, al 
menos, durante diez años; ser Fiscal de Sa- 
la o Fiscal del Tribunal Supremo; ser No- 
tario, Registrador de la Propiedad, Letrado 
de Justicia o Secretario Judicial. 

2) Para la Sala de lo Penal: ser Cate- 
drático de Universidad de disciplinas de 
Derecho Penal o de Derecho Procesal; ha- 
ber ejercido la abogacía asiduamente ante 
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la Sala de lo Pena del Tribunal 

Los miembros de la Carrera Judicial que 
pretendan la promoción a la categoría de 
Magistrado del Tribunal Supremo, la soli- 
citarán del Consejo General del Poder 
Judicial. La petición será escrita, expre- , 

sando la Sala o Salas a las que se pre- 
tenda ser promovido y una reseña circuns- 
tanciada de las condiciones, servicios y 
méritos del candidato. 

Supremc 
al menos, durante diez años; pertenecer a 
Ministerio Fiscal, ser Auditor de los Cuer 
pos Jurídicos del Ejército, Marina o Aire 
o Secretario Judicial. 
31 Para las Salas de lo Contencioso-Ad 

ministrativo ser Catedrático de Universi 
dad de Derecho Político o Constitucional 
Derecho Administrativo, Hacienda Públi 
ca, Derecho Financiero, Derecho Fiscal ( 

Derecho Procesal; haber ejercido asidua 
mente la abogacía ante las Salas de 1( 
Contencioso - Administrativo de las Au 
diencias o del Tribunal Supremo, al me 
nos, durante diez años; ser Letrado de' 
Tribunal Constitucional del Consejo de Es 
tado, de las Cortes, o del Cuerpo Técnicc 
de Letrados de Justicia ser Abogado de 
Estado, Inspector Financiero y Tributario 
escala directiva, Secretario de Adminis- 
tración Local de primera categoría, Audi- 
tor de los Cuerpos Jurídicos del Ejército, 
Marina o Aire, o Secretario Judicial. 

Para la Sala de lo Social: ser Cate- 
drático de Universidad de las disciplinas 
de Derecho del Trabajo o de la Seguridad 
Social; haber ejercido asiduamente la abo- 
gacila ante el orden jurisdiccional social, 
al menos, durante diez años; ser Fiscal de 
Sala o Fiscal del Tribunal Supremo, G Se- 
cretario Judicial. 

4) 

Artículo 351 

Cuando el número de Magistrados de 
una Sala no sea múltiple de cinco, se adju- 
dicará una plaza más al grupo B) y, en su 
caso, al A) ,  ambos del artículo 349, y al 
de juristas prestigiosos, sucesivamente, por 
este orden. 

Artículo 352 

Sección de Calificación del Consejo 
recibirá la solicitud y la estudiará, comple- 
tará e informará a los efectos de la ela- 
boración de las propuestas de candidatos 
a Magistrados del Tribunal Supremo que 
haga al Pleno del Consejo. 

Mientras la solicitud no sea revocada se 
entenderá que se mantiene la petición de 
promoción. 

Artículo 353 

La Sección de Calificación del Consejo 
General deberá emitir una propuesta ra- 
zonada, apreciando los méritos de los can- 
didatos de la Carrera Judicial a la cate- 
goría de Magistrados del Tribunal Supre- 
mo, en la que se relacionen los que reúnan 
las condiciones exigidas y, a su criterio, las 
mejores cualidades para la promoción. 

Asimismo formará relación de los juris- 
tas prestigiosos que reúnan condiciones 
?ara desempeñar el cargo de Magistrado 
le1 Tribunal Supremo y, cuando se pro-. 
luzca vacante, elevará propuesta ram- 
lada, en la que incluirá, al menos, tres 
:andidatos. 

El Pleno del Consejo General resolverá 
;obre los que deban ser promovidos. 

Wículo 354 

Los Magistrados del Tribunal Supremo 
lue cubran plaza fuera de este Tribu- 
&, podrán, transcurridos dos años desde 
!l nombramiento, solictar el cese en aqué- 
la y su incorporación al Tribunal Su- 
remo. 
Solicitado el cese serán destinados a la 

rimera vacante de las reservadas a la 
:arrera Judicial, que se produzca en la 
tala de la que procedan. En su caso, se 
establecerá la composición, en la provi- 
ión inmediata siguietne en que fuere po- 
ible. 
Cuando hubieren sido promovidos a la 

Ettegoría de Magistrado del Tribunal Su- 
premo para cubrir plaza fuera de dicho 
Tribunal, serán destinados a la primera 
vacante de las reservadas a la Carrera Ju- 
dicial para la que reunieren las condicio- 
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nes legales en el tiempo en que fueron 
nombrados Magistrados del Tribunal Su- 
premo. 

Artículo 355 

A quienes tuvieren acceso al Tribunal 
Supremo sin pertenecer con anterioridad 
a la Carrera Judicial, se les reconocerá, a 
efectos económicos, veinte años de servi- 
cios en la Carrera Judicial. 

Artículo 356 

A los efectos de lo dispuesto en este Ca- 
pítulo y en el Capítulo cuarto de este Ti- 
tulo, el Consejo General del Poder Judicial, 
a propuesta razonada de la Sección de Ca- 
lificación determinará en qué orden juris- 
diccional deben computarse los servicios 
prestados en destinos que no sean de Juz- 
gado o Sala, 

Los prestados en Juzgados de Vigilancia 
Penitenciaria o de Menores, se computarán 
en el orden jurisdiccional penal. 

CAPITULO SEXTO 

De la situación de los Jueces y Magistrados 

Artículo 357 

Los Jueces y Magistrados pueden ha- 
llarse en alguna de las situaciones si- 
guientes: 

1. Servicio activo. 
2. Excedencia, en sus diversas modali- 

dades. 
3. Supernumerario. 
4. Suspensión. 

Los Jueces y Magistrados se encuentran 
en situación de servicio activo cuando ocu- 
pan plaza corespondiente a la Carrera Ju- 
dicial o les ha sido conferida comisión de 
servicio con carácter temporal, 

Artículo 359 

Sólo podrán conferirse comisiones de 
servicio a los Jueces y Magistrados para 
participar en misiones de cooperación ju- 
rídica internacional o para prestar servi- 
cios en el Ministerio de Justicia, en el Con- 
sejo General del Poder Judicial o en otro 
Juzgado o Tribunal. Sólo podrán conferir- 
se para servir plazas en el Tribunal Su- 
premo, cuando l a  titulares de las mismas 
se encuentren en situación de excedencia 
especial, hasta tanto se reintegren aqué- 
llos a sus respectivos destinos. Reintegrado 
el titular se producirá el cese automático 
de quién ocupare su plaza en comisión de 
servicio. 

Las comisiones de servicio requerirán, en 
todo caso, la conformidad previa del inte- 
resado para todo el período para el que se 
hiciere el nombramiento en comisión. 

Artículo 360 

La excedencia puede ser especial, forzosa 
o voluntaria. 

Artículo 361 

Se considerará en situación de exceden- 
cia especial al Juez o Magistrado que sea 
nombrado Presidente del Tribunal Supre- 
mo, Fiscal General del Estado, Magistrado 
del Tribunal Constitucional, Defensor del 
Pueblo, Presidente del Tribunal de Cuen- 
tas, o, por Real Decreto, para cargo no 
permanente del Ministerio de Justicia. 

A quienes desempeñen cualquiera de es- 
tos cargos se les reservará la plaza y se les 
computará, a todos los efectos, el tiempo 
transcurrido en la situacidn de excedencia 
especial, pero dejarán de percibir sus re- 
tribuciones básicas y complementarías, a 
no ser que renunciaren a las correspon- 
dientes al cargo para el que fueran desig- 
nados. 

También quedarán en situación de exce- 
dencia especial quienes se hallaren pres- 
tando el servicio militar. 
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A los que se encuentren en esta situa- 
ción se les reservarh la plaza y se les com- 
putará, a todos los efectos, el tiempo trans- 
currido en esta situación, pero no tendrán 
derecho a retribución alguna por el cargo 
judicial. 

Articulo 363 

La excedencia forzosa se producirá por 
supresión de la plaza de que sea titular el 
Juez o Magistrado, cuando signifique el 
cese obligado en el servicio activo. 

Los excedentes forzosos tendrán derecho 
a percibir las retribuciones básicas y por 
razón de familia y al abono, a todos los 
efectos, del tiempo transcurrido en dicha 
situación. 

El Consejo General del Poder Judicial 
podrá disponer, cuando las necesidades de 
la Administración de Justicia lo exijan, la 
reincorporación obligatoria a plaza de 
cualquier categoría de quién se halle en 
situación de excedencia forzosa. 

Articulo 364 

Procederá declarar la excedencia volun- 
taria, a petición del Juez o Magistrado, en 
los siguientes casos: 

Cuando pertenezca a otro Cuerpo 
o sea titular de otra plaza del Estado, de la 
Administración autonómica o de la Admi- 
nistración Local y esté en ellos en la si- 
tuación de activo, supernumerario o exce- 
dente, en sus modalidades especial o for- 
zosa. 
bl Por interés particular. En este caso, 

la concesión de la excedencia voluntaria 
quedará subordinada a las necesidades de 
la Administración de Justicia y el intere- 
sado deberá permanecer como mínimo un 
año en dicha situación. 

Quienes se hallen en situación de exce- 
dencia voluntaria no devengarán derechos 
económicos, ni les será computable, a 
efecto alguno, el tiempo pasado en esta si- 
tuación. 

La situación de excedencia voluntaria no 
podrá concederse cuando el que la solicite 
esté sometido a procedimento disciplinario 

a) 

o no haya cumplido la sanción que, con 
anterioridad, le hubiere sido impuesta. 

Artículo 365 

Los Jueces y Magistrados que en virtud 
del Real Decreto fueren nombrados para 
cargo político o de confianza de carácter 
no permanente deberán comunicar al Con- 
sejo General del Poder Judicial la acepta- 
ción o renuncia del cargo para el que 
hubieren sido nombrados dentro de los 
ocho días siguientes a la publicación del 
nombramiento en el «Bolet€n Oficial del 
Estado B. 

La aceptación o la toma de posesión del 
expresado cargo determinará automática- 
mente la excedencia voluntaria del nom- 
brado, con aplicación del régimen pres- 
crito en el articulo anterior, considerán- 
dose incluido en el apartado a) del mis- 
mo. 

Lo dispuesto en este artículo no será de 
aplicación a los cargos que dan lugar a la 
excedencia especial. 

Articulo 366 

Los excedentes especiales deberán incor- 
porarse a su plaza o a la que durante la 
situación de excedencia especial hubieren 
obtenido, dentro del plazo de veinte días, 
a contar desde el siguiente al del cese en 
el cargo o desde la fecha de licencia. De 
no hacerlo así pasarán automáticamente 
a la situación de excedencia voluntaria 
por interés particular. 

Artículo 367 

Los Jueces y Magistrados quedarán en 
situación de supernumerarios: 

a) Cuando sean nombrados Letrados 
del Tribunal Constitucional o Letrados de 
Justicia. 

b) Cuando pasen a prestar servicios en 
otro Cuerpo del Estado para el que, en vir- 
tud de lo dispuesto en una Ley, hayan si- 
do nombrados o designados precisamente 
por su condición de Jueces o Magistrados. 
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Mientras se encuentren en situación de 
supernumerarios, los Jueces y Magistra- 
dos no percibirán retribución alguna como 
tales y producirán vacante, que se prove- 
erá en forma ordinaria. Se reputarán a los 
demás efectos como en servicio activo. 

Artículo 368 

El Juez o Magistrado declarado sus- 
penso quedará privado temporalmente del 
ejercicio de sus funciones. 

La suspensión puede ser provisional o 
definitiva y tendrá lugar en los casos y 
en la forma establecidos en esta ley. 

Artículo 369 

El suspenso provisional tendrá derecho 
a percibir en esta situación el 75 por ciento 
de las retribuciones básicas y la totalidad 
de las retribuciones por razón familiar. 
No se les acreditará haber alguno en caso 
de incomparecencia o rebeldía. 

Artículo 370 

El tiempo de suspensión provisional que 
tenga su origen en un procedimiento dis- 
ciplinario no podrá exceder de cuatro me- 
ses, salvo caso de paralización de aquél 
imputable al interesado. Esta circunstan- 
cia determinará la pérdida de toda retri- 
bución hasta que el expediente sea re- 
suelto. 

Cuando la suspensión no sea declarada 
definitiva ni se acuerde la separación, el 
tiempo de duración de aquélla se compu- 
tará como de servicio activo y se acordará 
la inmediata reincorporación del suspen- 
so a su plaza, con reconocimiento de todos 
los derechos económicos y demás que pro- 
cedan desde la fecha de efecto de la sus- 
pensión. 

Artículo 371 

La suspensión tendrá carácter definitivo 
cuando se imponga en virtud de condena 
o como sanción disciplinaria. Será de abo- 
no el tiempo de suspensión provisional. 

La suspensión definitiva, impuesta co- 
mo condena o como sanción disciplinaria 
superior a seis meses, implicará la pérdida 
del destino y la vacante se cubrirá en for- 
ma ordinaria. 

En todo caso, la suspensión definitiva su- 
pondrá la privación de todos los derechos 
inherentes a la condición de Juez o Ma- 
gistrado hasta que, en su caso, fuere rein- 
tegrado el suspenso al servicio activo. 

Artículo 372 

El reingreso en el servicio activo de los 
excedentes forzosos se hará por orden de 
mayor tiempo en esta situación, sin nece- 
sidad de solicitud del interesado y con oca- 
sión de la primera vacante para la que 
reúna las condiciones legales. 

Artículo 373 

El reingreso en el servicio activo de los 
supernumerarios deberá ir precedido de 
solicitud dirigida al Consejo General del 
Poder Judicial, presentada dentro de los 
diez días siguientes al cese en el cargo que 
viniere sirviendo. El transcurso de este 
plazo, sin que el Juez o Magistrado solicite 
el reingreso o la declaración de la nueva 
situación que pudiera corresponderle, mo- 
tivará la declaración de excedencia vo- 
luntaria por interés particular, con efectos 
de la fecha del cese en la plaza que viniere 
sirviendo. 

El cese del supernumerario deberá ser 
comunicado, por la Autoridad de quien 
dependiere, al Consejo General del Poder 
Judicial, que solicitará de ésta la remisión 
de copia autorizada del expediente del 
mismo. 

Artfculo 374 

El reingreso de los excedentes volunta- 
rios deberá ir precedido de solicitud diri- 
gida al Consejo General del Poder Judicial. 

Reglamentariamente se establecerán los 
documentos que deberán acompañarse y 
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los informes que, en su caso, deban ser in- 
teresados, según que la excedencia volun- 
taria sea o no por interés particular. 

Artículo 375 

Los supensos definitivamente deberán 
solicitar el reingreso al servicio activo en 
el plazo de diez días desde la finalización 
del período de suspensión. El transcurso 
de este plazo sin que el interesado solicite 
el reingreso motivará la declaración de 
excedencia voluntaria por interés particu- 
lar, con efectos desde la fecha en que fina- 
lizará el período de suspensión. 

Reglamentariamente se establecerán los 
documentos que deberán acompañarse y 
los informes que deban ser solicitados. 

Artículo 376 

El reingreso de los supernumerarios, ex- 
cedentes voluntarios y suspensos exigirá 
declaración de aptitud por el Consejo Ge- 
neral que se ajustará a lo prevenido en 
esta ley sobre condiciones que deben reu- 
nirse para el ingreso en la Carrera Judi- 
cial. 

Artículo 377 

Los que deban reingresar al servicio ac- 
tivo serán destinados a la primera vacante 
para cuya provisión reúnan las condicio- 
nes necesarias, cuando la misma no sea 
de las que deben proveerse mediante con- 
curso. 

En otro caso, deberán participar en 
cuantos concursos se anuncien para la 
provisión de plazas de su categoría y gra- 
do, hasta obtener destino en propiedad. Si 
no lo hiciera quedará sin efecto la decla- 
ración de aptitud y, de no estar ya en ella, 
serán declarados en situación de exceden- 
cia voluntaria por interés particular. 

Los excedentes forzosos gozarán de pre- 
ferencia, por una sola vez, para ocupar va- 
cante en la población donde servían cuan- 
do se produjo el cese en el servicio activo. 

Artículo 378 

La concurrencia de peticiones para la 
adjudicación de vacantes, cualquiera que 
fuere el sistema de su provisión, entre 
quienes deban reingresar al servicio acti- 
vo, se resolverá por el siguiente orden de 
prelación: 

1." Excedentes forzosos. 
2." Supernumerarios. 
3." Suspensos. 
4." Excedentes voluntarios. 

CAPITULO SEPTIMO 

De las licencias y permisos 

Artículo 379 

Los Jueces y Magistrados residirán en 
la población donde tenga su sede el Juz- 
gado o Tribunal que sirvan y no podrán 
ausentarse de la circunscripción en que 
ejerzan sus funciones, excepto cuando lo 
exija el cumplimiento de sus deberes ju- 
diciales o usen de licencia o permiso. 

Artículo 380 

Tendrán derecho los Jueces y Magistra- 
dos a un permiso anual de un mes de va- 
caciones. 

Los Presidentes de Sala y Magistrados 
del Tribunal Supremo y los Presidentes, 
Presidentes de Sala y Magistrados de la 
Audiencia Nacional y de las Audiencias 
Territoriales disfrutarán de este permiso 
durante el mes de agosto; se exceptúan 
aquellos a quienes corresponda formar la 
Sala prevista en el artículo 164. 

Lo dispuesto en el párrafo anterior será 
aplicable a los Jueces que sirvan su des- 
tino en poblaciones en las que existan más 
de cinco Juzgados del mismo orden juris- 
diccional; se exceptúan aquellos a quie- 
nes corresponda atender dichos Juzgados 
durante el mes de agosto. 
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Artículo 381 

El permiso anual de vacaciones podrá 
denegarse para el tiempo en que se soli- 
cite cuando por los asuntos pendientes en 
un Juzgado o Tribunal, o por la acumula- 
ción de peticiones de licencias en el terri- 
torio, o por otras circunstancias excepcio- 
nales, pudiera perjudicarse el regular fun- 
cionamiento de la administración de jus- 
ticia. 

Artículo 382 

Los Jueces y Magistrados tendrán dere- 
cho a licencias por razón de matrimonio, 
en caso de embarazo o enfermedad y se 
les podrá conceder tambi6n para realizar 
estudios relacionados con la función judi- 
cial o para asuntos propios. 

También tendrán derecho a un permiso 
de hasta diez días cuando cambien de des- 
tino a distinta población; y a seis permisos 
de tres días cada uno, los Jueces de Par- 
tido en aquellas poblaciones donde ppr 
existir un solo Juzgado se encuentren en 
situación de guardia permanente. 

Artículo 383 

El que se hallare enfermo y no pudiera 
asistir al despacho, lo comunicará al Pre- 
sidente del Tribunal Supremo o al Presi- 
dente de la Audiencia y solicitará licencia 
acreditando la enfermedad y la previsión 
médica sobre el tiempo preciso para el res- 
tablecimien to. 

Artículo 384 

Las licencias por enfermedad, transcu- 
rrido el sexto mes, sólo darán derecho al 
percibo de las retribuciones básicas y por 
razón de familia, sin perjuicio de su com- 
plemento, en lo que corresponda, con arre- 
glo al Régimen de Seguridad Social apli- 
cable. 

Las licencias para realizar estudios da- 
rán derecho a percibir las retribuciones 
básicas y por razón de familia y las otor- 

gadas para asuntos propios lo seran sin 
retribución alguna. 

Las licencias por enfermedad, hasta el 
sexto mes inclusive, y las demás licencias 
y permisos, no afectarán al régimen retri- 
butivo de quien los disfrute o los haya ob- 
tenido. 

Artículo 385 

Cuando circunstancias excepcionales lo 
impongan, podrá suspenderse el disfrute 
de las licencias o de los permisos, ordenán- 
dose a los Jueces y Magistrados la' incor- 
poración al Juzgado o Tribunal. 

Artículo 386 

Reglamentariamente se determinará a 
quién corresponde otorgar las licencias y 
permisos, así como su duración en cuanto 
no esté establecido en esta ley, y se desa- 
rrollará su régimen jurídico con sujeción 
a lo establecido en este capítulo. 

TITULO SEGUNDO 

De la independencia judicial 

CAPITULO PRIMERO 

De la inamovilidad de los Jueces 
y Magistrados 

Artículo 387 

Gozarán de inamovilidad los Jueces y 
Magistrados que desempeñen cargos judi- 
ciales para los que hayan sido nombrados 
sin limitación de tiempo. 

Los que hayan sido nombrados por pla- 
zo determinado gozarán de inamovilidad 
sólo por ese tiempo. 

Los casos de renuncia, excedencia, tras- 
lado voluntario y promoción se regirán por 
sus normas específicas, establecidas en es- 
ta ley. 
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Artículo 388 

Procede de derecho la separación de los 
Jueces y Magistrados por sentencia en que 
ésta se declre. 

Los Tribunales que dictaren estas sen- 
tencias remitirán testimonio de ellas al 
Consejo General del Poder Judicial, una 
vez hubieren ganado firmeza. 

Artículo 389 

Los Jueces y Magistrados serán separa- 
dos por el Consejo General del Poder Ju- 
dicial: 

1 . O  Cuando perdieren la nacionalidad 
española. 

2." Cuando fueren sometidos a tutela, 
salvo que proceda su jubilación. 
3." Cuando fueren declarados culpables 

en concurso de acreedores. 
4.0 Cuando fueren condenados por de- 

litos que comprometan la dignidad de la 
función judicial. 

En todos estos casos, la separación se 
acordará, previo expediente, con interven- 
ción del Ministerio Fiscal. 

Artículo 390 

Los que hubieren sido separados de la 
Carrera judicial por alguna de las causas 
previstas en esta ley podrán solicitar del 
Consejo General del Poder Judicial su re- 
habilitación. 

No podrá solicitarse la rehabilitación 
antes de haber transcurrido seis años a 
partir del acuerdo de separación. 

Lo establecido en el párrafo anterior no 
es aplicable a los que hubieren sido sepa- 
rados o tenidos por renunciantes por falta 
de posesión o ausencia injustificada, quie- 
nes podrán solicitar la rehabilitación en 
cualquier tiempo. 

Artículo 391 

La rehabilitación se concederá por el 
Consejo General del Poder Judicial valo- 

rando las circunstancias de todo orden 
concurrentes en la conducta del interesa- 
do, cuando se acredite el cese definitivo o 
la inexistencia, en su caso, de la causa que 
dio lugar a la separación y pueda espe- 
rarse un escrupuloso cumplimiento de los 
deberes judiciales por parte de aquél. 

Los que hubieren sido separados por ra- 
zón de delito deberán justificar que tienen 
extinguida la responsabilidad penal y ci- 
vil y que les han sido cancelados los ante- 
cedentes penales. 

Si la rehabilitación se denegare, no po- 
drá iniciarse nuevo procedimiento de re- 
habilitación en los seis años siguientes. 

Artículo 392 
El Juez o Magistrado que hubiere sido 

rehabilitado será destinado, con carácter 
Forzoso, a plaza de su categoría y grado 
iudicial, siempre que hubiere quedado de- 
sierta o no hubiere solicitante con mejor 
derecho. 

Artículo 393 
La suspensión de los Jueces y Magistra- 

ios sólo tendrá lugar en los casos si- 
guientes: 

1. Cuando se hubiere declarado haber 
.ugar a proceder criminalmente contra 
?llos por delitos cometidos en el ejercicio 
le sus funciones. 

2. Cuando por cualquier otro delito se 
iubiere dictado contra ellos auto de pri- 
sión o de libertad bajo fianza. 
3. Cuando se decretare disciplinaria- 

nente, ya con carácter provisional, ya de- 
'initivo. 

4. Por sentencia firme condenatoria en 
que se imponga como pena principal o ac- 
xesoria la de suspensión, cuando no pre 
2ediere la separación. 
5. Cuando se presentaren o fueren de- 

:larada en concurso de acreedores. 

irticulo 394 

En los supuestos de los dos primeros nú- 
neros del artículo anterior y del quinto, el 
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Juez o Tribunal que conociera de la causa 
o del concurso lo comunicará al Consejo 
General del Poder Judicial, quien hará 
efectiva la suspensión, previa audiencia 
del Ministerio Fiscal. 

En el caso del número cuarto, el Tribu- 
nal remitirá testimonio de la sentencia al 
Consejo General del Poder Judicial. 

La suspensión durará, en los casos pri- 
mero y segundo del artículo anterior, has- 
ta que recaiga en la causa sentencia a b s e  
íutoria o auto de sobreseimiento. En los 
demás casos, por todo el tiempo a que se 
extienda la pena, sanción o medida cau- 
telar. 

Artículo 395 

Los Jueces y Magistrados podrán ser 
trasladados: 

1. Por disidencias graves con los demás 
Magistrados que compongan el Tribunal 
de que formaren parte. 

2. Por manifiesta ineptitud para el de- 
sempeño de la plaza en que se hallaren. 

3. Cuando, por causas a ellos imputa- 
bles, tuvieren enfrentamientos graves con 
las autoridades de la circunscripción en 
que sirvieren, o provocaren situaciones de 
grave alteración pública. 

‘Articulo 396 

El traslado forzoso se acordará, en todo 
caso, por el Consejo General del Poder Ju- 
dicial en Pleno. 

Se hará a plaza de la categoría y grado 
que corresponda, respetando los criterios 
legales de provisión. 

Mientras subsigtan las circunstancia$ 
que motiven el traslado, no podrá el Juez 
o Magistrado concursar a una plaza a la 
que aquéllas afecten. 

Xrtículo 397 

Los Jueces y Magistrados sólo podrán 

1. Por edad. 
2. Por incapacidad permanente para el 

ser jubilados: 

ejercicio de sus funciones. 

3. A petición propia, siempre que hu- 
bieren cumplido la edad de sesenta y cinco 
años y llevaren más de cuarenta en situa- 
ción de servicio activo. 

Artículo 398 

La jubilación por edad es forzosa y se 
decretará automáticamente, cualquiera 
que sea la situación orgánica del Juez o 
Magistrado, con la antelación suficiente 
para que el cese en la función se produzca 
al cumplir la edad de setenta años. 

Artículo 399 

Cuando en un Juez o Magistrado se 
apreciare incapacidad permanente, la Sa- 
la de Gobierno respectiva, por si, a ins- 
tancia del Ministerio Fiscal o del intere- 
sado, dirigirá solicitud de jubilación al 
Consejo General del Poder Judicial. 

El procedimiento de jubilación por inca- 
capacidad permanente podrá ser iniciado, 
asimismo, por el Consejo General, de Ofi- 
cio o a instancia del Ministerio Fiscal. 

Los jubilados por incapacidad permanen- 
te podrán ser rehabilitados y volver al ser- 
vicio activo si acreditaren haber desapa- 
recido la causa que hubiere motivado la 
jubilación. 

Artículo 400 

Los procedimientos de seperación, tras- 
lado, jubilación por incapacidad perma- 
nente y rehabilitación se formarán con au- 
diencia del interesado e informe del Mi- 
nisterio Fiscal y de la Sala de Gobierno 
respectiva, sin perjuicio de las demás jzis- 
tificaciones que procedan, y se resolverán 
por el Consejo General del Poder Judicial. 

CAPITULO SEGUNDO 

De las incompatibiiidades y prohibiciones 

Artículo 401 

El cargo de Juez o Magistrado es incom- 
p a t ibl e : 
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1." Con el ejercicio de cualquier otra 

2." Con el de Diputado o Senador. 
3." Con cualquier cargo político o ad- 

ministrativo del Estado, de las Comunida- 
des Autónomas, de las Provincias y demás 
entidades locales, y organismos dependien- 
tes de cualquiera de ellos. 

4." Con los empleos de todas clases en 
los Tribunales y Juzgados de cualquier or- 
den jurisdiccional. 

5." Con todo empleo o actividad profe- 
sional, entrañe o no dependencia al servi- 
cio de un tercero, salvo la docencia. 

6." Con el ejercicio de toda actividad 
mercantil, por sí o por otro, o con el de- 
sempeño de cargo directivo, de gestión o 
representación administrativa o económi- 
ca en sociedades mercantiles o similares, 
aunque sean públicas. 

jurisdicción. 

Artículo 402 

Los que ejerciendo cualquier empleo, 
cargo o profesión de los expresados en el 
artículo anterior fueren nombrados Jue- 
ces o Magistrados, deberán optar en el pla- 
zo de ocho días por uno u otro cargo o 
cesar en el ejercicio de la actividad in- 
compatible. 

Quienes no hicieren uso de dicha opción 
en el indicado plazo, se entenderá que re- 
nuncian al nombramiento judicial. 

Artículo 403 

No podrán pertenecer simultáneamente 
a una misma Sala o Sección de lo Penal, 
Magistrados que estuvieren unidos por 
vínculo matrimonial o tuvíeren parentesco 
entre sí dentro del segundo grado de con- 
sanguinidad o afinidad. 

Esta disposición será aplicable también 
al Presidente y Magistrados de la Audien- 
cia Nacional y a los Presidentes y Magis- 
trados de las Audiencias Territoriales, in- 
cluidas las Audiencias Provinciales depen- 
dientes de éstas. 

También lo será a los Presidentes y Ma- 
gistrados de la Sala de lo Penal de la Au- 
diencia Nacional y de las Audiencias Pro- 

vinciales respecto de los miembros del Mi- 
nisterio Fiscal destinados en las Fiscalías 
:orrespondientes a dichos Tribunales. Ex- 
zeptúanse los destinos de Presidentes de 
Sección y Magistrados en Audiencias Pro- 
vinciales en que existan cinco o más Sec- 
ciones. 

Artículo 404 

Lo dispuesto en el artículo anterior será 
aplicable: 

i .<'  Al Presidente de la Audiencia Na- 
cional y a los Jueces Centrales. 
2." A los Presidentes de las Audiencias 

Territoriales y a los Jueces del territorio. 
3." A los Presidentes y Magistrados de 

las Audiencias Provinciales y a los Jueces 
de Partido de la provincia con competen- 
cias penales, con excepción de las Audien- 
cias Provinciales que cuenten con cinco o 
más Secciones. 

4." A los Jueces de Partido y a los Jue- 
ces de Distrito dependientes de aquéllos, 
con excepción de los partidos en que exis- 
tan veinte o más Juzgados de Partido, 

5." A los Jueces de Partido con compe- 
tencias penales y a los de Distrito, respecto 
a los miembros del Ministerio Fiscal des- 
tinados en Fiscalías en cuya demarcación 
ejerzan su jurisdicción aquéllos, con la 
misma excepción del número anterior. 
6." A los Jueces respecto de los Secre- 

tarios y personal auxiliar que de ellos de- 
pendan. 

Artículo 405 

No podrán los Jueces y Magistrados de- 
sempeñar su cargo: 

1." En las Salas, Audiencias Provincia- 
les y Juzgados, donde ejerza habitualmen- 
te, como Abogado o Procurador, su cónyu- 
ge o un pariente dentro del segundo grado 
de consanguinidad o afinidad. Esta incom- 
patibilidad no será aplicable en las pobla- 
ciones donde existan veinte o más Juzga- 
dos de Partido. 
2." En una Audiencia Provincial o Juz- 

gado que comprenda dentro de su circuns- 
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cripción territorial una población en la 
que, por haber residido habitualmente en 
ella, por poseer bienes inmuebles en la 
misma o por otras causas, tengan arraigo 
que pueda obstaculizarles el imparcial 
ejercicio de la función jurisdiccional. Se 
exceptúan las poblaciones superiores a 
doscientos cincuenta mil habitantes. 

3." En una Audiencia o Juzgado en que 
hayan ejercido la Abogacía o el cargo de 
Procurador en los dos años anteriores a su 
nombramiento. 

4." En un Juzgado en que hubieren si- 
do Secretario, Oficial, Auxiliar o Agente 
Judicial. 

Artículo 406 

En los casos a que se refieren los tres 
artículos anteriores, quedará sin efecto el 
nombramiento del Juez o Magistrado in- 
compatible, quien será destinado con ca- 
rácter forzoso, sin jerjuicio de la respon- 
sabilidad disciplinaria en que hubiere po- 
dido incurrir. 

Cuando por una circunstancia cobreve- 
nida se reunieren en una misma Sala cón- 
yuges o parientes dentro del grado expre- 
sado en los artículos anteriores, podrá la 
Sala de Gobierno de la Audiencia o Tribu- 
nal dcstinarlos a Salas distintas. Si ello no 
fuere posible, se procederá al traslado for- 
zoso del último nombrado en plazo que no 
excederá de seis meses. 

Artículo 407 

No podrán los Jueces y Magistrados, por 
sí o formando parte de un Tribunal, mez- 
clarse directa ni indirectamente en asun- 
tos peculiares de la Administración Pú- 
blica, en cualquiera de sus esferas. 

Artículo 408 

Tampoco podrán dictar reglas o dispo- 
siciones de carácter general acerca de la 
aplicación e interpretación de las leyes. 

Podrán los Presidentes del Tribunal Su- 
premo, de la Audiencia Nacional y de las 

Audiencias Territoriales y, en su caso, las 
Salas de Gobierno, por conducto de aqué- 
llos, dirigir a los Juzgados y Tribunales a 
ellos inferiores, que estén comprendidos en 
su respectiva circunscripción, dentro del 
ámbito de sus competencias gubernativas, 
las prevenciones que estimen oportunas 
para la mejor administración de justicia, 
dando cuenta sin dilación al Tribunal Su- 
premo, en su caso, y directamente al Con- 
sejo General del Poder Judicial. 

Artículo 409 

No podrán los Jueces y Magistrados per- 
tenecer a partiaos políticos o sindicatos, ni 
ejercer actividad política de ningún tipo. 
En consecuencia, les estará prohibido: 

1." Dirigir a las Cortes Generales, al 
Poder Ejecutivo, a los Poderes de las Co- 
munidades Autónomas, a las Corporacio- 
nes públicas u oficiales, o a las Autorida- 
des o funcionarios de otros poderes, feli- 
citaciones o censuras por sus actos. 
2." Tomar en las elecciones legislativas 

o locales más parte que la de emitir su vo- 
to personal. Esto no obstante, ejercerán 
las funciones y cumplimentarán los debe- 
res inherentes a sus cargos. 

3." Tener empleo al servicio de partidos 
políticos o sindicatos. 

4." Tomar parte activa en reuniones o 
manifestaciones u otros actos de carácter 
político o sindical. 

5." Concurrir en cuerpo, de oficio o en 
traje de ceremonia, a actos públicos dis- 
tintos de los judiciales, sin más excepcio- 
nes que cuando tengan por objeto cumpli- 
mentar al Rey o los convoque o autorice 
el Consejo General del Poder Judicial. 

Artículo 410 

Tampoco podrán los Jueces y Magistra- 
dos revelar los hechos o noticias referen- 
tes a personas físicas o jurídicas de los que 
hayan tenido conocimiento en el ejercicio 
de sus funciones, infringiendo el deber de 
secreto profesional. 
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Artículo 411 

Los Jueces y Magistrados deberiin obser- 
var escrupulosamente las incompatibilida- 
des y prohibiciones establecidas en este ca- 
pítulo. 

Cuando pretendan ejercer cualquier ac- 
tividad que no esté declarada expresamen- 
te incompatible, deberán obtener la previa 
autorización del Consejo General del Po- 
der Judicial, que solicitarán por conducto 
y con informe del Presidente del Tribunal 
Supremo, del de la Audiencia Nacional o 
del de la Audiencia Territorial respectiva. 

La autorización se denegará, en todo ca- 
so, cuando la actividad de que se trate 
pueda impedir o menoscabar el estricto 
cumplimiento de los deberes del cargo ser- 
vido por el peticionario. 

CAPITULO TERCERO 

De la inmunidad judicial 

Artículo 412 

Los Jueces y Magistrados en servicio ac- 
tivo sólo podrán ser detenidos por orden 
de Juez competente o en caso de flagrante 
delito. En este último caso se tomarán las 
medidas de aseguramiento indispensables 
y se entregará inmediatamente al deteni- 
do al Juez de Partido más próximo. 

De toda detención se dará cuenta por el 
medio más rápido al Presidente del Tri- 
bunal Supremo y al Presidente de la Au- 
diencia Nacional o de la Audiencia Terri- 
torial de quien dependa el Juez o Magis- 
trado. Se tomarán por la Autoridad Ju- 
dicial que corresponda las prevenciones 
que procedan para atender a la sustitu- 
ción del detenido. 

Artículo 413 

Las Autoridades civiles y militares se 
abstendrán de intimar a los Jueces y Ma- 
gistrados y de citarlos para que comparez- 
can a su presencia dentro del territorio 
donde éstos ejerzan su jurisdicción. Cuan- 

do una Autoridad civil o militar precise de 
datos o declaraciones que pueda facilitar 
un Juez o Magistrado, y que no se refie- 
ran a su cargo o función, se solicitarán por 
escrito o se recibirán en el despacho ofi- 
cial de aquél, previo aviso. 

Cuando se trate de auxilio o cooperación 
por razón del cargo o de la función juris- 
diccional, se prestará sin tardanza, salvo 
que el acto a ejecutar no esté legalmente 
permitido o se perjudique la competencia 
propia del Juez o Tribunal. La denegación 
se comunicará a la Autoridad peticionaria 
con expresión suficiente de la razón que 
la justifique. 

Artículo 414 

Cuando en la instrucción de una causa 
penal fuere necesaria la declaración de 
un Juez o Magistrado, y ésta pudiera pres- 
tarse legalmente, no podrá excusarse aquél 
de hacerlo. Si la Autoridad judicial que 
hubiera de recibir la declaración fuere de 
categoría inferior, acudirá al domicilio o 
despacho oficial del Juez o Magistrado, 
previo aviso, señalándole día y hora. 

CAPITULO CUARTO 

De la independencia económica 

Artículo 415 

El Estado garantiza la independencia 
aconómica de los Jueces y Magistrados 
mediante una retribución adecuada a la 
dignidad de la función jurisdiccional. 

También garantizará un régimen de Se- 
guridad Social que proteja a los Jueces y 
Magistrados y a sus familiares durante el 
servicio activo y la jubilación. 

Artículo 416 

El régimen de retribuciones de los Jue- 
ces y Magistrados se regirá por ley, aten- 
diendo, para su fijación, a la exclusiva y 
plena dedicación a la función jurisdiccio- 
nal, a la categoría y grado, y al tiempo 
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de prestación de servicios. Se retribuirá, 
además, la responsabilidad del cargo y el 
puesto de trabajo. 

Artículo 417 

Junto a las demás partidas correspon- 
dientes a retribuciones de Jueces y Magis- 
trados, los Presupuestos Generales del Es- 
tado contendrán una consignación anual 
global para la dotación de los Jueces de 
provisión temporal, Jueces Adjuntos y de- 
más atenciones de personal judicial a que 
den lugar las exigencias de la Administra- 
ción de Justicia. 

TITULO TERCERO 

De la responsabilidad de los Jueces 
y Magistrados 

CAPITULO PRIMERO 

De la responsabilidad penal 

Artículo 418 

La responsabilidad penal de los Jueces y 
Magistrados por delitos o faltas cometidos 
en el ejercicio de las funciones de su cargo 
se exigirá conforme. a lo dispuesto en esta 
Ley. 

Artículo 419 

El juicio de responsabilidad penal contra 
Jueces y Magistrados sólo podrá incoarse 
por providencia del Tribunal competente o 
en virtud de querella del Ministerio Fiscal 
o del perjudicado u ofendido. 

Artículo 420 

Cuando el Tribunal Supremo, por razón 
de los pleitos o causas de que conozca o 
por cualquier otro medio, tuviere noticia 

de algún acto de Jueces o Magistrados que 
pueda calificarse de delito o falta, lo comu- 
nicará, oyendo previamente al Ministerio 
Fiscal, al Tribunal Competente, a los efec- 
tos de incoación de la causa. 

Lo mismo harán, en su caso, las Audien- 
cias. 

Artículo 421 

Cuando otras Autoridades Judiciales tu- 
vieren conocimiento, a través de las actua- 
ciones en que intervinieren de la posible 
comisión de un delito o falta por un Juez o 
Magistrado, lo comunicarán al Ministerio 
Fiscal, con remisión de los antecedentes 
necesarios. 

Artículo 422 

Cuando el Consejo General del Poder Ju- 
dicial, el Gobierno u otro órgano o autori- 
dad del Estado o de una Comunidad Autó- 
noma considere que un Juez o Magistrado 
ha incurrido en responsabilidad penal en 
el ejercicio de su cargo, se dirigirá al Mi- 
nisterio Fiscal poniendo en su conocimien- 
to los hechos de que se trate. 

Artículo 423 

El Ministerio Fiscal promoverá causa 
contra los Jueces y Magistrados cuando tu- 
viere conocimiento de la posible comisión 
por los mismos de un delito o falta en el 
ejercicio de sus cargos. 

Articulo 424 

Para que pueda incoarse causa con el 
objeto de exigir responsabilidad penal a 
Jueces o Magistrados, por virtud de quere- 
ila del perjudicado u ofendido, deberá pro- 
ceder un antejuicio con arreglo a los trá- 
mites que establecen las leyes procesales 
y la declaración de haber lugar a proceder 
contra ellos. 

Del antejuicio conocerá el mismo Tri- 
nal que, en su caso, deba conocer la causa. 
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CAPITULO SEGUNDO 

De la responsabiiidad civil 

Articulo 425 

Los Jueces y Magistrados responderán 
civilmente por los daños y perjuicios que 
causaren cuando en el desempeño de sus 
funciones, incurrieren en culpa o negligen- 
cia grave. 

Artículo 426 

La responsabilidad civil solamente podrá 
exigirse a instancia de la parte perjudica- 
da o de sus causahabientes, en el juicio de- 
clarativo ordinario que corresponda. 

Artículo 427 

La demanda de responsabilidad civil no 
podrá interponerse hasta que sea firme la 
resolución que ponga fin al pleito o causa 
en que se suponga producido el agravio, 
ni por quien no haya reclamado oportuna- 
mente en el mismo, pudiendo hacerlo. 

En ningun caso la sentencia pronuncia- 
da en el juicio de responsabilidad civil al- 
terará la resolución firme recaída en el 
pleito o causa. 

CAPITULO TERCERO 

De la responsabilidad disciplinaria 

Artículo 428 

Los Jueces y Magistrados están sujetos 
a responsabilidad disciplinaria en los ca- 
sos y con las garantías establecidas en es- 
te capítulo. 

Esta responsabilidad no obstará a la que 
los Jueces y Tribunales deben exigir por 
las infracciones cometidas por sus infe- 
riores en los pleitos o causas de que CD. 
nozcan aquéiios, conforme a lo dispuesto 
en la ley. 

Artículo 429 

La responsabilidad disciplinaria sólo po- 
drá exigirse por la Autoridad competente, 
mediante el procedimiento establecido en 
este capítulo, iniciado por decisión de 
aquélla, por sí, a instancia del agraviado, 
en virtud de orden judicial superior o a 
iniciativa del Ministerio Fiscal. 

Artículo 430 

Las faltas cometidas por los Jueces y Ma- 
gistrados en el ejercicio de sus cargos 
podrán ser leves, graves y muy graves. 

Las fa l tas  leves prescribirán al mes; las 
graves, a los tres meses, y las muy gra- 
ves, a los seis meses. 

Artículo 431 

Se considerarán faltas muy graves: 

1. L a  conducta viciosa o irregular que 
comprometa la dignidad de la función ju- 
dicial. 

2. La infracción- de las incompatibili- 
dades absolutas establecidas en la pre- 
sente ley. 
3. La intromisión, dirigiendo órdenes o 

presiones de cualquier tipo, en la aplica- 
ción o interpretación de las leyes que co- 
rresponda a los inferiores en el orden je- 
rárquico. 

El abandono o el retraso injustifica- 
do y reiterado en el desempeño de la fun- 
ción judicial. 

5. La ausencia injustificada, por más de 
diez días, del lugar en que se presten ser- 
vicios, cuando no constituya delito. 

6. La reiteración o reincidencia en la 
comisión de faltas graves. 

4. 

Artículo 432 

Se considerarán faltas graves: 

1. L a  faita de respeto ostensible a los 
superiores en el orden jerárquico, en su 
presencia, en escrito que se les dirija o con 
publicidad. 
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2. La infracción de las incompatibili- 
dades relativas o prohibiciones estableci- 
das en la presente ley. 
3. Dejar de promover la exigencia de la 

responsabilidad penal o disciplinaria que 
proceda a los Secretarios y personal auxi- 
liar subordinado, cuando conocieren o de- 
bieren conocer el incumplimiento por los 
mismos de los deberes que les correspon- 
den. 

4. La ausencia injustificada por más de 
tres días del lugar en que se presten ser- 
vicios. 
5. La aprobación o censura de la apli- 

cación o interpretación de las leyes hecha 
por otros Juzgados o Tribunales, fuera de 
los casos de recurso previstos en la ley. 

6. El exceso o abuso de autoridad res- 
pecto a los Secretarios y Auxiliares de los 
Juzgados y Tribunales y a los particulares 
que acudieren a los mismos en cualquier 
concepto. 

7. La reiteración o reincidencia en la 
comisión de faltas leves. 

8. Las restantes infracciones de los de- 
beres inherentes a la condición de Juez 
o Magistrado, establecidos en la presente 
ley, cuando merecieren la calificación de 
graves antendidos la intencionalidad del 
hecho, su trascendencia para la Adminis- 
tración de Justicia y el quebranto sufrido 
por la dignidad de la función judicial. 

Artículo 433 

Se considerarán faltas leves: 

1. La falta de respeto a los superiores 
jerárquicos que no constituya falta grave. 
2. La desconsideración con los iguales 

o inferiores en la jerarquía judicial, con 
los Abogados, Procuradores y miembros 
del Ministerio Fiscal, con los Secretarios 
y Auxiliares de los Juzgados y Tribunales 
o con los particulares que acudieren a los 
mismos en cualquier concepto. 
3. El retraso en el despacho de los asun- 

tos o en su resolución cuando no consti- 
tuya falta más grave. 

4. La inasistencia injustificada a los 
juicios o vistas que estuvieren señalados, 
cuando no constituya falta más grave. 

5. La ausencia injustificada por menos 
de tres días del lugar en que presten ser- 
vicios. 

8. La simple recomendación de cuales- 
quiera asuntos de que conozcan los Juz- 
gados y Tribunales. 
7. Las restantes infracciones de los de- 

beres propios de su cargo o la negligen- 
cia en el cumplimiento de los mismos, 
cuando no merecieren la calificación de 
graves. 

Artículo 434 

Las sanciones que se pueden imponer a 
los Jueces y Magistrados por las faltas co- 
metidas en el ejercicio de sus cargos son: 

1. Advertencia. 
2. Reprensión. 
3. Multa de hasta cincuenta mil pese- 

tas. 
4. Suspensión de un mes a un año. 
5. Separación. 

Las faltas leves sólo podrán sancionarse 
con advertencia o reprensión; las graves 
con reprensión o multa, y las muy graves 
con suspensión o separación. 

Artículo 435 

Serán competentes para la imposición 
de sanciones: 

1. Para imponer las de advertencia y 
reprensión, el Presidente del Tribunal Su- 
premo y los Presidentes de la Audiencia 
Nacional y de las Audiencias Territoriales, 
a los Jueces y Magistrados dependientes 
de 106 mismos. 

2. Para imponer la de multa, las Salas 
de gobierno del Tribunal Supremo, de la 
Audiencia Nacional y de las Audiencias 
Territoriales, respectivamente, a los Jueces 
y Magistrados dependientes de cada una 
de ellas. 
3. Para imponer la de suspensión, la 

Sección Disciplinaria del Consejo General 
del Poder Judicial. 

4. Para imponer la de separación, el 
Pleno del Consejo General. 
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Artículo 436 

L a  sanción de advertencia se impondrá 
sin más trámite que la audiencia del inte- 
resado, previa, de considerarse necesario, 
una sumaria información. 
Las restantes sanciones deberán ser im- 

puestas por el procedimiento establecido 
en los artículos siguientes. 

Artículo 437 

El procedimiento disciplinario se inicia- 
rá por acuerdo de la Sala de gobierno o 
Presidente que deban conocer del mismo, 
o, en su caso, del Consejo General del 
Poder Judicial. En el acto que mande ini- 
ciar el procedimiento se designará un Ins- 
tructor de igual categoría, al menos, y 
superior antigüedad a las de aquél contra 
el que se dirija el procedimiento. A pro- 
puesta del Instructor se designará un Se- 
cretario de la misma categoría que el su- 
jeto a procedimiento. 

Artículo 438 

El Instructor podrá proponer a la Sec- 
ción Disciplinaria del Consejo General, la 
suspensidn provisional de aquél contra el 
que se dirija el procedimiento. La propues- 
ta se hará por conducto del Presidente o 
de la Sala de gobierno, en su caso, y de- 
berá ser oído el Ministerio Fiscal y, si 
fuere posible, el interesado. Sólo podrán 
acordarse cuando aparezcan indicios ra- 
cionales de la comisión de una falta muy 
grave. 

Artículo 439 

El Instructor practicará cuantas pruebas 
y actuaciones conduzcan al esclarecimien- 
to de los hechos y a determinar la respon- 
sabilidad, con intervención del Ministerio 
Fiscal y, en su caso, del interesado. 

A la vista de aquéllas, el Instructor for- 
mulará, si procediere, pliego de cargos, 
en el que se expondrán los hechos impu- 
tados. El pliego de cargos se notificará al 
interesado para que pueda contestarlo en 

el plazo de ocho días y proponer la prueba 
que precise, cuya pertinencia será califi- 
cada por el Instructor. 

Cumplido lo anterior, el instructor con 
audiencia del Ministerio Fiscal formulará 
propuesta de resolución, de la que se dará 
traslado al interesado por plazo de ocho 
días. Evacuado dicho trámite, o transcu- 
rrido el plazo para ello, se remitirá lo ac- 
tuado a la Autoridad que hubiere orde- 
nado iniciar el procedimiento para la deci- 
sión que proceda. Cuando esta Autoridad 
entienda procedente una sanción que no 
este dentro de su competencia, elevará 
el procedimento, con su propuesta, a la 
que sea competente. 

Podrán las Autoridades competentes de- 
volver el expediente al Instructor para que 
formule pliego de cargos, comprenda otros 
hechos en el mismo o complete la ins- 
trucción. 

La duración del procedimiento sanci+ 
nador no excederá de cuatro meses. Cuan- 
do, por razones excepcionales, se prolon- 
gase por mayor plazo, el Instructor deberá 
dar cuenta cada diez días del estado de su 
tramitación y de las circunstancias que 
impiden su conclusión a la Autoridad que 
hubiere mandado proceder. 

Artículo 440 

El Consejo General del Poder Judicial y 
los Presidentes y Salas de gobierno podrán 
acordar la práctica de una información 
reservada acerca de hechos determinados, 
designando Instructor y Secretario con 
los mismos requisitos señalados para los 
del procedimiento disciplinario. 

La iniciación de la información reser- 
vada interrumpirá la prescripción de la 
posible falta. 

Artículo 441 

Las sanciones disciplinarias serán ano- 
tadas en el expediente personai del inte- 
resado, con expresión de los hecha impu- 
tados. 

La Autoridad que las impusiere cuidará 
le  que se cumpla lo anterior. 
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Artículo 442 

La anotación de la sanción de adverten- 
cia quedará cancelada por el transcurso 
del plazo de un año desde que adquirió 
firmeza, si durante ese tiempo no hubiere 
dada lugar el sancionado a otro procedi- 
miento disciplinario que termine con la 
imposición de sanción. 

La anotación de las restantes sanciones, 
con excepción de la separación, podrán 
cancelarse, a instancia del interesado y 
oído el Ministerio Fiscal, cuando hayan 
transcurrido, al menos, uno, dos o seis 
años desde la imposición firme de la  san- 
ción, según que se trate de falta leve, gra- 
ve o muy grave y se acredite que durante 
este tiempo se han cumplido escrupulosa- 
mente los deberes judiciales. 

La cancelación borrará el antecedente a 
todos los efectos, incluso a los de aprecia- 
ción de reincidencia o reiteración. 

TITULO CUARTO 

De los Jueces en régimen de provisión 
temporal 

Artículo 443 

Podrán cubrirse en régimen de provi- 
sión temporal las vacantes de Jueces que 
resulten desiertas en los concursos de tras- 
lado y no puedan ser provistas hasta que 
se celebren nuevas oposiciones a ingreso 
en la Carrera Judicial. 

Artículo 444 

Las Salas de Gobierno de las Audiencias 
Territoriales y, en su caso, las de los Tri- 
bunales Superiores de Justicia, pondera- 
rán si los órganos jurisdiccionales vacan- 
tes puedan ser servidos adecuadamente 
mediante los mecanismos ordinarios de 
sustitución, prórrogas de jurisdicción o co- 
misiones de servicio, o si éstos son insufi- 
cientes para asegurar su regular funcio- 
namiento. En este supuesto, elevarán al 
Consejo General del Poder Judicial una re- 

lación de los Juzgados que exijan su pro- 
visión temporal inmediata. en unión de in- 
forme razonado que lo justifique. 

Artículo 445 

El Consejo General, valorando dicho in- 
forme y todos los antecedentes de que dis- 
ponga o estime necesario recabar, deci- 
dira si procede o no utilizar la aplicación 
del régimen extraordinario de provisión 
regulado en este título, comunicando su 
decisión a la Sala de Gobierno correspon- 
diente. 

Artículo 446 

Cuando se autorizare este régimen de 
provisión, la Sala de Gobierno de la Au- 
diencia Territorial o del Tribunal Superior 
de Justicia, donde éste exista, designará a 
quienes deban cubrir temporalmente los 
Juzgados vacantes. Los designados debe- 
rán ser personas idóneas que reúnan los 
requisitos exigidos para el ingreso en la 
Carrera Judicial y el de no hallarse incur- 
sas en ninguna de las incapacidades, in- 
compatibilidades y prohibiciones previstas 
en esta ley para los Jueces y Magistrados, 
en cuanto les sean de aplicación. 

De los nombramientos efectuados se 
dará cuenta al Consejo General, que los 
dejará sin efecto si no se ajustaren a la ley. 

Artículo 447 

Los nombrados Jueces con carácter tem- 
poral quedarán sujetos, durante el tiempo 
en que desempeñaren dichos cargos, al es- 
tatuto jurídico de los miembros de la Ca- 
rrera Judicial y tendrán derecho a per- 
cibir las mismas remuneraciones señala- 
das para éstos en los Presupuestos Gene- 
ra le1 Estado, salvo las previstas por ra- 
zón de antigüedad. 

Los nombramientos se harán por un año. 

Artículo 448 

Quienes ocuparen plazas judiciales en 
régimen de provisión temporal cesarán: 
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1. Por transcurso del plazo que el que 
fueron nombrados. 

2. Por dimisión, aceptada por la Sala de 
Gobierno que los nombró. 
3. Por decisión de dicha Sala, cuando 

incurrieren en alguna de las causas de in- 
capacidad, incompatibilidad o prohibición 
establecidas en esta ley, previa una su- 
maria información con audiencia del in- 
teresado y del Ministerio Fiscal. 

4. Por acuerdo de aquélla, cuando de- 
jaren de atender diligentemente los de- 
beres de su cargo, con las mismas garan- 
tías en cuanto a procedimiento estable- 
cidas en el número anterior. 

5. Cuando fuere nombrado un Juez ti- 
tular para la plaza servida en régimen de 
provisión temporal. 

Los ceses, cualquiera que fuere la cau- 
sa que los determine, se comunicarán al 
Consejo General del Poder Judicial. 

LIBRO CUARTO 

De las personas e instituciones que 
cooperan con la Administración de 

Justicia y de los que la auxilian 

TITULO PRIMERO 

Del Ministerio Fiscal 

Artículo 449 

El Ministerio Fiscal time por misión pro- 
mover la acción de la justicia en defensa 
de la legalidad, de los derechos de los ciu- 
dadanos y del interés público tutelado por 
la ley, de oficio o a petición de los intere- 
sado, así como velar por la independen- 
cia de los Tribunales y procurar antes és- 
tos la satisfacción del interés social. 

Artículo 450 

El Ministerio Fiscal, situado en el marco 
constitucional del Poder Judicial, ejercerá 
sus funciones, en el ámbito de la Admi- 
nistración de Justicia, conforme a los prin- 
cipios de unidad de actuación y dependen- 

cia jerárquica, y con sujeción, en todo 
caso, a los de legalidad e imparcialidad. 

Artículo 451 

En el cumplimiento de su misión corres- 
ponde al Ministerio Fiscal ejercitar las ac- 
ciones e interponer los recursos que pro- 
cedan en defensa de la legalidad; inter- 
venir en los procesos de amparo de los de- 
rechos fundamentales y libertades públi- 
cas; actuar como órgano de investigación 
en el proceso penal; ejercitar las faculta- 
des previstas en esta ley en defensa de la 
independencia de los Tribunales; velar por 
que no queden sin ejecución las resolucio- 
nes judiciales que afecten al interés pú- 
blico y las demás funciones que le atri- 
buya la ley. 

Artículo 452 

El Ministerio Fiscal ejerce sus funciones 
por medio de órganos propios. 

El Estatuto del Ministerio Fiscal esta- 
blecerá su organización, adecuada al cum- 
plimiento de las funciones señaladas en 
la presente ley, y ordenará el régimen ju- 
rídico de sus miembros a los que serán de 
aplicación, en lo que corresponda, las in- 
capacidades, incompatibilidades y prohibi- 
ciones establecidas por los Jueces y Ma- 
gistrados. 

TITULO SEGUNDO 

De la Policía Judicial 

Artículo 453 

La función de policía judicial compren- 
de el auxilio a los Juzgados y Tribunales 
y al Ministerio Fiscal en la averiguación 
de los delitos y en el descubrimiento y 
aseguramiento de los delincuentes. Esta 
función competerá, cuando fueren reque- 
ridos para prestarla, a todos los miem- 
bros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguri- 
dad del Estado y a quienes ostenten la 
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condición de Xutoridad o Agente de la 
misma. 

Artículo 454 

Se establecerán unidades de Policía Ju- 
dicial que realicen la labor. investigadora 
y de asistencia policial a los Jueces, Tri- 
bunales y Ministerio Fiscal, con adscrip- 
ción permanente a éstos. Estas unidades 
dependerán funcionalmente de las Áuto- 
ridades Judiciales y Fiscales. 

Por ley se fijará la arganización de es- 
tas unidades y los medios de selección y 
régimen jurídico de sus miembros. 

‘Artículo 455 

Corresponden específicamente a las uni- 
dades de Policía Judicial las siguientes 
funciones: 

1. La averiguación acerca de los au- 
tores y circunstancias de los hechos de- 
lictivos. 

2. El auxilio a la Autoridad Judicial 
y Fiscal en cuantas actuaciones deba rea- 
lizar fuera de su sede y requieran la pre- 
sencia policial. 
3. La realización material de las ac- 

tuaciones, que exijan el ejercicio de la 
coacción y ordenare la Autoridad Judi- 
ciai o Fiscal. 

4. La garantía del cumplimiento de las 
órdenes y resoluciones de la Autoridad Ju- 
dicial o Fiscal. 

5. La aprehensión, conducción y custo- 
dia provisional de las personas detenidas 
por orden judicial o fiscal. 

6. Cualesquiera otras en que sea nece- 
saria su cooperación o auxilio, y les or- 
denare la Autoridad Judicial o Fiscal. 

‘Artículo 456 

En las funciones de investigación penal, 
la Policía Judicial actuará bajo la direc- 
ción del Ministerio Fiscal, cursando a tra- 
vés del mismo los atestados que instruya. 

TITULO TERCERO 

De los Abogados y Procuradores 

Artículo 457 

La defensa ante los Juzgados y Tribu- 
nales corresponde exclusivamente a los 
Abogados en toda clase de procesos, sal- 
vo cuando la ley autoriza a las partes para 
asumir su propia defensa. 

Artículo 458 

En su actuación ante los Juzgados y Tri- 
bunales, los Abogados son libres e inde- 
pendientes y tienen los deberes de hones- 
tidad, veracidad y lealtad. 

No podrán ser obligado9 a declarar so- 
bre hechos o noticias que conozcan por ra- 
zón de la defensa que les haya sido enco- 
mendada o solicitada. 

Artículo 459 

La representación ante los Juzgados y 
Tribunales compete a los Procuradores, sin 
perjuicio de que las leyes autoricen a las 
partes a comparecer por sí o a encomen- 
dar su representación a un Xbogado. 

Artículo 460 

La colegiación será requisito indispensa- 
ble para actuar como Abogado o Procura- 
dor ante los Juzgados y Tribunales a que 
se refiere la presente ley. 

Los Consejos Generales y los Colegios 
de Abogados y Procuradores se regirán 
por sus propios Estatutos, manteniendo su 
competencia en sus respectivos territorios. 

Artículo 461 

Las partes podrán designar libremente 
a sus representantes y defensores entre los 
Procuradores y Ábogados que reúnan los 
requisitos exigidos en las leyes. 

Se designarán de oficio a quien lo so- 
licite o acredite insuficiencia de recursos 
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para litigar con arreglo a lo que en aqué- 
llas se establece. 

‘Artículo 462 

Se garantiza la asistencia de Abogado 
en los términos que las leyes establezcan. 

‘Artículo 463 

Los Abogados y Procuradores actuarán 
personalmente ante los Juzgados y Tribu- 
nales; pero podrán encomendar la prác- 
tica de las gestiones de trámite a sus pa- 
santes y, en casos justificados, encargar 
su sustitución a compañeros de profesión, 
a no ser que la parte expresamente lo 
prohíba. 

Artículo 464 

Los Abogados y Procuradores están su- 
jetos en el ejercicio de su profesión a res- 
ponsabilidad civil, penal y disciplinaria, 
según proceda. 

Las correcciones disciplinarias por su 
actuación ante los Juzgados y Tribuna- 
les se regirán por lo establecido en esta ley 
y en las leyes procesales. La responsabili- 
dad disciplinaria por su conducta profe- 
sional compete declararla a los correspon- 
‘dientes Colegios y Consejos, conforme a 
sus Estatutos. 

TITULO CUARTO 

De la defensa y representación del Estado 

Artículo 465 

La defensa y representación del Estado 
ante los Juzgados y Tribunales correspon- 
de a los Abogados del Estado. 

La de los entes locales, Comunidades 
Autónomas y organismos dependientes de 
los mismos o de la Xdministración del Es- 
tado, podrá corresponder a sus propios 
Letrados, o a los Abogados del Estado, en 
los supuestos en que las leyes lo autoricen. 

7 -  

También podrán encomendar defensa a 
cualquier profesional de la abogacía. 

Artículo 466 

En los procesos en que sea parte deman- 
dada la Administración Pública serán de 
aplicación las siguientes reglas: 

1. Una vez admitida la demanda, el 
Juez o Tribunal podrá acordar de oficio, 
o cualquiera de las partes, incluido el re- 
presentante de aquélla, solicitar que se 
traiga a los autos el expediente adminis- 
trativo o una copia autorizada del mismo. 
El expediente, o su copia, se reclamará del 
órgano competente, que deberá remitirlo 
dentro del plazo de veinte días. 

2. En el recurso contencioso-adminis- 
trativo se aplicará lo dispuesto en la ley 
que lo regula. 
3. No se suspenderá el procedimiento 

en espera de que el Abogado del Estado o 
de otra entidad pública reciba instruccio- 
nes. 

4. Las notificaciones a los Abogados del 
Estado se harán en su despacho, si lo tu- 
vieren en la propia sede del Juzgado o Tri- 
bunal y, en su defecto, por correo con acu- 
se de recibo. Los despachos serán cursados 
de oficio, salvo cuando la ley autorice otra 
cosa a petición de aquéllos. 

TITULO QUINTO 

Del Cuerpo Técnico de Letrados de Justicia 

Artículo 407 

El Cuerpo Técnico de Letrados ae Jus- 
ticia tendrá a su cargo, además de las fun- 
ciones de estudio, informe y propuesta de 
carácter técnico y jurídico especial, en 
cuantos asuntos se le encomienden y sean 
de la competencia del Ministerio de Jus- 
ticia, la asistencia al Consejo General del 
Poder Judicial en el ejercicio de sus com- 
petencias en materia de personal y ges- 
tión. 

Estará equiparado a la Carrera Judicial 
y sometido al estatuto jurídico de los Jue- 
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ces y Magistrados, con las especialidades 
que se contienen en este título. 

Artículo 468 

El ingreso en el Cuerpo de Letrados de 
Justicia se verificará por concurso de mé- 
ritos. 

De cada dos plazas, una se proveerá en- 
tre miembros de las Carreras Judicial o 
Fiscal y la otra entre miembros de los 
Cuerpos de funcionarios que pueden acce- 
der a las Salas del Tribunal Supremo por 
el turno de jurista de prestigio. Las va- 
cantes que resulten desiertas por cualquie- 
ra de estos turnos acreceran al otro. 

Un Tribunal calificador, presidido por el 
Subsecretario de Justicia e integrado por 
seis vocales designados paritariamente por 
el Consejo General del Poder Judicial y por 
el Ministro de Justicia, seleccionará a los 
aspirantes que estime más calificados y 
propondrá su nombramiento al titular del 
Departamento. 

Los nombrados Letrados de Justicia que- 
darán en situación de supernumerarios en 
su Carrera de origen, a la que podrán 
reintegrarse en cualquier momento, si bien 
para consolidar derechos en el Cuerpo ten- 
drán que haber prestado, al menos, tres 
años de servicio en el mismo. 

Artículo 469 

Las categorías de los Letrados de Justi- 
cia son: Letrado Superior, Letrado Mayor 
y Letrado, equiparadas, a efectos econó- 
micos y honoríficos, a Magistrado del Tri- 
bunal Supremo, Magistrado y Juez de As- 
censo, respectivamente. 

La promoción a la categoría de Letrado 
Superior tendrá lugar entre Letrados Ma- 
yores que, sin nota desfavorable en su ex- 
pediente personal, hayan completado, al 
menos, veinte años de servicios en el Cuer- 
po. A este fin serán computables los pres- 
tados en la Carrera de origen. El Ministro 
de Justicia apreciando los méritos de cada 
uno elegirá libremente. 

La promoción a la categoría de Letrado 
Mayor se verificará por antiguedad de ser- 
vicios en el Cuerpo. 

Artículo 470 

Los Letrados de Justicia destinados en 
los órganos técnicos del Consejo General 
del Poder Judicial dependerán funcional- 
mente de éste y, de modo inmediato, de los 
directores de aquéllos y, en todo caso, del 
Secretario General. 

Cuando incurrieren en hechos que die- 
ren lugar a sanción disciplinaria, se les 
instruirá procedimiento con arreglo a lo 
prescrito en el Libro 111 de esta ley. 

Las sanciones de advertencia, repren- 
sión y multa se impondrán por el Secreta- 
rio General y contra su resolución cabrá 
recurso de alzada ante la Sección Discipli- 
naria. Si los hechos fueren merecedores 
de una sanción más grave, se pondrán en 
conocimiento del Ministro de Justicia, a los 
efectos procedentes, sin perjuicio de que 
el Pleno del Consejo General pueda acor- 
dar el cese del Letrado en el cargo que 
desempeñare. 

TITULO SEXTO 

Del Centro de Estudios Judiciales 

Artículo 471 

El Centro de Estudios Judiciales, Orga- 
nismo Autónomo adscrito al Ministerio de 
Justicia, sin perjuicio de las atribuciones 
que corresponden al Consejo General del 
Poder Judicial, tiene encomendado: 

1. La  selección y formación de los Jue- 
ces, Magistrados y Fiscales, y los cursos, 
seminarios, coloquios, reuniones y cuan- 
tas aqtividades contribuyan a la forma- 
ción y preparación de los Jueces y Magis- 
trados. 

2. Los planes y programas de selección, 
formación y preparación del personal al 
servicio de la administración de justicia, 
y su ejecución, en cooperación con la 'Ad- 
ministración Pública. 

3. La  expedición de los diplomas ¿le es- 
pecialización a que se refiere la presente 
ley, previas las correspondientes prueb'as. 

4. La asistencia y asesoramiento en ma- 
teria de organización de tribunales y pro- 
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cedimientos y, en general, en todas las ju- 
diciales, al Consejo General del Poder Ju- 
dicial y a la ‘Administración Pública. 

5. La elaboración y promoción de pro- 
gramas de investigación sobre la evolu- 
ción y desarrollo de las instituciones judi- 
ciales. 

6. La realización de cuantos cometidos 
análogos le encomiende el Consejo Gene- 
ral del Poder Judicial, el Gobierno o el Mi- 
nistro de Justicia, o se establezcan regla- 
mentariamente. 

‘Artículo 472 

Son órganos de gobierno, dirección y ad- 
ministración del Centro de Estudios Ju- 
diciales: 

1. El Consejo Rector. 
2. El Director. 
3. El Secretario General. 
Se organizará en Departamentos, que 

serán establecidos reglamentariamente. 

‘Artícu10 473 

El Consejo Rector estará integrado por 
seis vocales, designados libremente y por 
mitad por el Consejo General del Poder 
Judicial y el Ministro de Justicia. También 
formará parte del mismo el Director del 
Centro y actuará como Secretario, con voz 
y sin voto, el Secretario General. 

El nombramiento de los vocales es tem- 
poral; tendrá un tiempo de duración de 
cinco años y será renovable sólo por una 
vez y período igual. 

El Presidente del Consejo Rector será 
elegido por y entre los miembros del mis- 
mo para un período de cinco años. 

El Consejo Rector elabora las directrices 
de actuación del Centro, vela por el cum- 
plimiento de sus funciones y aprueba los 
anteproyectos de presupuestos, las cuen- 
tas y la memoria anual. 

Articulo 474 

El Director del Centro de Estudios Judi- 
ciales será designado y separado libre- 

mente por el Ministro de Justicia de una 
terna que le proponga el Consejo General 
del Poder Judicial, entre Magistrados. El 
nombrado quedará en el Cuerpo en si- 
tuación de supernumerario. 

Corresponde al Director la representa- 
ción del Centro; cumplir y hacer que se 
cumplan los acuerdos del Consejo Rector; 
dirigir, impulsar y supervisar la actuación 
de los Departamentos; proponer los ante- 
proyectos de presupuestos. cuentas y me- 
moria anual y ordenar gastos y disponer 
pagos. 

Artículo 475 

La Secretaría General será desempeña- 
da por un Letrado del Cuerpo Técnico de 
Letrados de Justicia, que tendrá dedica- 
ción exclusiva a este cargo. Será nombra- 
do y removido libremente por el Ministro 
de Justicia. 

Corresponde al Secretario General la Se- 
cretaría del Consejo Rector; la jefatura ad- 
ministrativa del personal del Centro y de 
los servicios administrativos; la sustitu- 
ción del Director en caso de vacante o au- 
sencia y las demás que le encomiende 
éste. 

Artículo 476 

El Centro de Estudios Judiciales podrá 
contratar profesores encargados de cursos 
determinados entre miercbros de las Ca- 
rreras Judicial o Fiscal, de los Cuerpos de 
personal al servicio de la Administración 
de Justicia, de la Cátedra o del Profe- 
sorado Oficial en general. 

Artículo 477 

El personal administrativo, auxiliar y su- 
balterno será nombrado entre funciona- 
rios públicos que formen parte de los 
Cuerpos Generales de la ’Administración 
del Estado o de la Administración de Jus- 
ticia, con sujeción a los preceptos que re- 
gulan la función pública de los Organis- 
mos Autónomos. 
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Artículo 478 

Todos los Juzgados, Tribunales y Fis 
calías y los Centros, Servicios y Unidades 
integrados o dependientes del Ministeric 
de Justicia facilitarán al Centro de Estu 
dios Judiciales los datos o informes que 
solicite y sean precisos para la realiza- 
ción de sus funciones. 

La petición se hará, tratándose de los 
Juzgados y Tribunales, por conducto del 
Consejo General del Poder Judicial, y, en 
otro caso, por conducto del Ministerio de 
Justicia. 

Artículo 479 

Los recursos económicos del Centro de 
Estudios Judiciales estarán constituidos 
por  

1. Las rentas e intereses de sus bienes. 
2. Las subvenciones que anualmente se 

consignen a su favor en los Presupuestos 
Generales del Estado. 
3. El producto o rendimientos econó- 

micos de sus propias actividades o publi- 
caciones. 

4. Las donaciones o disposiciones amor- 
tis causar que se hagan a su favor. 

5. Cualesquiera otros recursos que 
puedan serle atribuidos. 

TITULO SEPTIMO 

Del personal al servicio de la 
Administración de Justicia 

CAPITULO PRIMERO 

Disposiciones comunes 

Artículo 480 

Bajo la denominación de personal al ser- 
vicio de la Administración de Justicia se 
comprenden los Secretarios Judiciales, los 
Médicos Forenses, los Oficiales, Auxilia- 
res y Agentes Judiciales, así como los 

miembros de los Cuerpos que puedan 
crearse, por ley, para el auxilio y colabo- 
ración con los Jueces y Tribunales. 

Artículo 481 

La competencia respecto del personal al 
servicio de la Administración de Justicia 
corresponde al Consejo General del Poder 
Judicial y a las Autoridades Judiciales, sin 
perjuicio de las competencias del Ministe- 
rio de Hacienda. 

Artículo 482 

Compete al Consejo General del Poder 
Judicial, en materia de personal al servicio 
de la Administración de Justicia: 

1. Convocar las pruebas de ingreso y 
los concursos; designar los Tribunales 
Censores y aprobar los programas que 
hayan de regir las pruebas de ingreso, a 
propuesta del Centro de Estudios Judicia- 
les; hacer los nombramientos; aprobar las 
comisiones de servicio; autorizar las pro- 
visiones en régimen temporal, y, en ge- 
neral, la dirección, gobierno y régimen dis- 
ciplinario de este personal, en lo que no 
corresponda a las Autoridades Judiciales. 

2. Acordar la creación de Diplomas que 
impliquen méritos para el ascenso o para 
la provisión de determinados destinos y 
jisponer la organización de cursos de se- 
[ección, formación o perfeccionamiento de 
iicho personal en el Centro de Estudios 
Judiciales o bajo la dirección técnica de 
:ste Centro. 

4rtículo 483 

Mientras en esta ley no se disponga otra 
:osa, se aplicará, en lo que corresponda, 
a Ley de la Función Pública del Estado 
11 personal al servicio de la Administra- 
:ión de Justicia en materia de adquisición 
r pérdida de la condición de funcionario, 
ituaciones, derschos, deberes e incompa- 
ibilidades, régimen disciplinario, licencias 
' permisos y derechos pasivos. 
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Artículo 484 

Podrán aspirar a los Cuerpos que inte- 
gran el personal al servicio de la Admi- 
nistración de Justicia los españoles mayo- 
res de edad que tengan el titulo exigible 
en cada caso o estén en condiciones de 
obtenerlo en la fecha de publicación de la 
convocatoria; sean de buena conducta; no 
hayan sido condenados ni procesados o 
inculpados por delito doloso, a menos que 
hubiesen obtenido la rehabilitación o hu- 
biere recaido en la causa auto de sobresei- 
miento; no se hallen inhabilitados para el 
ejercicio de funciones públicas; y no hayan 
sido separados mediante procedimiento 
disciplinario de un Cuerpo del Estado o 
de las Administraciones Locales o de las 
Comunidades Autónomas, ni suspendidos 
para el ejercicio de funciones públicas, en 
vía disciplinaria o judicial. 

Articulo 485 

La selección del personal al servicio de 
la Administración de Justicia se realizará 
mediante convocatoria pública y aplica- 
ción de los criterios selectivos correspon- 
dientes, a través del Centro de Estudi- 
Judiciales, en la forma que dispone la 
presente ley y las disposiciones reglamen- 
tarias que la desarrollen. 

Artículo 486 

Todos los que integran el personal al 
servicio de la Administración de Justicia 
prestarán juramento al tomar posesión de 
su primer destino. 

El juramento se prestará ante el Presi- 
dente del Tribunal Supremo, el de la Au- 
diencia o el Juez Decano, según corres- 
ponda. 

Cuando fueren destinados a organismos 
distintos de los Juzgados o Tribunales lo 
harán ante aquella Autoridad a cuyas in- 
mediatas órdenes hayan de estar. 

Articulo 487 

La fórmula del juramento será la .de 
guardar la Constitución y las leyes y cum- 

plir bien y fielmente las obligaciones de 
su cargo. 

El juramento podrá ser sustituido por 
promesa. 

Artículo 488 

Los Secretarios Judiciales, y los Oficiales 
deberán abstenerse en los casos estable- 
cidos para los Jueces y Magistrados; y, si 
no lo hicieran, podrán ser apartados de la 
causa o pleito por el Juez o Presidente o 
recusados por el Ministerio Fiscal y las 
partes. 

Serán aplicables a las recusaciones de 
los Secretarios y Oficiales las prescripcio- 
nes del Capitulo V, Título 11 del Libro 11 
de esta ley, con las modificaciones si- 
guientes: 

1. La pieza de recusación se instruirá, 
cuando el recusado fuere un Secretario 
de Juzgado, Audiencia o Tribunal, por el 
propio Juez o por el Magistrado ponente 
y se fallará por aquél o por la Sala o 
Sección que conozca de los autos. 

2. Cuando el recusado fuere un Oficial 
de Juzgado, Audiencia o Tribunal, instrui- 
rá la pieza el Secretario más antiguo del 
Juzgado, o de la Sala o Sección, y se fallará 
por el Juez, o por la Sala o Sección que 
conozca de los autos. 

Artículo 489 

Los Auxiliares y los Agentes judiciales 
están obligados a poner en conocimiento 
del Juez o Presidente las causas que en 
ellos concurran y que pudieran justificar 
su abstención en el pleito o causa. 

Adoptarán aquellas Autoridades, de ofi- 
cio o a solicitud de parte, con audiencia 
verbal del funcionario, en su caso, las me- 
didas que procedan para garantizar la 
imparcialidad en las actuaciones judi- 
ciales. 

Estos funcionarios no serán recusables. 

Artículo 490 

Se aplicarán a los Médicos Forensec las 
rescripciones que, respecto a la recusa- 
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ción de los peritos, establecen las Leyes 
Procesales. 

Artículo 491 

Serán corregidos disciplinariamente por 
los Jueces, Presidentes y Salas de gobier- 
no de las Audiencias y del Tribunal Su- 
premo, los funcionarios que integran el 
personal al servicio de la Administración 
de Justicia, cuando incurrieren en alguna 
de las faltas previstas en esta ley para los 
Jueces y Magistrados, en lo que les fuere 
aplicable, o en los supuestos establecidos 
para los funcionarios de la Administración 
Civil del Estado, en su caso. 

Podrán imponérseles las sanciones pre- 
vistas para Jueces y Magistrados por el 
procedimiento establecido para los mis- 
mos. 

Las  sanciones de advertencia y repren- 
sión se impondrán por el Juez o Presiden- 
te; la de multa por la Sala de Gobierno. 

Artículo 492 

No podrán las autoridades mencionadas 
en el artículo anterior imponer las sancio- 
nes de suspensión o separación. 

La competencia para imponer la san- 
ción de suspensión corresponderá a la Sec- 
ción Disciplinaria del Consejo General del 
Poder Judicial, y la de separación al Pleno 
de dicho Consejo. 

Artículo 493 

La Autoridad competente para sancio- 
nar lo es para decretar la cancelación y la 
rehabilitación. 

Artículo 494 

La jubilación por edad, de los Auxilia- 
res y de los Agentes Judiciales, será a 
los sesenta y cinco años; la de los demás 
funcionarios, a los setenta años. 

Artículo 495 

Sin perjuicio de lo demás dispuesto en 
el presente Título, los Jueces y Tribunales 

podrán recabar el auxilio, colaboración o 
asesoramiento de cualesquiera funciona- 
rios u órganos técnicos de las Administra- 
ciones Públicas, que vendrán obligados a 
prestárselo. 

Asimismo, podrá disponerse, a solicitud 
del Consejo General del Poder Judicial, la 
adscripción, en comisión de servicio, a de- 
terminados órganos jurisdiccionales de 
funcionarios pertenecientes a Cuerpos 
Técnicos o Facultativos de la Administra- 
ción, para el desempeñ.0 permanente de 
las funciones señaladas en el párrafo an- 
terior. 

CAPITULO SEGUNDO 

De los Secretarios Judiciales 

Artículo 496 

Los Secretarios Judiciales asisten a los 
Jueces y Tribunales en el ejercicio de sus 
funciones, de conformidad con lo esta- 
blecido en esta ley en las Leyes Procesales. 

Les corresponde ostentar la jefatura di- 
recta del personal auxiliar destinado en 
la Secretaría de que son titulares, seña- 
lando el momento y la forma en que los 
Oficiales, Auxilares y Agentes deban lle- 
var a cabo las diligencias que les compe- 
tan; todo ello sin perjuicio de la subordi- 
nación de éstos a los Jueces y Presidentes. 
Igualmente, estará a su cargo la confección 
de la estadística judicial. 

Artículo 497 

Los Secretarios Judiciales integran un 
solo Cuerpo, que se regirá por lo estable- 
cido en esta ley y en las normas regla- 
mentarias que la desarrollen. 

Artículo 498 

Los Secretarios Judiciales están sujetos 
a las incapacidades, incompatibilidades, 
prohibiciones y situaciones establecidas en 
esta ley para los Jueces y Magistrados, en 
cuanto les fueren aplicables. 
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Artículo 499 

Para el ingreso en el Cuerpo de Secre- 
tarios se requiere la Licenciatura de De- 
recho y no estar incurso en causa de in- 
capacidad o incompatibilidad absoluta. 

Artículo 500 

Las categorías del Cuerpo de Secretarios 

1.:' Secretario y Vicesecretario de g e  
bierno y Secretarios de Sala del Tribunal 
Supremo y de la Audiencia Nacional. 

2.a Secretarios de gobierno y de Sala 
de las Audiencias Territoriales y Provin- 
ciales y de Juzgados servidos por Magis- 
trados. 
3." Contará con dos grados, de ascenso 

y de ingreso. Integrarán el grado de as- 
censo los Secretarios de los Juzgados ser- 
vidos por Jueces de Ascenso. Integrarán 
el grado de ingreso los Secretarios de Juz- 
gados servidos por Jueces de Ingreso. 

Judiciales serán: 

Artículo 501 

En ingreso en los Cuerpos de Secretarios 
Judiciales tendrá lugar por la última cate- 
goría y grado de ingreso. 

Sin embargo, se podrá ingresar por el 
grado de ascenso o ascender a éste con 
sujeción al régimen establecido en esta 
ley para el ingreso o ascenso, en la Carre- 
ra Judicial, por el grado de Juez de As- 
censo, en lo que resulte aplicable. 

Artículo 502 

Se reservará en el Cuerpo de Secretarios 
Judiciales una de cada cinco vacantes de la 
última categoría y grado de ingreso al 
personal del Cuerpo de Oficiales que esté 
en posesión del título de Licenciado en 
Derecho y del diploma de técnico en ges- 
tión procesal y lleve, al menos, cinco años 
de servicios efectivos en aquél. 

La selección de los aspirantes por este 
turno se hará por concurso, en función de 
su historial académico y profesional, sin 
sometimiento a pruebas de ingreso; las 

vacantes que no se cubran por falta de 
peticionarios idóneos, acrecerán al turno 
general. 

Artículo 503 

El Secretario y Vicesecretario de gobier- 
no del Tribunal Supremo serán nombra- 
dos entre Secretarios de la primera cate- 
goría, a propuesta del Presidente del Tri- 
bunal Supremo. Las demás plazas de la 
primera categoría se anunciarán a con- 
curso de traslado entre Secretarios de la 
misma que hayan prestado diez años de 
servicios en el orden jurisdiccional al que 
corresponda la vacante, o cinco y tengan 
diploma de especialización en el mismo, 
siendo preferido entre ellos el que ostente 
mejor puesto en el escalafón. La plaza o 
plazas que resultaren desiertas se provee- 
rán con quienes sean promovidos a la pri- 
mera categoría. 

Las restantes vacantes del Cuerpo se 
anunciarán a concurso de traslado entre 
Secretarios de la categoría y grado a que 
correspondan y el nombramiento recaerá 
en el solicitante con mejor puesto esca- 
lafonal. Cuando se trate de plazas en Salas 
o Secciones o en Juzgados especializados 
en un orden jurisdiccional o con compe- 
tencia exculsiva en determinadas mate- 
rias, tendrán preferencia quienes se ha- 
llen en posesión de diploma de especia- 
lización o hayan prestado cinco años de 
servicios en el orden de que se trate. Las 
que resulten desiertas se proveerán por 
quienes sean promovidos a la categoría 
y grado correspondiente o ingresen en el 
Cuerpo. 

Artículo 504 

La promoción a la primera categoría se 
hará por concurso entre Secretarios de la 
segunda que se resolverá en favor de quie- 
nes hayan prestado diez años de servicios, 
al menos, en el orden jurisdiccional en que 
se haya producido la vacante, o cinco y 
tengan diploma de especialización en el 
mismo. Entre éstos o a falta de los mis- 
mos, se atenderá al mejor puesto en el 
escalafón. Si el concurso fuere declarado 

- 954 - 



desierto será promovido y destinado a la 
plaza de que se trate quien ocupe mejor 
puesto en el escalafón dentro de la cate- 
goría segunda. 

La promoción a la categoría segunda se 
hará por un doble turno concurso de pro- 
moción y pruebas seletcivas, en la propor- 
ción establecida en esta ley para la promo- 
ción de Juez a Magistrado. En el concurso 
será preferente, en todo caso, el mejor 
puesto en el escalafón; y, a falta de peticio- 
narios, se promoverá al Secretario de la 
tercera categoría con mejor puesto esca- 
lafonal. Las pruebas selectivas se ajusta- 
rán, en lo que sea de aplicación, a lo dis- 
puesto para las de promoción a Magis- 
trado y, en lo restante, a lo que se disponga 
reglamen tariamen te. 

Artículo 505 

Las vacantes de Secretarios de Juzgados 
de Paz se anunciarán a concurso entre 
funcionarios del Cuerpo de Oficiales, cu- 
briéndose con arreglo al siguiente orden 
de preferencia: 1.”) Oficiales titulares de 
una Secretaría; 2.”) Oficiales que estuvie- 
ren en posesión del título de Licenciado 
en Derecho; 3.”) demás Oificiales. La pre- 
ferencia dentro de estos grupos se produ- 
cirá por el mejor puesto escalafonal. 

Artículo 506 

Podrán cubrirse en régimen de provisión 
temporal las Secretaríac que hayan de ser 
servidas por miembros del Cuerpo de Se- 
cretarios Judiciales, de la última categoría 
y grado de ingreso, que resulten desierta 
en los concursos de traslado y no puedan 
ser provistas hasta que se celebren nuevas 
pruebas de ingreso en dicho Cuerpo, cuan- 
do no puedan atenderse adecuadamente 
mediante el mecanismo ordinario de sus- 
titución o éste sea insuficiente para ase- 
gurar su regular funcionamiento. 

Lo dispuesto en el párrafo anterior será  
aplicable a las Secretarías de los Juzga 
dos de Paz, cuando resultaren desiertas en 
los concursos de traslado. 

El régimen de provisión temporal se 
sjustará a lo establecido en el Título IV del 
Libro 111, en cuanto resulte aplicable. 

Artículo 507 

Los Secretarios serán sustituidos con su- 
jeción a las siguientes reglas: 

1. El Secretario de gobierno del Tribu- 
nal Supremo, por el Vicesecretario. 

2. Los Secretarios de gobierno de las 
Audiencias y Tribunales Superiores de 
Justicia, por un Oficial destinado en la 
Secretaría de gobierno. Si no fuere licen- 
ciado en Derecho, en las reuniones del 
Tribunal Pleno y de la Sala de Gobierno la 
sustitución se hará, por turno, entre los 
Secretarios de Sala. 
3. Los Secretarios de Sala y los de las 

Audiencias Provinciales por los demás de 
la propia Sala o Audiencia y, en su de- 
fecto, por los de las restantes Salas, con 
preferencia de las del mis,mo orden juris- 
diccional y, en último término, por un Ofi- 
cial. Si éste no fuere licenciado en Dere- 
cho, en la asistencia a las vistas y juicios 
orales, la sustitución se efectuará, por 
turno, entre los Secretarios de los Juzga- 
dos de Partido de la capital en que radique 
la Audiencia o Tribunal. 

4. Los Secretarios de los Juzgados con 
varias Secretarías se sustituirán entre sí; 
y, cuando aquéllos tuvieren una sola Se- 
cretaría, sustituirá al titular de ésta un 
Oficial, 

L a  designación de Oficial sustituto del 
Secretario, cuando hubiere más de uno en 
la Secretaría, corresponderá al Juez o Pre- 
sidente, a propuesta, en su caso, del titular 
de ésta. 

CAPITULO TERCERO 

De los Oficiales, Auxiliares y Agentes 
Judiciales 

Artículo 508 

Los Oficiales, Auxiliares y Agentes judi- 
ciales son funcionarios públicos de carrera 
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que se integran en los Cuerpos Generales 
de la Administración de Justicia. 

Prestan sus servicios en los Juzgados, 
Audiencias, Tribunales y organismos y ser- 
vicios de la Administración de Justicia. 

Están bajo la inmediata dirección del 
Secretario. El Juez o Presidente ostenta, 
sin embargo, respecto de todo el personal, 
la alta jefatura y dirección. 

Artículo 509 

Los Oficiales destinados en Juzgados, 
Audiencias o Tribunales auxilian al Secre- 
tario, al Presidente, al Ponente o al Juez 
en el despacho de los asuntos; autorizan 
las actas a presencia judicial y las diligen- 
cias de constatación, cuando fueren habi- 
litados para ello; realizan las labores de 
tramitación de los asuntos y otras que se 
les encomienden; efectúan los actos de co- 
municación que les atribuye la ley y sus- 
tituyen a los Secretarios cuando éstos no 
se sustituyan entre sí. 

Artículo 510 

Los  Auxiliares que prseten servicios en 
Juzgados, Audiencias y Tribunales reali- 
zan las labores materiales que les enco- 
miende el Secretario; las de registro y otras 
adecuadas, a su preparación; efectúan los 
actos de comunicación que les atribuye la 
ley y, en general, desempeñan las tareas 
de gestión que ordene el Presidente, el 
Ponente, el Juez o el Secretario. 

Artículo 511 

Los Agentes Judiciales guardan y hacen 
guardar Sala; son ejecutores en los actos 
cuya naturaleza lo requiera; realizan los 
actos de comunicación no encomendados 
a otros funcionarios; actúan como policía 
judicial; auxilian a los Secretarios y Ofi- 
ciales en tareas adecuadas a su prepara- 
ción y se ocupan de las de vigilancia, cus- 
todia, porteo y otras análogas. 

Artículo 512 

Cuando presten servicios en otros Cen- 
tros, Organismos y Servicios se ocupará11 
de las tareas propias del puesto que se 
les asigne. 

Artículo 513 

Los cargos de Oficial, Auxiliar y Agen- 
te son incompatibles, en todo caso: 

1. Con el ejercicio de funciones juris 
diccionales en cualquier Juzgado o Tribu- 
nal; 2. Con el de la Abogacía o de la P r o  
curaduna; 3. Con los empleos al servicio 
de Abogado o Procurador; 4. Con la condi- 
ción de Agente de Seguros, y la  de em- 
pleado de los mismos o de una una com- 
poñía de seguros; 5. Con la de Gestor Ad- 
ministrativo. 

Artículo 514 

Los aspirantes a ingreso en el Cuerpo de 
Oficiales deben tener título de bachiller 
superior. En el Cuerpo Auxiliar y en el 
Cuerpo de Agentes los que reglamentaria- 
mente se establezcan. 

Artículo 515 

El Centro de Estudios Judiciales elabo- 
rará periódicamente los planes y progra- 
mas de selección, formación y perfecciona- 
miento del personal de los Cuerpos Ge- 
nerales, teniendo en cuenta las necesida- 
des de la Administración de Justicia y las 
técnicas de preparación del personal, y una 
vez aprobados por el Consejo General, 
procederá a su ejecución. 

Artículo 516 

Los funcionarios del Cuerpo Auxiliar, 
cGn cinco años, al menos, de servicios efec- 
tivos y sin nota desfavorable en el expe- 
diente, que acrediten condiciones de pre- 
paración y responsabilidad para cargo su- 
perior y estén en posesión del título de 
bachiller superior, podrán ingresar en el 
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Cuerpo de Oficiales por un turno restrin- 
gido. Se reservará la mitad de las vacan- 
tes para su provisión por este turno. 

Artículo 517 

Podrán reservarse a los Oficiales que 
tengan el título de Licenciado en Derecho 
y hayan obtenido el diploma de técnico de 
gestión procesal en los cursos que imparta 
el Centro de Estudios Judiciales, determi- 
nadas plazas de mayor responsabilidad, 
con los efectos retributivos correspon- 
pondientes. 

Artículo 518 

Podrán reservarse a los Auxiliares que 
tengan el título de bachillerato superior o 
equivalente o hayan prestado, al menos, 
cinco años de servicos como Auxiliar y 
obtengan el diploma de Auxiliar de Ges- 
tión Procesal en los cursos que imparta u 
organice el Centro de Estudios Judiciales, 
determinadas plazas en Juzgados y Tribu- 
nale u otros organismos judiciales, que re- 
quieran una especial preparación, con los 
efectos re tributivos correspondien tes. 

Artículo 519 

Los Agentes Judiciales, con tres años, al 
menos, de servicios efectivos y sin nota 
desfavorable en el expediente, que acre- 
diten condiciones de preparación y res- 
ponsabilidad para cargo auperior y se 
hallen en posesión del título correspon- 
diente, podrán ingresar en el Cuerpo Au- 
xiliar por un turno restringido. De cada 
cuatro vacantes que se produzcan se re- 
servará una para su provisión por este 
turno. 

Artículo 520 

Los puestos vacantes correspondientes 
a los Cuerpos generales se proveerán por 
concurso de méritos, mediante convoca- 
toria pública, entre los funcionarios que 
reúnan las debidas condiciones de capa- 
cidad y situación administrativa. 

L a  relación de méritos y los criterios 
de valoración se harán de conformidad 

con los planes y programas elaborados por 
el Centro de Estudios Judiciales, y apro- 
bados por el Consejo General. 

En igualdad de méritos o cuando no se 
exijan para la plaza de que se trate, será 
preferido el que tenga mejor puesto esca- 
lafon al. 

Artículo 521 

Dentro de cada localidad, la convoca- 
toria se hará para prestar servicio en de- 
terminada clase de órganos jurisdicciona- 
les, sin concreción de la Sala, Sección o 
Juzgado, cuando hubiere varios. 

La adscripción a una Sala, Sección o 
Juzgado determinados se hará por el Pre- 
sidente, Decano, o Vicedecano, que podrán 
modificarla atendiendo a un equitativo re- 
parto de las cargas de trabajo. 

Artículo 522 

Las vacantes que resulten, una vez rea- 
lizados los concursos, se cubrirán con quie- 
nes ingresen en el Cuerpo llamado a des- 
empeñarlas, según el orden obtenido en las 
pruebas de selección. 

Artículo 523 

El Consejo General del Poder Judicial o, 
en su caso, los Tribunales Superiores de 
Justicia podrán nombrar funcionarios in- 
terinos, dentro de los créditos globales au- 
torizados, para la realización de las fun- 
ciones propias de oficiales, auxiliares o 
agentes, cuando no puedan ser atendidas 
con funcionarios de carrera. 

Quedarán sujetos al régimen de los fun- 
cionarios de carrera, en lo que correspon- 
da, y cesarán cuando la plaza que desem- 
peñen sea cubierta. 

CAPITULO CUARTO 

De los Médicos Forenses 

Artículo 524 

Los Médicos Forenses constituyen un 
Cuerpo Técnico especial al servicio de la 
Administración de Justicia. 
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Estarán a las inmediatas órdenes de la 
Jueces, Tribunales y Fiscales de la pobla 
ción o poblaciones para las que fuerer 
nombrados. 

Artículo 525 

Los Médicos Forenses desempeñar& 
funciones de asistencia técnica a los Juz, 
gados, Tribunales y Fiscalias en las mate. 
rias de su disciplina profesional, con su 
jeción, en su caso, a lo establecido en l a  
Leyes Procesales. 
Les corresponderá también, con arreglo 

a lo que disponen dichas leyes, la asisten- 
cia o vigilancia facultativa de los deteni- 
dos, lesionados o enfermos que se ha- 
llaren bajo la jurisdicción de aquéllos. 

Artículo 526 

El cargo de Médico Forense es compa- 
tible con cualquier otro cargo médico que 
el titular pueda ejercer en su residencia 
oficid con libertad de horario, e incom- 
patible con el de Médico de Empresa o de 
Compañías de Seguros de Accidentes, con 
los cargos públicos electivos y con cuales- 
quiera actividades profesionales o mercan- 
tiles ajenas a la medicina. 
Los Médicos Forenses se abstendrán de 

intervenir como particulares en los casos 
que pudieren tener relación con sus fun- 
ciones, salvo autorización del Juez o Tri- 
bunal. 

Articulo 527 

Los aspirantes al ingreso en ei Cuerpo 
de Médicos Forenses deberán tener el tí- 
tulo de Licenciado en Medicina. 

El Centro de Estudios Judiciales, con el 
asesoramiento y cooperación de los orga- 
nismos competentes, elaborará los progra- 
mas de selección, formación y perfec- 
cionamiento. 

Artículo 528 

Las plazas vacantes de Médicos Foren- 
ses se proveerán mediante concurso de 

méritos entre los funcionarios que reúnan 
las debidas condiciones de capacidad y si- 
tuación administrativa. 
Los concursas se convocarán y resolve- 

rán, teniendo en cuenta las características 
del cargo o las especialidades de la fun- 
ción que, en cada caso, deba desempeñar- 
se, y las previsiones de necesidades ela- 
boradas por el Centro de Estudios Judi- 
ciales. 

Artículo 529 

Los destinos serán a una población, Ins- 
tituto o Clínica Médico-forense determina- 
da, con especificación del cargo o de la 
función a desempeñar por razón de espe- 
cialización. 

Artículo 530 

La adjudicación de las plazas desiertas 
~t funcionarios de nuevo ingreso se hará 
según el orden obtenido en las pruebas de 
selección, con arreglo a las peticiones de 
los interesados y las características del 
:argo o especididades de la función. 

4rtículo 531 

Por el Consejo General del Poder Judi- 
;ial, a propuesta de las Salas de gobierno 
r de las Fiscaiías respectivas, se dictarán 
as normas precisas sobre actuación de los 
víédicos Forenses ante los órganos radi- 
:dos en cada ámbito territorial y sobre 
uiscripción de aquéllos, a efectos guber- 
iativos, a órganos jurisdiccionales o fis- 
:ales determinados. 
Esta se hará a los Jueces, Decanos, Re-  

identes de Audiencia o Tribunal o Jefes 
le Fiscalía que radiquen en la población 
le su residencia oficial. 

irtículo 532 

En las capitales de provincia y demás 
Ioblaciones en que fuere necesario, se 
onstituirán Institutos y Clínicas Médice 
wenses, que estarán a cargo de los Mé- 
icoc Forenses. 
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Los que se hallaren integrados en estos 
organismos prestarán sus servicos, en ca- 
so necesario, a todos los órganos judiciales 
o del Ministerio Fiscal del territorio, de la 
provincia, o del ámbito territorial que se 
fije. 

Artículo 533 

En los Institutos y Clínicas Médico-fo- 
renses prestarán servicios los Auxiliares 
y Agentes de la Administración de Justicia 
que determine la plantilla. 

Sin perjuicio de lo establecido en el 
párrafo anterior, los Auxiliares Técnicos 
de Institutos, Clínicas y Depósitos Médico- 
forenses se seleccionarán mediante prue- 
bas específicas encaminadas a valorar la 
preparación para el ejercicio de sus fun- 
ciones y no podrán ser destinados más que 
en los citados organismos. En lo demás, les 
será aplicable el régimen del Cuerpo Au- 
xiliar de la Administración de Justicia. 

Artículo 534 

Los Médicos titulares de los servicios 
oficiales de sanidad sustituirán a los Mé- 
dicos Forenses en las intervenciones que, 
en caso de urgencia, les sean encomenda- 
dadas por la Autoridad Judicial o Fiscal. 

En caso necesario, auxiliarán a los Mé- 
dicos Forenses. 

Artículo 535 
En el Instituto Nacional de Toxicología, 

además de Médicos Forenses y personal de 
los Cuerpos Generales de la Administrct 
ción de Justicia, prestarán servicio los pro- 
fesores del aludido centro con la titulación 
requerida para cada especialidad, que se 
regirán por lo establecido en este Capítulo 
para los Médicos Forenses, en lo que les 
sea de aplicación. 

TITULO OCTAVO 

De las sanciones que pueden imponerse a 
los que intervienen en los pleitos o causas 

Artículo 538 

Los Jueces y Magistrados, los miembros 
del Ministerio Fiscal, el personal al ser- 

vicio de la Administración de Justicia y los 
Abogados y Procuradores que intervengan 
en los pleitos o causas, cuando incumplan 
las obligaciones que les impone esta ley 
o las leyes procesales, pcidrán ser corre- 
gidos, a tenor de lo dispuesto en este 
Título, siempre que el hecho no constitu- 
ya delito. 

Esto se entiende sin perjuicio de la res- 
ponsabilidad disciplinaria que, de acuerdo 
con esta ley, puede exigirse a los Juces 
y Magistrados y al personal al servicio de 
la Administración de Justicia. 

Artículo 537 

Los Abogados y los Procuradores serán 
también corregidos disciplinariamente por 
su actuación ante los Juzgados y Tribu- 
nales: 

1. Cuando faltaren notoriamente a las 
prescripciones de la ley en sus escritos y 
peticiones. 

2. Cuando en su actuación forense fal- 
taren oralmente, por escrito o por obra al 
respeto debido a los Jueces y Tribunales. 

3. Cuando en la defensa de sus clien- 
tes se descompusieren contra sus colegas 
de una manera grave e innecesaria para 
aquélla. 

4. Cuando llamados al orden en las ale- 
gaciones orales no obedecieren al que pre- 
sida el Tribunal. 

Artículo 538 

Las correcciones que pueden imponerse 
a las personas a que se refieren los dos ar- 
tículos anteriores son: 

1. Advertencia. 
2. Apercibimiento. 
3. Multa de hasta cincuenta mil pe- 

setas. 
Los Abogados y Procuradores podrán 

ser también corregidos con suspensión en 
el ejercicio profesional de uno a tres me- 
ses. 

La  imposición de lo corrección se hará 
atendiendo a la gravedad. antecedentes y 
circunstancias de los hechos cometidos. 
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Artículo 539 

La corrección se impondrá por el Juez 
o por la Sala ante la que se sigan las ac- 
tuaciones, siempre que, en su caso, los res- 
ponsables sean titulares de órganos juris- 
diccionales de grado inferior o, si se trata 
del representante del Ministerio Fiscal, no 
tenga éste categoría superior a la del Juez 
o a la de los Magistrados que las impon- 
gan, sin perjuicio de dar cuenta, en otro 
caso, a quien corresponda. 

Podrá imponerse en los propios autos o 
en procedimiento aparte, con la fórmula 
en aquéllos =a lo acordado.. En todo caso, 
por el Secretario se hará constar el hecho 
que motive la actuación correctora, la ex- 
explicación que dé el implicado y el acuer- 
do que se adopte por el Juez o por la Sala. 

Artículo 540 

Contra el acuerdo de imposición de la 
corrección podrá interponerse, en el plazo 
de tres días, recurso de audiencia en jus- 
ticia ante el Juez o la Saía, que lo resol- 
verá en el siguiente día. Contra este acuer- 
do cabrá recurso de alzada, en el plazo de 
cinco días, ante la Sala de Gobierno, que 
lo resolverá, previo informe del Juez o de 
la Sala que impuso la corrección, en la 
primera reunión que celebre. 

.Artículo 54i 

Cuando fuere procedente alguna de las 
correcciones especiales previstas en las le- 
yes procesales para casos determinados, 
se aplicará, en cuanto al modo de impo- 
nerla y recursos utilizables, lo que esta- 
blece el artículo anterior 

DISPOSICIONES ADICIONALES 

Primera 

En el plazo de un año el Gobierno apro- 
b-rd los correspondientes proyectos de ley 
tendentes: 

1. A hacer la división territorial, y es- 
;ablecer y ordenar los Juzgados y Tribu- 
Tales, fijando las plantillas de los mismos 
:on arreglo a lo dispuesto en la presente 
.ey. 

2. A elaborar un plan de moderniza- 
:ión y dotación de medios m-ateriales al 
servicio de la Administración de Justicia 
y de financiación de la reforma judicial. 

3. A reformar las leyec procesales, po- 
niéndolas en armonía con la presente Ley 
3rgánica del Poder Judicial, incorporan- 
do a las mismas las regulaciones procesa- 
les contenidas en otras leyes que deban 
conservarse y no se justifique su trata- 
miento en Disposiciones distintas a aqué- 
llas. 

4, A establecer la organización de las 
unidades de Policía Judicial y regular la 
selección y el régimen jurídico de sus 
miembros. 

Segunda 

En el mismo plazo establecido en la dis- 
posición anterior el Gobierno aprobará los 
correspondientes proyectos de ley ten- 
dentes: 

1. A reformar y, en su caso, derogar la 
Ley de 24 de diciembre de 1962 para dar 
cumplimiento a lo dispuesto en los ar- 
tículos 2." y 3." de esta Ley Orgánica del 
Poder Judicial, atribuyendo a los Jueces 
y Tribunales del orden jurisdiccional civil 
las competencias de esta naturaleza que 
hoy tengan el Tribunal Marítimo Central 
y los Juzgados Marítimos permanentes. 

2. A reformar el contenido de las nor- 
mas sobre prácticas restrictivas de la com- 
petencia, definiendo las funciones jurisdic- 
cionales en dicha materia, que quedarán 
atribuidas a la Sala de lo Civil de la Au- 
diencia Nacional y, en su caso, a los Juz- 
gados Centrales. Se organizarán los servi- 
cios administrativos a los que corresponda 
la asistencia técnica a dicha Sala, regu- 
lando las funciones que correspondan al 
Ministerio Fiscal. 

3. A reformar y, en su caso, derogar 
las disposiciones reguladoras de la orga- 
nización, atribuciones y procedimientos 
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del Tribunal Arbitral de Seguros; 'defi- 
niendo las funciones jurisdiccionales en 
esta materia, que quedarán atribuidas en 
lo que proceda a la Sala de lo Civil de la 
Audiencia Nacional y los Juzgados Cen- 
trales y, en todo caso, a los Jueces y Tri- 
bunales ordinarios. 

4. A reformar y, en su caso, derogar 
las disposiciones sobre Tribunales Tutela- 
res de Menores, definiendo las funciones 
jurisdiccionales en esta materia, que co- 
rresponderán a los Jueces de Menores. 
5. A regular el auxilio y cooperación 

de los servicios y agentes de investigación 
en materia de contrabando a los Jueces 
y Tribunales, y su coordiriación con el Mi- 
nisterio Fiscal para el cumplimiento de las 
atribuciones del mismo. 

Tercera 

El Gobierno, dentro del plazo de un d o  
desde la entrada en vigor de esta ley, pro- 
mulgará, previo informe del Consejo Ge- 
neral del Poder Judicial, los siguientes Re- 
glamentos en desarrollo de la presente ley: 
1) Reglamento del Cuerpo de Secretarios 
Judiciales; 2) Reglamento de los Cuerpos 
Generales de Oficiales, Auxiliares y Agen- 
tes Judiciales: 3) Reglamento del Cuerpo 
de Médicos Forenses; 4) Reglamento del 
Centro de Estudios Judiciales, y 5) Re- 
glamento del Cuerpo de Letrados de Jus- 
ticia. 

Dichos Reglamentos agotarán el estatu- 
to jurídico de los respectivos Cuerpos y el 
régimen del Centro de Estudios Judicia- 
les. Cualquier reforma en la materia 06- 
jeto de regulación en los mismos deberá, 
en todo caso, incorporarse a su articulado. 

Cuarta 

Se autoriza al Gobierno, de conformidad 
con el artículo 82 de la Constitución, para 
proceder, en el plazo de tres meses desde 
la entrada en vigor de la presente ley, a la 
adaptación de la ley reguladora de las 
retribuciones de Jueces y Magistrados y 
personal al servicio de la Administración 
de Justicia, a lo dispuestü en aquélla. 

Quinta 

El Consejo General del Poder Judicial, 
dentro del plazo de un año desde la en- 
trada en vigor de la presente ley, proce- 
derá a la aprobación y publicación, en 
desarrollo de la presente ley, de los si- 
guientes Reglamentos: l) Reglamento de 
la Carrera Judicial; 2) Reglamento de or- 
ganización y funcionamiento del Consejo 
General del Poder Judicial, y 3) Regla- 
mento electoral del Consejo General del 
Poder Judicial. 

Dichos Reglamentos agotarán el esta- 
tuto jurídico de la Carrera Judicial y la 
materia organizativa y electoral del Con- 
sejo General. Cualquier reforma en la ma- 
teria objeto de regulación en los mismos 
deberá, en todo caso, incorporarse a su 
articulado. 

Sexta 

En tanto por ley ordinaria no se esta- 
blezca otra cosa, las Audiencias Territoria- 
les radicarán en Albacete, Barcelona, Bil- 
bao, Burgos, Cáceres, La Coruña, Grana- 
da, Madrid, Oviedo, Las Palmas, Palma de 
Mallorca, Pamplona, Sevilla, Valencia, Va- 
lladolid y Zaragoza, con jurisdicción, res- 
pectivamente, sobre el territorio de las 
provincias a las que actualmente se ex- 
tienden la de cada una de ellas. 

Séptima 

Mediante iey ordinaria se podrá proce- 
der periódicamente a la modificación de 
las cuantías monetarias fijadas en la pre- 
sente ley, adaptándolas a las oscilaciones 
que se produzcan en los índices 'de pre- 
cios. 

Octava 

Dentro de los tres meses siguientes a 
la entrada en vigor de esta ley se proce- 
derá a la constitución dl Tribunal de Con- 
flictos, al que corresponde resolver los que 
se planteen entre los Tribunales y la Ad- 
ministracibn. La Sala de Gobierno del Tri- 



bunal Supremo y el Consejo de Estado de- 
signarán los miembros con antelación su- 
ficiente y lo comunicarán al Presidente 
del Tribunal Supremo. Constituido el Tri- 
bunal se anunciará en el BOLETÍN OFICIAL 
DEL ESTADO, asumiendo, desde el día si- 
guiente, las competencias que la Ley de 
17 de julio de 1948 atribuye al Jefe del Es- 
tado y al Consejo de Ministros, incluso res- 
pecto de los conflictos que se hallaren en 
tramitación. 

Novena 

Una Comisión, en la que estarán repre- 
sentados el Consejo General del Poder Ju- 
dicial y los Ministerios de Justicia, Tra- 
bajo y Hacienda y los otros Departamen- 
tos ministeriales afectados, y en la que 
actuará como Secretario, el del Consejo 
General del Poder Judicial, adoptará los 
acuerdos o formulará las propuestas que 
procedan para resolver las cuestiones no 
jurisdiccionales que surjan como conse- 
cuencia de las transferencias de funciones 
actualmente atribuidas a la Administra- 
ción y que en virtud de lo dispuesto de 
esta Ley Orgánica del Poder Judicial co- 
rresponden al Consejo General o a los Jue- 
ces y Tribunales de Justicia. 

Décima 

Desde la entrada en vigor de esta ley, 
los Secretarios de los Juzgados desempe- 
ñarán, además de las que actualmente tie- 
nen encomendadas, las funciones de orde- 
nación, propuesta de resolución y actua- 
ciones judiciales delegadas. 

Décimoprimera 

Queda incorporada a la presente ley, 
como Libro V de la misma, que se deno- 
minará -Del Consejo General del Poder 
Judicial., la parte articulada de la Ley 
Orgánica 1/1980, de 10 de enero, mate- 
niendo su divisón en Títulos y Capítulos, 
a s í  como la denominación de los mismos, 
iismerándose sus artículos correlativa- 
c x t e  tras los del resto de la Ley Orgá- 

nica del Poder Judicial, y con las siguien- 
tes modificaciones: 

1. El artículo 1." quedará redactado de 
la siguiente forma: 

-El Gobierno del Poder Judicial corres- 
ponde al Consejo General del Poder Judi- 
cial, de acuerdo con la Constitución y lo 
previsto en la presente Ley Orgánica. El 
Consejo General ejerce sus competencias 
en todo el territorio nacional.. 

2. El número 5 del artículo 2 . O  queda- 
rá redactado de la siguiente forma: 

-Selección, provisión de destinos, ascen- 
sos, situaciones administrativas y régimen 
disciplinario del personal al servicio de la 
Administración de Justicia.. 

3. Quedan suprimidos los números 6 y 
8 del artículo 2." 
4. Los números 7, 9 y 10 del artículo 2.0 

pasarán a ser, respectivamente, los núme- 
ros 6, 7 y 8 del mismo articulo. 
5. El número 5 del artículo 3 . O  quedar6 

redactado de la siguiente forma: 
4Voyectos de ley en materias procesa- 

les o que afecten a la constitución, orga- 
nización, funcionamiento y gobierno de los 
Juzgados y Tribunales o al estatuto juri- 
dico de los Jueces y Magistrados y del per- 
sonal al servicio de la Administración de 
Justicias. 

0. El primer párrafo del artículo 14 que- 
dará redactado de la siguiente forma: 

-Reglamentariamente se desarrollará el 
procedimiento electoral de acuerdo con lo 
establecido en esta ley, y especialmente 
con lo prevenido en las siguientes nor- 
mas:.. 

7. El primer párrafo del artículo 19 
quedará redactado de la siguiente forma 

-Los acuerdos de la Junta Electoral se- 
rán recurribles ante el Tribunal Supremo 
en vía contencioso-administrativa.. 

8. El número 8 del articulo 31 quedará 
redactado de la siguiente forma: 

aAcordar, en los casos legalmente es- 
tablecidos, la separación y jubilación, en 
su caso, de los Jueces, Magistrados y per- 
sonal al servicio de la Administración de 
Justicia.. 
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9. El número 3 del artículo 35 queda- 
rá redactado de la siguiente forma: 

-Decidir los nombramientos de Jueces y 
Magistrados que, por tener carácter ín- 
tegramente reglado, no sean de la compe- 
tencia del Pleno, acordar la jubilación for- 
zosa por edad de los mismos y resolver 
sobre su situación administrativa.. 

10. El número 4 del artículo 35 queda- 
rá redactado de la siguiente froma: 

.Decidir los nombramientos, acordar la 
jubilación forzosa por edad y resolver so- 
bre la situación administrativa del per- 
sonal al servicio de la Administración de 
Justicia.. 

El número 5 del artículo 35 quedará 
redactado de la siguiente forma: 

-Autorizar los escalafones de la Carre- 
ra Judicial y de los Cuerpos de personal al 
servicio de la Administración de Justi- 
cia-. 

12. El número 6 del artículo 35 quedará 
redactado de la siguiente forma: 

*Ejercer cuantas competencias le sean 
delegadas por el Pleno o atribuidas por la 
ley.. 

13. Quedan suprimidos los números 7, 
8 y 9 del artículo 35. 
14. El número 1 del artículo 37 queda- 

rá redactado de la siguiente forma: 

-Conocer de todos aquellos procedimien- 
tos disciplinarios contra Jueces, Magistra- 
dos y personal al servicio de la Adminis- 
tración de Justicia no reservados al Ple- 
no del Consejo General o a los órganos de 
Gobierno de los Tribunales y Juzgados y 
acordar, en su caso, la cancelación de ano- 
taciones de las sanciones disciplinarias im- 
puestas.. 

15. El último inciso del segundo párra- 
fo del artículo 47 quedará redactado de la 
siguiente forma: 

.La competencia para conocer de estas 
impugnaciones corresponderá al Tribunal 
Supremo.. 

16. El artículo 49 quedará redactado de 
la siguiente forma: 

.En los órganos técnicos del Consejo 
General prestarán servicio miembros de la 

11. 

Carrera Judicial, del Cuerpo Técnico de 
Letrados de Justicia y de los Cuerpos de 
persona1 al servicio de la Administración 
de Justicia. 

Los que pertenezcan a la Carrera Judi- 
cial, los Letrados de Justicia y los Secre- 
tarios serán nombrados, previo concurso, 
por el pleno del mismo. De entre ellos se 
designarán quienes hayan de ejercer la 
dirección de dichos órganos. El resto del 
personal se regirá por las normás aplica- 
bles al Cuerpo a que pertenezca.. 

17. El número 1 del artículo 51 queda- 
rá redactado de la siguiente forma: 

.La confección material y custodia de los 
expedientes personales de Jueces, Magis- 
trados y personal al servisio de la Admi- 
nistración de Justicia.. 

18. El número 2 del articulo 51 quedará 
redactado de la siguiente forma: 

-El tratamiento y custodia de los datos 
relativos al movimiento do Jueces, Magis- 
trados y personal al servicio de la Admi- 
nistración de Justicia.. 

19. El número 6 del artículo 51 que- 
dará redactado de la siguiente forma: 

.La proporción y elaboración de los es- 
calafones de la Carrera Judicial y de los 
Cuerpos de personal al servicio de la Ad- 
ministración de Justicia.. 

Decimosegunda 

Queda incorporada a la presente ley la 
Disposición adicional segunda de la Ley 
Orgánica 1/1980, de 10 de enero. 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS 

Primera.-Salas de lo Contencioso-Admi- 
nistrativo del Tribunal Supremo. 

Hasta tanto no entre en vigor la ley que 
ha de fijar la planta y ordenación de los 
Juzgados y Tribunales, continuaran fun- 
cionando las tres Salas de lo Contenciwo- 
Administrativo existentes en el Tribunal 
Supremo. 

- 963 - 



Segunda.-Salas de Recursos de los Tribu- 
nales Superiores de Justicia. 

En tanto la ley que fija la planta de los 
Tribunales no establezca los Tribunales 
Superiores de Justicia y las Salas de los 
mismos, y las mismas entren en funciona- 
miento, las competencias ‘que la presente 
ley atribuye a las Salas de Recursos con- 
tinuarán residenciadas en las Salas del 
Tribunal Supremo que actualmente las tie- 
nen atribuidas. 

Tercera.-Juzgados de Primera Instancia e 
Instrucción y Juzgados de Distrito. 

Hasta que se proceda a la división terri- 
torial judicial, y se establezcan y ordenen 
los Juzgados y Tribunales regulados en 
esta ley, continuarán ejerciendo sus fun- 
ciones, sin alteración, los actuales Juzga- 
dos de Primeras Instancia e Instrucción y 
de Distrito. 
Podrá, sin embargo, el Consejo General 

hacer uso de las facultades que le atribuye 
el artículo 100 de la presente ley. 

Cuarh.-Juzgados de Menores. 

Los Juzgados de Menores que se esta- 
blezcan por la ley que fije la planta y or- 
denación de los Juzgados y Tribunales no 
entrarán en funcionamiento, ni serán pro- 
vistas sus plantillas, sino desde la fecha 
y de conformidad con las normas que fije 
la ley a que se refiere la disposición adi- 
cional segunda, número cuatro, de esta 
ley. 

Quinta.-Clasificación de los Juzgados. 

En tanto no se lleve a cabo por la ley 
que fije la planta de los Juzgados, la cla- 
sificación de los mismos y fijación de la 
categoría y grado que deban ostentar los 
miembros de la Carrera Judicial que de- 
ban servirlos corresponderá a los Jueces 
de ascenso la provisión de los Juzgados de 
Primera Instancia e Instrucción, salvo los 
que corresponda sean servidos por Ma- 

gistrados, y a los Jueces de Ingreso, la de 
los Juzgados de Distrito. 

Sexta.-Escuela Judicial. 

1. A la entrada en vigor de la presente 
ley quedará suprimida la Escuela Judicial. 
El personal, el patrimonio y los medios y 
recursos económicos se transfieren al Cen- 
tro de Estudios Judiciales. 

2. El Gobierno, previo informe del Con- 
sejo General del Poder Judicial promulga- 
rá dentro del plazo de seis meses desde la 
entrada en vigor de esta Ley, el Reglamen- 
to del Centro de Estudios Judiciales. 
3. El Consejo General del Poder Judi- 

cial y el Ministerio de Justicia, en lo que 
corresponda a cada uno, nombrarán el 
Consejo Rector, el Director y el Secretario 
General del Centro, dentro del mes si- 
guiente a la entrada en vigor de esta ley. 
Constituido el Consejo Rector se procederá 
a la elección de su presidente. 

4. El Director, el Jefe de Estudios y los 
Secretarios de la Escuela Judicial conti- 
nuarán en sus funciones hasta que tome 
posesión el Consejo Rector, el Director del 
Centro y el Secretario General. Al día si- 
guiente de la posesión se formalizará por 
el Director del Centro, y el Secretario Ge- 
neral, de una parte, y de la otra, el Director 
y Secretario de la Escuela Judicial, la re- 
cepción de los elementos personales y ma- 
teriales. 
5. El personal docente quedará adscrito 

al Centro de Estudios Judiciales hasta que 
termine el período bienal de su nombra- 
miento en cuya fecha cesarán. 

6. Los cursos que se estuvieren cele- 
brando al extinguirse la Escuela serán asu- 
midos por el Centro de Estudios Judiciales, 
que desarrollará también los siguientes 
hasta que se promulgue el Reglamento 
que dispone la regla dos de esta disposi- 
ción, en cuya fecha se adaptarán a lo que 
éste disponga. 

Séptima.-Tribunales Arbitrales de Cen- 
sos de Cataluña. 

1. A la entrada en vigor de la presente 
ley quedarán suprimidos los Tribunales 
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Arbitralec de Censos de las provincias de 
Barcelona, Gerona, Lérida y Tarragona, 
creados por la Ley de 31 de diciembre de 
1945, traspasándose sus competencias a los 
Jueces de Primera Instancia del lugar de 
situación de la finca. 
2. Los asuntos pendientes se resolverán 

por los Tribunales Arbitrales que conti- 
nuarán su conocimiento hasta su termina- 
ción, incluida la ejecución de la sentencia. 
3. Los Juzgados de Primera Instancia 

conocerán de esta materia por el proce- 
dimiento establecido en la Ley de 31 de 
dicembre de 1945, con las modificaciones 
introducidas par la Ley de 26 de diciembre 
de 1957. 

4. En tanto no se establezca otra cosa 
al reformarse la Ley de Enjuiciamiento 
Civil, las sentencias que dicten los Jueces 
de Primera Instancia en materia de cen- 
sos serán apelables ante la Sala de lo Civil 
de la Audiencia Territorial de Barcelona, 
tramitándose la apelación por las reglas 
previstas para el juicio de menor cuantía. 
5. El archivo de los Tribunales Arbitra- 

les, y los asuntos pendientes una vez ter- 
minados y ejecutados, se remitirá a la Au- 
diencia Territorial de Barcelona, que se 
cuidará de su ordenación y custodia. 

Octava.-Procesos concursales. 

En tanto no se establezca otra cosa en 
las normas que se promulguen en materia 
de Derecho concursa1 corresponderá a los 
Jueces Centrales, y a la Sala de lo Civil 
de la Audiencia Nacional, a partir de la 
entrada en funcionamiento de esta última, 
el conocimiento de los procesos de quiebra 
o concurso en aquellos casos en que, por 
virtud de lo dispuesto en el Decreto-ley 
de 17 de julio de 1947, está autorizado el 
nombramiento de Jueces especiales con 
jurisdicción de ámbito nacional. El acuer- 
do corresponderá al Consejo General del 
Poder Judicial. 

Novena.-Demandas de impugnación de 
los acuerdos de la Junta General de las 
Sociedades Anónimas. 

1. Los procesos pendientes a la entrada 
en vigor de la presente ley se regirán por 

lo dispuesto en el artículo 70 de la Ley de 
Sociedades Anónimas de 17 de julio de 
1951. Sin embargo, aquéllos en los que no 
haya recaído la providencia emplazando 
a las partes para que comparezcan ante 
la Audiencia Territorial, continuarán su 
tramitación ante el Juez que conociere de 
los mismos, siguiéndose con sujeción a lo 
que dispone el número siguiente. 
2. Los procesos sobre impugnación de 

los acuerdos de la Junta General de las 
Sociedades Anónimas que se inicien desde 
la promulgación de la presente ley, y los 
que estuvieren en el caso del párrafo úl- 
timo del número anterior, serán de la com- 
petencia en todos sus trámites, hasta dictar 
sentencia, del Juez de Primera Instancia e 
Instrucción del lugar en que se hubiere 
celebrado la Junta General, rigiéndose por 
lo dispuesto en los artículos 67 y siguientes 
de la ley citada en el número uno, con las 
siguientes modificaciones: 

Cuando no se hubieren recibido los 
autos a prueba o, en otro caso, terminado 
el período de práctica de la admitida, el 
Juez mandará que se convoque a las par- 
tes a comparecencia, poniéndoles mientras 
tanto de manifesto las pruebas en la Se- 
cretaría; y celebrada aquélla, si se presen- 
taren los interesados, dictará sentencia 
dentro de cinco días. 

La sentencia será apelable ante la 
Sala de lo Civil, según las reglas del juicio 
de menor cuantía, y contra la sentencia 
dictada en apelación no se darán otros 
recursos que los de casación o revisión ante 
la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo. 

A) 

B) 

Décima.-Demandas sobre nulidad de Re- 
gistro de la Propiedad Industrial. 

1. Los procesos pendientes a la entrada 
en vigor de la presente ley se regirán por 
lo dispuseto en los artículos 267 y siguien- 
tes del Real Decreto-ley del 30 de abril 
de 1930, y se seguirán por todos sus trá- 
mites hasta su conclusión, sin que contra 
la sentencia que recaiga proceda otro re- 
curso que el de casación. Sin embargo, 
aquellos en los que no haya recaído la 
providencia que pone fin al período de 
prueba y acuerda el env:o a la Audiencia 
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Territorial, continuarán su tramitación an- 
te el Juez que conociere de los mismos, 
siguiéndose con sujeción a lo que dispone 
el número siguiente. 

2. Los procesos sobre nulidad de Re- 
gistro que se inicien desde la promulga- 
ción de la presente ley, y los que estuvieren 
en el caso del párrafo último del número 
anterior, serán de la competencia en todos 
sus trámites hasta dictar sentencia del 
Juez de Primera Instancia e Instrucción 
del domicilio del demandado, rigiéndose 
por lo dispuesto en los artfculos 270 y si- 
guientes del Decreto-ley citado en el nú- 
mero uno, con las siguientes modifica- 
ciones: 

A) El escrito de iniciación se presen- 
tará ante el Juez competente y se recla- 
mará el expediente para que se remita 
en un plazo no superior al de veinte dias, 
y si no se recibiere se insistirá otorgando 
otro por la mitad del inicial. El Juez utiii- 
zará las intimaciones y medidas sanciona- 
doras que establece el articulo 61 de la 
ley de la Jurisdicción ContenciseAdmi- 
nistrativa. La  remisión del expediente PO- 
drá sustituirse por la copia autorizada del 
mismo. 
B) Terminado el período probatorio se 

procederá por el Juez en la forma dispues- 
ta en la regla novena del artículo 270; y 
recibido el dictamen de la Asesoría Juri- 
dica del Registro de la Propiedad Indus- 
trial o de la Abogada del Estado, se dic- 
tará providencia poniendo de manifiesto a 
las partes los autos por plazo común de 
tres días, en la sede del Juzgado, para que 
se instruyan y soliciten vista o conclusie 
nes escritas. Habrá lugar a la celebración 
de vista cuando lo pidan todas las partes 
o pidiéndolo sólo alguna, el Juez lo estime 
necesario. 

C) Si el Juez acordare la celebración 
de vista señalará la fecha dentro de los 
veinte días siguientes; y en otro caso, dis- 
pondrá el trámite de conclusiones, por 
plazo para cada parte, y el Abogado del 
Estado, de veinte días. Presentadas todas 
las conclusiones o celebrada la vista, el 
Juez dictará sentencia dentro de los diez 
días siguientes. La sentencia será apelable 
ante la Sala de lo Civil según las reglas 

del juicio de menor cuantfa y contra la 
sentencia dictada en apelación no se darán 
otros recursos que los de casación o revi- 
sión ante la Sala de lo Civil del Tribunal 
Supremo. 

Decimoprimem-Competencia civil de las 
Audiencias Provinciaies. 

Las Audiencias Provinciales continuarán 
conociendo de los recursos de apelación, 
en materia civil, que les atribuye la Ley 
de 20 de junio de 1968, hasta la entrada en 
vigor de la ley que fije la planta de los 
Juzgados y Tribunales. A partir de dicha 
fecha conocerán de dichos recursos las 
Salas de lo Civil de las Audiencias Terri- 
toriales y los Jueces de Partido, conforme 
a las reglas generales de competencia. 

Decirnosegunda.-Categorías de la Carre- 
ra Judicial. 

A la entrada en vigor de la presente ley, 
los actuales Magistrados del Tribunal Su- 
premo y Magistrados ostentarhn estas mis- 
mas categorías. Los Jueces de Primera Ins- 
tancia e Instrucción integrarán la catego- 
ría de Juez, grado de ascenso. 

Decimotercera.-Situaciones de Jueces y 
Magistrados. 

1. Los Jueces y Magistrados que se ha- 
llaren en situación de excedencia especial 
o supernumerarios y les correspondiere, 
con arreglo a esta ley, la de excedentes 
voluntarios, deberán solicitar el reingreso 
al servicio activo dentro del plazo máxi- 
mo de tres meses, contados a partir de la 
entrada en vigor de dicha ley. Si no for- 
mularen petición en el indicado plazo, 
pasarán automáticamente a la situación 
de excedencia voluntaria por interés par- 
ticular, con efectos desde la fecha de en- 
trada en vigor de la presente ley. 

2. Los que se encontraren en situación 
de supernumerarios o de excedencia vo- 
luntaria y les correspondiere la de exce- 
dencia especial, se considerarán en esta 
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última situación a partir de la expresada 
fecha. 

Cuando cesen en la situación de exce- 
dencia especial, a menos que hubiesen 
obtenido plaza, quedarán adscritos, con 
carácter provisional a las Salas del Tri- 
bunal Supremo, o de la Audiencia, o a los 
Juzgados de la población en que se en- 
contraban destinados al cesar en el ser- 
vicio activo, que designe la Sala de go- 
bierno o Decano respectivos, en función de 
su categoría y grado, y orden jurisdiccio- 
nal en que servían. 
Esta adscripción se mantendrá hasta que 

se produzca la primera vacante de su ca- 
tegoría y grado y, en su caso, turno, en el 
Tribunal Supremo, Audiencia o Juzgados a 
que estuvieren adscritos, la que se les ad- 
judicará fuera de concurso y con carácter 
preferente. 

Decimocuarta-Comisiones de Servicio. 

Los Jueces y Magistrados que a la en- 
trada en vigor de la presente ley estuvie- 
ran en comisión de servicio en órganos 
jurisdiccionales, en el Ministerio de Justi- 
cia o en el Ministerio de Trabajo, o en 
cualquier otro Departamento ministerial, 
u organismo administrativo, cesarán en el 
mismo, reintegrándose a su destino judi- 
cial, en el plazo de dos meses. Sin embar- 
go, en los casos y con los requisitos esta- 
blecidos en esta ley, el Consejo General 
del Poder Judicial podrá confirmar las co- 
misiones de servicios. 

Decimoquinta.-Procedimientos disciplina- 
rios. 

Los procedimientos disciplinarios inicia- 
dos con anterioridad a la entrada en vigor 
de esta ley se adaptarán a lo dispuesto en 
la misma sobre competencia, procedimien- 
to y recursos. 

En cuanto a la tipificación de los hechos 
o de las conductas, y la imposición de 
sanciones, se aplicará el principio de irre- 
troactividad, salvo que lo establecido en 
esta ley fuera más favorable para el so- 
metido a procedimiento disciplinario, a 
juicio del mismo. 

Decirnosexta.-Jubilación de Magistrados. 

Los miembros de la Carrera Judicial que 
a la promulgación de la presente ley hu- 
bieren cuplido sesenta y cinco años de 
edad, podrán continuar en el servicio ac- 
tivo hasta cumplir sesenta y dos años, en 
que procederá su jubilación. 

Decimoséptima.-Presidentes de Sala del 
Tribunal Supremo. 

Los actuales Presidentes de Sala del Tri- 
bunai Supremo continuarán desempeñan- 
do el cargo que ocupen, y ostentarán cate- 
goría de tales, en tanto no les corresponda 
cesar con arreglo a lo establecido en esta 
ley. 

Decirnooctava.-Provisión de plazas en el 
Tribunal Supremo. 

Las vacantes que se produzcan en las 
Salas del Tribunal Supremo a partir de la 
entrada en vigor de la presente ley se 
proveerán conforme a lo dispuesto en la 
misma, aplicándose, transitoriamente, las 
siguientes reglas: 

1. Las vacantes producidas por cese de 
Magistrados no procedentes de la Carrera 
Judicial corresponderán al grupo de juris- 
tas de prestigio. 

2. Las restantes vacantes corresponde- 
rán, de cada cuatro, la primera al grupo 
B) del artículo 349, y las tres siguientes al 
grupo A) del mismo precepto, sin perjuicio 
de lo establecido en la Disposición transi- 
toria XX. 
3. De no existir Magistrados del grupo 

B) al tiempo de producirse la primera 
vacante a que alude la regla anterior, co- 
rresponderá al grupo A), adjudicándose 
al grupo B) las vacantes que se produzcan 
cuando lleguen a existir Magistrados de 
dicho grupo, hasta restablecer la propor- 
ción de composición prevista en esta ley. 

4. Cuando se hubiere alcanzado la com- 
posición prevista en esta ley, seguirán apli- 
cándose las nomas generales de provisión 
previstas en la misma. 
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E?loclmcnovena.-r"residentes de las Au- 
diencias Provinciales de Madrid y Bar- 
celona. 

Lcs que a la entrada en vigor de la pre- 
sente ley estuvieren nombrados Presiden- 
tes de las Audiencias Provinciales de Ma- 
drid y Barcelona continuarán en el mismo 
destino, pero pasarán a desempeñar la 
presidencia de la Sección Primera de la 
misma, cuando quedare vacante. 

Vigésima.-Jueces Decanos. 

Los actuales Jueces Decanos continua- 
rán en el desempeño de sus cargos. Las 
vacantes que se produzcan en los cargos 
de Juez Decano se proveerán conforme a 
lo establecido en la presente ley. 

Vigésimo primera.-Magistrados por opo- 
sición de lo Contencioso-Administrativo. 

1. Los Magistrados que hubieren ingre- 
sado por oposición en el orden contencioso- 
administrativo conservarán la reserva a 
su favor de cuatro de cada diez plazas de 
Magistrado de las Salas de lo contencioso- 
administrativo del Tribunal Supremo. Ello 
no obstante, el Consejo General del Poder 
Judicial gozará de libertad de criterio en 
la promoción cuando no hubiere Magis- 
trados de esta clase que reunieren las 
condiciones legales, o ninguno de ellos os- 
tentare méritos suficientes para la promo- 
ción. 

Los que sean promovidos en virtud del 
párrafo anterior, se entenderán compren- 
didos, a efectos de la proporción en la 
composición de las Salas, en el grupo A) 
del artículo 349 de la presente.ley. 

2. Los  Magistrados a que se refiere el 
número anterior conservarán los derechos 
reconocidos en la Disposición final segun- 
da de la Ley 101/1966, de 28 de diciembre, 
y en las disposiciones que la desarrollan. 
3. Tendrán preferencia sobre los demás 

miembros de la Carrera Judicial para la 
provisión de plazas en Salas de lo conten- 
cioso-administrativo de las Audiencias 
cuando no hubiere en las mismas Magis- 
trados de esta clase o los existentes no 

alcanzaren la tercera parte de los de la 
Sala, o la mitad si se trata de la Audiencia 
Nacional. 

Vigésimo segunda.-Ascenso por antigüe- 
dad al grado de Juez de Ascenso. 

El ascenso por antigüedad del grado de 
Juez de Ingreso al de Juez de Ascenso no 
tendrá durante los seis años siguientes a 
la entrada en vigor de la presente ley. Las 
vacantes que, durante dicho período, co- 
rresponderían a este turno acrecerán al 
de pruebas selectivas. 

Vigésimo tercera.-Jueces de Distrito. 

A partir de la entrada en vigor de la 
presente ley no se convocarán más opo- 
siciones para el ingreso en el Cuerpo de 
Jueces de Distrito, cuyos miembros que- 
dan integrados en la Carrera Judicial con 
arreglo a las siguientes normas: 

Se integrarán en la categoría de Juez 
y grado de Ingreso, colocándose en el es- 
calafón por el orden que ostentaren en el 
Cuerpo de procedencia. No podrán ascen- 
der al grado de Juez de Ascenso por el 
turno de antigüedad, pero sí por el de 
pruebas selectivas. 

2. Las vacantes de Juez de Ascenso 
que acrezcan al turno de pruebas selec- 
tivas en virtud de io dispuesto en la Dis- 
posición transitoria XXII se reservarán 
para su provisión restringida entre quie- 
nes procedan del Cuerpo de Jueces de Dis- 
trito. Las referidas pruebas, que tendrán 
contenido práctico, se regularán en cuanto 
a ejercicos, materias y tribunal que ha de 
juzgarlas, por lo que acuerde el Consejo 
General. Las vacantes que queden sin cu- 
brir, acrecerán al.turno general de prue- 
bas cclectivas. 

Quienes fueren promovidos al grado 
de Juez de Ascenso mediante pruebas se- 
lectivas se regirán en lo sucesivo para la 
provisión de destinos y promoción de ca- 
tegorías por lo dispuesto, con carácter ge- 
neral, para la Carrera Judicial. 

4. Los que permanezcan en el grado de 
Juez de Ingreso, tendrán preferencia sobre 

1. 

3. 
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los restantes miembros de la Carrera Ju- 
dicial para la provisión de los Juzgados de 
Distrito, únicos en los que podrán prestar 
servicio. Sin embargo, quienes en su día 
hubieren aprobado el concurso oposición 
a Jueces Municipales y cuenten con más 
de veinte años de ejercicio profesional, 
tendrán, a efectos honoríficos y económi- 
cos, la consideración de Jueces de As- 
censo. 

Vigésimo cuarta.-Magistrados suplentes. 

Hasta que termine el presente período 
ordinario de sesiones de los Tribunales, 
continuarán desempeñando sus cargos los 
actuales Magistrados Suplentes. Con an- 
terioridad a su terminación, las Salas de 
gobierno de las Audiencias Territoriales 
harán las propuestas de Magistrados su- 
plentes para el próximo, cumpliendo lo 
establecido en la presente ley. 

Vigésimo quinta.-Cuerpos de Magistra- 
dos de Trabajo. 

1. Desde la entrada en vigor de la pre- 
sente ley no se convocarán concursos ni 
oposiciones para el ingreso en el Cuerpo 
de Magistrados de Trabajo, cuyos miem- 
bros procedentes de la Carrera Judicial 
se integrarán en la misma con la categoria 
que tuvieran en ella y ocupando el puesto 
escalafonal que les corresponde. Cesarán 
en la situación de supernumerarios que- 
dando en la de servicio activo. Los que pro- 
cedan de la Carrera Fiscal se integrarán en 
la Judicial, donde sólo podrán ocupar pla- 
zas del orden jurisdiccional sociai, colocán- 
dose en el escalafón con el número bis que 
les corresponda en razón de su antigüedad 
en la Carrera Fiscal, en la que continuarán 
en situación de supernumerario. 

2. Los actuales Magistrados de Trabajo 
gozarán de preferencia sobre los restantes 
miembros de la Carrera Judicial para la 
provisión de los Juzgados de lo Social y de 
la Sala de lo Social de la Audiencia Na- 
cional cuando, en este último caso, reu- 
nieran las condiciones exigidas en esta 
ley para ocupar plazas en la misma. A los 
efectos de su promoción al Tribunal Sú- 

premo, que tendrá lugar con arreglo a las 
normas generales, se les reputará en po- 
sesi6n de diploma de especialización en el 
orden jurisdiccional social. 
3. Los actuales Magistrados de Trabajo 

que tengán categoría de Juez, podrán 
también acceder a la de Magistrado a tra- 
vés de las pruebas selectivas que al efecto 
se convoquen, conforme a lo dispuesto en 
la presente ley. 

4. Los actuales Magistrados de Trabajo 
procedentes de la Carrera Judicial podrán 
servir destinos en los restantes órdenes 
jurisdiccionales con arreglo a su categoría 
y grado; en cuyo caso, perderán la prefe- 
rencia a que se refiere el número dos, de 
esta disposición, si bien se les reputará en 
pes i6nu  del diploma de especialización 
en el orden jurisdiccional social. 

Vigésimo sexta.-Tribunal Central de Tra- 
bajo. 

El Tribunal Central de Trabajo quedará 
suprimido en la fecha en que entre en fun- 
cionamiento la Sala de lo Social de la Au- 
diencia Nacional, que será establecida por 
la ley que fije la planta de los Tribunales. 
Serán de aplicación las reglas siguientes: 

1. Los Presidentes y Magistrados del 
Tribunal Central pasarán a integrar la Sa- 
la de lo Social de la Audiencia Nacional, 
y si excedieren de la plantilla que se es- 
tablezca, se seguirá un orden de preferen- 
cia atendiendo a la mayor antigüedad en 
el cargo, quedando los restantes integran- 
do una Sala de Transición o, en su caso, 
según disponga el Consejo General del 
Poder Judicial adscritos a la Sala perma- 
nente hasta que obtengan destino en la 
misma. 

2. Los Secretarios de Sala y de Gobier- 
no del Tribunal Central destinados en el 
mismo, pasarán a prestar servicio en la 
Sala de lo Social de la Audiencia Nacio- 
nal, y si excedieren de la plantilla que se 
establezca, se seguirá un orden de prefe- 
rencia atendiendo a la mayor antigüedad 
en el cargo, quedando los restantes ads- 
critos a la Sala, hasta que obtengan des- 
tino en la misma. 
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Vigésimo séptima.-Magistraturas de Tra- 
bajo. 

Las Magistraturas de Trabajo pasarán 
a constituir los Juzgados de lo Social, a 
partir de la fecha que señale para el esta- 
blecimiento de éstos la ley que fije la 
planta de los Juzgados y Tribunales, ha- 
ciéndolo con su mismo personal y medios 
materiales. 

Vigésimo octava.-Personal a1 servicio de 
la Jurisdicción Laboral. 

El personal administrativo, auxiliar y 
subalterno que a la entrada en vigor de 
esta Ley preste servicios en las Magistra- 
turas de Trabajo o en el Tribunal Central 
de Trabajo, continuarán en los mismos y, 
desde que se establezcan, en los Juzgados 
de lo Social y Sala de lo Social de la Au- 
diencia Nacional, con sujeción al régimen 
que le es aplicable y con la plenitud de 
derechos de que actualmente disfruta. 
Hasta que se dicten los Reglamentos de 
Personal al servicio de la Administración 
de Justicia, y se doten las plantillas, se 
continuarán aplicando las normas ante- 
riores a la provisión de estos destinos. 

Vigésimo novena.-Ministerio de Trabajo 

La competencia que actualmente tiene 
el Ministerio de Trabajo en materia de 
personal al servicio y medios de la Admi- 
nistración de Justicia en el orden laboral, 
se traspasarán, a la entrada en vigor de 
esta ley, al Consejo General del Poder 
Judicial y, en su caso, al Ministerio de 
Justicia. 

Trigésima.-Medios materiales y expedien- 
tes procedentes de la jurisdicción de 
Trabajo. 

El Ministerio de Trabajo y el Tribunal 
Central de Trabajo remitirán al Consejo 
General del Poder Judicial, dentro de los 
seis meses siguientes a la entrada en vi- 
gor de esta ley y, en su caso, dentro del 

mes siguiente a la extinción o integración 
de dicho Tribunal, cuanta documentación 
obre en los mismos y constituya parte in- 
tegrante de los expedientes personales del 
personal al servicio del orden jurisdiccio- 
nal social. 

La Secretaría de Gobierno de la Audien- 
cia Nacional recibirá los expedientes gu- 
bernativos y la documentación de este 
carácter procedentes de la Secretarfa de 
Gobierno del Tribunal Central de Trabajo. 

Los edificios, y demás medios materia- 
les afectos a la jurisdicción laboral, con- 
tinuarán afectados al servicio de justicia. 

Trigésimo primera.4ecretarios de la Ad- 
ministración de Justicia y de la Juris- 
dicción de Trabajo. 

1. En la fecha de entrada en vigor de 
la ley que fije la planta y ordenación de 
los Juzgados y Tribunales, se integrarán 
en el Cuerpo de Secretarios Judiciales los 
miembros de los actuales Cuerpos de Se- 
cretarios de la  Administración de Justicia, 
en sus dos ramas, y de Secretarios de la 
Jurisdicción de Trabajo, conforme a las 
siguientes reglas: 

1." Quienes en la fecha expresada inte- 
gren la categoría primera del Secretaria- 
do de los Tribunales y la categoría A) del 
Cuerpo de Secretarios de la Jurisdicción 
de Trabajo, pasarán a constituir la catego- 
ría primera del Cuerpo de Secretarios Ju- 
diciales, escalafonándose por orden del 
mayor tiempo de servicios prestados en 
el Cuerpo de procedencia. 

2." Quienes en dicha fecha integren la 
categoría segunda del Secretariado de los 
Tribunales, la categoría primera del Se- 
cretariado de Juzgados de Primera Ins- 
tancia e instrucción y la categoría B del 
Cuerpo de Secretarios de la Jurisdicción 
de Trabajo, pasarán a constituir la catego- 
ría segunda del Cuerpo de Secretarios Ju- 
diciales, escalafonándose por orden del 
mayor tiempo de servicios prestados en el 
Cuerpo de procedencía. 
3." Quienes en la misma fecha integren 

la segunda categoría del Secretariado de 
los Juzgados de Primera Instancia e Ins- 
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trucción pasarán a constituir Ia tercera 
categoría, grado de ascenso, del Cuerpo 
de Secretarios Judiciales, escalafonándose 
por orden del mayor tiempo de servicios 
prestados en el Cuerpo de procedencia. 

4.* Los Secretarios Judiciales que ocu- 
paren plaza de superior categoría que la 
que ostentaren conforme a las reglas an- 
teriores, podrán continuar sirviendo dicha 
plaza. Para su acceso a cualquier otra, se 
estará a la categoría personal que os- 
ten ten. 
5.* Los Secretarios Judiciales que ocu- 

paren plaza de inferior categoría o grado 
que la que ostentaren conforme a las re- 
glas anteriores, deberán tomar parte en 
cuantos concursos se convoquen para la 
provisión de plazas de su categoría y gra- 
do, solicitando cuantas se incluyan en la 
convocatoria, hasta obtener destino acorde 
con su categoría personal. De no hacerlo 
así, perderán esta categoría, adquiriendo 
la correspondiente al destino que sirvan, 
y escalafonándose en la misma en fun- 
ción del tiempo de servicios que hubieren 
prestado en el Cuerpo de procedencia. 

2. Hasta la fecha a que se refiere el 
número anterior, seguirán aplicándose, 
transitoriamente, las normas anteriores 
relativas a los respectivos Cuerpos. 

3. Los Secretarios Judiciales a que se 
refiere la presente disposición, tendrán 
preferencia en los concursos de traslada 
para la provisión de los destinos que hu- 
bieren correspondido a su Cuerpo de pro- 
cedencia conforme a la normativa ante- 
rior, únicamente respecto del mejor pues- 
to escalafonal. 

4. Los Secretarios Judiciales, proceden- 
tes del Secretariado de los Juzgados de 
Primera Instancia e Instrucción, que no 
ostentaren el título de Licenciado en Dere- 
cho, no podrán, en ningún caso, ser pro- 
movidos a la categoría segunda. 

Trigésimo segunda.-Ascenso por antigüe- 
dad al grado de ascenso de la tercera 
categoría del Cuerpo de Secretarios Ju- 
diciales. 

El ascenso por antigüedad del grado de 
ingreso al de ascenso de la categoría ter- 

cera del Cuerpo de Secretarios Judiciales, 
no tendrá lugar durante los seis años si- 
guientes a la entrada en vigor de la ley 
que fije la planta y ordenación de los Juz- 
gados y Tribunales. Las vacantes que, du- 
rante dicho período, corresponderían a 
este turno acrecerán al de pruebas selec- 
tivas. 

Trigésimo tercera.-Secretarios de Juzga- 
dos de Distrito y de Juzgados de Paz de 
Municipios de más de 7.000 habitantes. 

1. Desde la promulgación de la ley que 
fije la planta y ordenación de los Juzgados 
y Tribunales, no se convocarán oposicio- 
nes para el ingreso en los Cuerpos de Se- 
cretarios de Juzgados de Distrito y de 
Juzgados de Paz de municipios de más 
de 7.000 habitantes, que se declaran a ex- 
tinguir. 

2. En las pruebas para el ingreso en el 
Cuerpo de Secretarios Judiciales que se 
convoquen desde la promulgación de di- 
cha ley, se reservará para su provisión, en 
turno restringido entre los Secretarios de 
Juzgados de Distrito y Secretarios de Juz- 
gados de Paz de municipios de más de 
7.000 habitantes, que estén en posesión del 
título de Licenciado en Derecho, una ter- 
cera parte de las plazas, quedando las que 
no se cubran incorporadas al turno ordi- 
nario. Podrán concurrir a aquéllas los que 
no tengan nota desfavorable en el expe- 
diente. 
3. Las Secretarías de Juzgados de Dis- 

trito y de Juzgados de Paz de poblaciones 
de más de 7.000 habitantes, mientras que- 
den miembros de los Cuerpos de Secreta- 
rios de Juzgados de Distrito y de Secre- 
tarios de Juzgados de Paz de municipios 
de más de 7.000 habitantes, respectiva- 
mente, que, en su caso, reúnan los requi- 
sitos legales para servirlas, se anunciarán, 
cuando vacaren, a concurso entre los mis- 
mos. 

4. Declarada desierta una plaza que 
esté servida por Secretario del Cuerpo de 
Secretarios de Juzgados de Distrito o del 
de Secretarios de Juzgados de Paz de mu- 
nicipios de más de 7.000 habitantes por 
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falta de peticionarios, quedará definitiva- 
mente reservada la plaza a los Cuerpos 
de Secretarios Judiciales o de Oficiales, 
según proceda. 

Trigésimo cuarta.-Cuerpo Técnico de Le- 
trados de Justicia. 

Los miembros de los actuales Cuerpos 
Especiales Técnicos de Letrados del Minis- 
terio de Justicia y Facultativo de la Direc- 
ción General de los Registros y del Nota- 
riado, se integrarán, desde la fecha de en- 
trada en vigor de la presente ley, en el 
Cuerpo Técnico de Letrados de Justicia, 
con aplicación de las siguientes reglas: 

1. Quedarán escalafonados por orden 
del mayor tiempo de servicios prestados 
en el Cuerpo de procedencia, y ostentarán 
la categoría que les corresponda conforme 
a la estructura orgánica de la nueva plan- 
tilla. 

2. La plantilla del Cuerpo Técnico de 
Letrados de Justicia, que se establecerá y 
modificará en lo sucesivo por ley ordina- 
ria, será de cinco Letrados Superiores, 15 
Letrados Mayores y 10 Letrados. 
3. Los actuales funcionarios de los 

Cuerpos Especiales Técnicos de Letrados 
del Ministerio de Justicia y Facultativo de 
la Dirección General de Registros y del 
Notariado, conservarán los derechos que, 

respectivamente, vinieran disfrutando con- 
forme a las normas hasta ahora vigentes 
relativas a dichos Cuerpos. 

DISPOSICION FINAL 

1. Quedan derogadas la ley provisio- 
nal sobre organización del Poder Judicial 
de 15 de septiembre de 1870, la adicional 
a la misma de 14 de octubre de 1882, la 
Ley Orgánica de la Magistratura de Tra- 
bajo de 17 de octubre de 1940, la parte 
orgánica de la Ley de Bases para la Re- 
forma de la Justicia Municipal de 19 de 
julio de 1944, la Ley de 20 de diciembre 
de 1952, las Leyes 11/1966 y 33/1966, de 
18 de marzo y 31 de mayo, respectivamen- 
te, los artículos 261 a 266, ambos inclu- 
sive, de la Ley Hipotecaria de 8 de febre- 
ro de 1946, y cuantas nomas se opongan 
a lo dispuesto en la presente ley. 

Cuantas normas, con rango de ley, 
relativas al estatuto jurídico de los Jueces 
y Magistrados y del personal al servicio 
de la Administración de Justicia, no re- 
sulten derogadas por la presente ley, os- 
tentarán, a partir de la entrada en vigor 
de la misma, rango reglamentario y po- 
drán ser modificadas o derogadas y, en 
todo caso, refundidas por los Reglamentos 
que corresponde dictar al Gobierno y al 
Consejo General del Poder Judicial en de- 
sarrollo de la presente ley. 

2. 
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